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Presentación 
Este libro es la consolidación de la experiencia adquirida durante años de trabajo de QUINTERO ASOCIADOS –QAS-, empresa que se ha dedicado a ser un asesor integral en materia de propiedad horizontal en Colombia, buscando brindar atención profesional y seria a los asuntos relacionados con el tema tratado, ya que hoy en día son pocas las empresas que han desarrollado un área exclusiva para atender la propiedad horizontal. La empresa nace inicialmente como una empresa de asesoría legal inmobiliaria, asesorías legales  y manejo de cartera en general, pero luego de conocer la situación presentada en diferentes Conjuntos y Edificios, encuentra que existe una necesidad,    por parte de las copropiedades,  de contar con personal experto en los diferentes temas que les atañen. Es así como con el estudio y dedicación en la investigación de los diferentes temas,  y gracias a los aportes de muchos conjuntos, centros comerciales y edificios, así como de personas que han compartido nuestro trabajo, hemos ido construyendo una empresa que hoy puede mostrar su experiencia a través de un libro, que esperamos sirva en el desarrollo de una gestión exitosa en cada una de las copropiedades de nuestro país. 

La Propiedad Horizontal se ha convertido en un tema de actualidad, como consecuencia de la promulgación de la Ley 675 del 3 de agosto de 2.001, por medio de la cual se expide el nuevo régimen de propiedad horizontal para Colombia, y no es que la propiedad horizontal a penas se reglamente, tenemos normas desde hace mas de cincuenta años  respecto de la propiedad horizontal, sino que se le ha dado una mayor difusión, además del interés por ajustarse a las disposiciones por parte de los propietarios de unidades privadas en Edificios, Conjuntos, Centros Comerciales y en general copropiedades sometidas al régimen de propiedad Horizontal, así como al deseo de todos los colombianos de participar en las decisiones que le afectan, desde su convivencia en un apartamento, local o unidad privada, hasta en las mismas decisiones nacionales. Es allí en las  copropiedades, en donde se esta generando una  pedagogía de la participación comunitaria, es allí donde se ven expuestos en toda su dimensión los mecanismos constitucionales de la participación comunitaria, es allí donde se empieza a expedir normas  que nos afectan directamente, allí donde se debe asumir los derechos y deberes con la mayor responsabilidad. 

Este libro es posible gracias a los aportes de los diferentes administradores, miembros de consejos de administración,  Juntas de administración, asambleístas y en general a muchos propietarios de inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, quienes con sus inquietudes, cuestionamientos y  aportes, nos permitieron crecer y profundizar en el tema, no cabrían aquí los nombres de personas que fueron muy importantes en este camino, de Edificios, Centros comerciales, Urbanizaciones  y Conjuntos que nos brindaron su confianza para que, a través de nuestro trabajo, pudiéramos contribuir al crecimiento de cada una de esas copropiedades, en donde mas que trabajar en asesorías relacionadas con  el manejo de la copropiedad, aspectos legales, cartera, seguros, etc., aprendimos en cada momento, ya que cada copropiedad nos brindó enseñanzas diferentes, aspectos que hoy queremos compartir con todas las personas que tienen que ver con la propiedad horizontal y por supuesto con esas personas que nos brindaron su confianza y apoyo en la realización de nuestro trabajo. 

Los sueños se deben construir, es así como gracias al empeño de Fabio, Marisol,  Cesar, David, Maria del Carmen, Pilar, Constanza, Hernán y muchos otros socios, compañeros y colaboradores logramos construir un sueño alrededor  de la propiedad horizontal, ese sueño se llama  QUINTERO ASOCIADOS y hoy plasma, a través de este libro, parte de la experiencia acumulada durante ese camino que iniciamos varios años atrás. El sueño lleva a otros sueños y los seguiremos construyendo y aportando a la construcción de los sueños de muchos colombianos. La metodología desarrollada por nosotros muestra que las propiedades no solo necesitan conocer las normas, los códigos y leyes que los regulan o que regulan sus acciones, necesitan aprender a participar, a convivir, a respetar, así como conocer los limites de la misma tolerancia y sobre todo aprender a ejercer los derechos y deberes que como ciudadanos y copropietarios tienen, en fin, a participar activamente. 

Introducción
El tema de la propiedad horizontal es bastante amplio y consideramos que hasta ahora se han logrado algunos esfuerzos esporádicos en dar a conocer el tema, desafortunadamente  las publicaciones realizadas hasta la fecha han sido muy técnicas o dirigidas a un grupo muy reducido de personas, cabe destacar los esfuerzos realizados por LEGIS en la publicación de materiales dirigidos a orientar y capacitar a las personas encargadas del manejo de la propiedad horizontal. 

La realidad respecto del manejo de la propiedad horizontal es  muy sencilla, el tema no es del manejo de los propietarios, lo cual ha limitado su participación en las decisiones de su copropiedad, además ha impedido el acceso de muchos copropietarios a órganos de dirección y a la misma administración, es común ahora encontrar reglamentos de propiedad horizontal en los cuales se destacan los requisitos para acceder   a estos órganos, como el Consejo de administración, la administración y la misma revisoría Fiscal, ello,  a nuestro modo de ver, va en contra de los principios establecidos por la misma Ley 675 de 2.001, al impedir el acceso de cualquier propietario a estas instancias, es claro que se requiere una formación mínima, la cual se puede adquirir mediante la capacitación, lectura, asesoría e investigación del los temas, pero nos parece que lo mas importante es tener la actitud positiva para hacer un buen manejo de los recursos encomendados y , además, de poner una gran dosis de sentido común. Muchos de los hoy buenos administradores y  miembros del Consejo, entre otros, fueron neófitos en los asuntos que hoy manejan.  

Ser tan estrictos en los requisitos para ejercer dichos cargos no solo limita el acceso, sino que deja en entre dicho las acciones que deben  realizar estas personas, ya que si bien es cierto que es importante una base académica o de experiencia, también lo es que las situaciones presentadas en el manejo de la propiedad horizontal exigen conocimientos en derecho (civil, penal, policivo, etc.), contaduría (balance, inventarios, libros contables, elaboración de presupuestos, etc.), sicología (manejo de conflictos, relaciones interpersonales, etc.), ingeniería (manejo y dirección de obra,  manejo normas urbanas, etc.), economía (reducción costos de administración, manejo de inversiones, etc), además de otras que serían necesarias de manera particular en cada una de las diferentes copropiedades de nuestro país, de una u otra forma sería muy difícil ejercer estos cargos, pero sabemos que es mas sencillo de lo que hemos mencionado, con los elementos que hemos considerado necesarios. El conocimiento de tantos saberes y ciencias esta a cargo de los diferentes profesionales  que asesoren la copropiedad. 

Las situaciones que se presentan en la propiedad horizontal son muy amplias, como lo señalamos, es allí donde queremos aportar con este libro, a través de una manera sencilla y práctica, mostramos los principales elementos  que se deben considerar en el manejo de toda copropiedad. 

El libro desarrolla aspectos general es y específicos de la copropiedad, partimos desde los elementos que definen la copropiedad, pasando por las asambleas, sus convocatorias, las actas, las acciones legales presentes en cada uno de estos temas, 

Este documento contiene formatos que le permitirán guiarse en la realización de las diferentes actividades que debe desarrollar la copropiedad como persona jurídica, normas que son de aplicación obligatoria para las copropiedades, así como algunas jurisprudencias que se han promulgado respecto de la propiedad horizontal, con todo ello queremos brindar los elementos  básicos necesarios para el buen funcionamiento de toda copropiedad. 

El desarrollo de los temas esta limitado a los aspectos básicos que consideramos debe manejar todo copropietario, miembro del consejo, administrador o persona en general  que desee conocer acerca del tema. Muchos de los temas presentados se encuentra mas ampliamente desarrollados en libros específicos  de derecho, contaduría, etc., por lo cual si el lector desea profundizar los diferentes temas podrá consultar la bibliografía señalada en este documento. 

El régimen de propiedad horizontal en Colombia se remonta a 1948 con la promulgación el 29 de diciembre de la Ley 182 “Sobre Régimen de la Propiedad  de Pisos y Departamentos de un mismo Edificio”, con lo cual se pretendió regular  el dominio de los bienes inmuebles divididos por departamentos, pisos, así como los departamentos de una misma casa, “cuando sean independientes y tengan salida a la vía pública directa o por un pasaje”. La  Ley 182 de 1948, contemplaba la conformación de una copropiedad, en la cual cada propietarios es comunero en los bienes afectados como bienes comunes, ni se permite la desafectación de estos últimos bienes. Se crea la existencia de la representación legal mediante acta de la asamblea general de copropietarios. La necesidad de decisiones unánimes para ciertas decisiones. La obligatoriedad del reglamento de propiedad horizontal y con ello el cobro de las cuotas de administración en mora ante el juez, soportada mediante acta de asamblea general donde se muestre la existencia, así como el monto de la deuda y l condición del administrador. 

En 1985, luego de muchos años, el 8 de enero de 1985 se promulga la Ley 16, “Por la cual se modifica la Ley 182 de 1948”. En esta norma se permite a los copropietarios acogerse a voluntad al régimen que deseen,   ya sea a la mencionada Ley 16 o a la Ley 182 de 1948, para lo cual deberían hacer los ajustes respectivos. Las normas anteriores fueron reglamentadas por el decreto 1365  del 28 de abril de 1986, en el cual se desarrollan de manera amplia los requisitos para la constitución el régimen de propiedad horizontal, las limitaciones para el traspaso de los bienes comunes, el desarrollo de las asambleas, incluyendo sus convocatorias, funciones de la asamblea, funciones del administrador y la representación legal, derogando los decretos reglamentarios 1335 de 1959, 144 de 1968 y 107 de 1983.

En 1998, el 16 de enero  se promulga la Ley 428 “Por la cual se adiciona y reglamenta lo relacionado con las unidades inmobiliarias cerradas sometidas al régimen de propiedad horizontal”, en esta norma se definen las unidades inmobiliarias cerradas, sus áreas, la integración municipal, así como la participación comunitaria y  las obligaciones económicas de los  a cargo de los propietarios de los inmuebles, entre otras .En 2001, el 3 de agosto se promulga la ley 675, “Por medio de la cual se expide el Régimen de Propiedad Horizontal”, esta norma unifica el régimen de propiedad horizontal derogando las normas antes mencionadas y estableciendo un manejo único en los predios sometidos a propiedad horizontal. El Objeto de la mencionada Ley  se señala en el artículo 1º así “La presente ley regula la forma especial de dominio, denominada propiedad horizontal, en las que concurren derechos de propiedad exclusiva sobre bienes privados y derechos de copropiedad sobre el terreno y los demás bienes comunes, con el fin de garantizar la seguridad y la convivencia pacífica en  los inmuebles sometidos a ella, así como la función social de la propiedad”.  De igual manera, cabe señalar que la mencionada norma señala la constitución del régimen de propiedad horizontal  “mediante escritura pública registrada en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Realizada esta inscripción, surge la persona jurídica a que se refiere esta Ley “ (idem, Subrayado fuera de texto).

El Nuevo régimen de propiedad Horizontal fue demandado en muchas ocasiones por considerar en algunos casos, sus demandantes,  que va en contra de los principios establecidos constitucionalmente. Es así como podemos mencionar las demandas por el derecho a la igualdad entre arrendatarios y propietarios (    ), así como el respecto por los derechos adquiridos (C-488/02), en la cual se pone de manifiesto que la norma promulgada no busca vulnerar derechos privados, adquiridos antes dela promulgación a la norma,  sino por el contrario lo que busca es regular  las situaciones que se pueden presentar en las propiedades horizontales y que afectan a todos los copropietarios. 

La Sala Plena de la Corte Constitucional en su Sentencia C-488 de 2.002, concluye   “PRIMERO.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “y tendrán un término de un (1) año para modificar, en lo pertinente, sus reglamentos internos, prorrogables por seis (6) meses más, según lo determine el Gobierno Nacional” contenida en el inciso primero del artículo 86 de la Ley 675 de 2001, en el entendido que estas modificaciones deben hacerse conforme a las disposiciones de los reglamentos de propiedad horizontal existentes en el momento de la vigencia de esta ley. SEGUNDO.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “Transcurrido el término previsto en el inciso anterior, sin que se hubiesen llevado a cabo las modificaciones señaladas”, en el entendido que esta disposición se aplica exclusivamente a las normas de orden público contenidas en esta ley.”. Lo anterior permite concluir que se respetan las decisiones anteriores a la promulgación de la Ley 675 de 2.001, pero se da un término, Artículo 86 “Régimen de transición”, para acogerse a las disposiciones legales establecidas en la ya mencionada Ley 675 de 2.001, transcurrido el término señalado por la Ley, “sin que   se hubiesen llevado a cabo las modificaciones señaladas, se entenderán incorporadas las disposiciones de la presente ley a los reglamentos internos y las decisiones que se tomen en contrario serán ineficaces.”   

Las demandas interpuestas contra la mencionada norma han   concluido en sentencias en donde son declarados exequibles los diferentes artículos demandados, con lo cual es dable que el nuevo régimen de propiedad horizontal,  ha superado las pruebas legales interpuestas por los demandantes, dando como resultado la ratificación de los diferentes artículos de la mencionada norma. 
El desarrollo del tema de propiedad horizontal es importante pues el conocer los diferentes detalles que conlleva la operación de una copropiedad, permitirá fortalecer la participación comunitaria  en las decisiones que atañen a comunidades específicas, agrupadas en conjuntos residenciales, centros comerciales, edificios y en general en todos los predios sometidos al régimen de propiedad horizontal, además de ello el conocer  el tema permitirá que se respeten los derechos y se exija el cumplimiento de las obligaciones de los propietarios de unidades privadas sometidas al régimen de propiedad horizontal. Consideramos que conocer el tema permitirá de una u otra forma  aportar al cumplimiento de los derechos, garantías y deberes establecidos en el capítulo 1 de nuestra Constitución. 

La propiedad horizontal 
La definición de propiedad horizontal nos la da el artículo 1º de la Ley 675 de 2.001, al señalar esta como una forma especial de dominio, en la que concurren derechos de propiedad exclusivos sobre bienes privados  y derechos de copropiedad sobre el terreno y demás bienes comunes, con el fin  de garantizar la seguridad y la convivencia pacífica en los inmuebles sometidos a ella.   La definición deja implícitos los derechos a la propiedad privada por medio de los cuales el propietario de una unidad privada puede usarla, disponer de ella, con las limitaciones que le impone el reglamento de propiedad horizontal, o sea las normas que rigen la propiedad horizontal y con las garantías que señala la Ley para la propiedad privada, en cuanto a enajenar, gravar, dar en anticresis o ceder la tenencia de su unidad de dominio privado a cualquier título, con las limitaciones impuestas por la Ley y el reglamento de propiedad horizontal, además de implicar un derecho de copropiedad sobre los bienes comunes del edificio o conjunto, en proporción con los coeficientes de copropiedad.  

Una definición de propiedad horizontal que se consagra en la exposición de motivos de la Ley 49 de 1960, de España, citada por Pérez Eduardo en Reforma de la Ley de Propiedad Horizontal, la define como “la concurrencia de una colectividad de personas en la titularidad de derechos que,  sin perjuicio de su sustancial individualización, recaen sobre fracciones de un mismo edificio y dan lugar a relaciones de independencia que afectan a los respectivos titulares.” Lo anterior para mostrar los derechos sobre unos bienes comunes sin perjuicio de las acciones sobre las unidades privadas   que conforman la copropiedad. 

La propiedad horizontal, en resumen se refiere a una forma de dominio que hace objeto de propiedad exclusiva  o particular determinadas partes de un inmueble y sujeta las áreas de éste destinadas al uso o servicio común de todos o parte de los propietarios de aquellas al dominio de la propiedad horizontal como persona jurídica. 

La propiedad Horizontal se caracteriza por lo siguiente: 

1. Forma de Dominio sobre inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal: Se refiere a la propiedad que ejerce una persona sobre un bien especifico y los derechos que comparte con otros propietarios sobre la titularidad del dominio de los llamados bienes comunes, necesarios para el ejercicio del derecho que se tienen sobre los bienes privados.

2. Régimen de Propiedad Horizontal: se refiere al sistema jurídico que regula el sometimiento a propiedad horizontal de un Edificio o conjunto construido o por construirse, el cual esta señalado en la Ley 675 de 2.001.

3. Reglamento de Propiedad Horizontal: se refiere al estatuto que regula los derechos y obligaciones específicas de los copropietarios de un edificio o conjunto sometido al régimen de propiedad horizontal.  

4. Salida a la vía pública: característica señalada en la Ley 182 de 1948, la cual se refiere a la salida a la vía pública directamente,   por medio de un pasaje común o área destinada al uso común. 

5. Coexistencia de Bienes: se refiere a la existencia de bienes privados y comunes  destinados, estos últimos, al uso o servicio común  de la unidad privada o de la copropiedad. 

6. Existencia de Bienes Comunes: Se refiere  las partes del edificio o conjunto  pertenecientes en proindiviso  a todos los propietarios de bienes privados  que conforman el inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal, que por su naturaleza o destino facilitan la existencia, estabilidad, funcionamiento, conservación, seguridad, uso, goce o explotación de los bienes de dominio particular.  Estos pueden ser esenciales, no esenciales y de uso exclusivo. 

7. Derechos de los propietarios sobre los bienes comunes: existen, además de los derechos propios de la propiedad privada, derechos porcentuales de los propietarios sobre los bienes comunes, los cuales definen la participación en la asamblea y en el pago de expensas comunes necesarias, además de los derechos que se derivan  tales como la circulación y derechos similares sobre los cuales ejerce su dominio la comunidad, constituida como persona jurídica. 

8. Obligaciones para el propietario: se refiere a las obligaciones señaladas en las leyes y en el reglamento del inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal, tendientes que este tipo de dominio cumpla con los objetivos para los cuales fue creado. Estas obligaciones se refieren al cumplimiento de los deberes establecidos por la ley y el reglamento de la copropiedad, tales como el aporte de expensas comunes necesarias, el mantenimiento y destinación adecuado de la unidad privada, entre otros.

9. Limitaciones al ejercicio de la propiedad: Diferente a las limitaciones para ejercer el derecho a la propiedad privada, se refiere a las limitaciones que tiene un propietario de una unidad privada con el fin de conservar la armonía, garantizar la seguridad y la convivencia pacífica, incluye la restricción a la destinación que se le otorgue al inmueble. 

Consideraciones socio-jurídicas

Es necesario resaltar la importancia social del régimen de propiedad horizontal, es posible, por tanto, hablar de la relevancia cuantitativa, cualitativa y normativa. 

En cuanto al aspecto cuantitativo es necesario destacar “que la propiedad horizontal es una institución jurídica que afecta a una amplia mayoría de ciudadanos, en tanto que los titulares” de un apartamento, garaje, local, casa, oficina, etc.,  están sujetos a este régimen, por lo que cualquier modificación, cambio o alteración  de las normas reguladoras de la misma, como por ejemplo la Ley 675 de 2.001, incide directamente sobre la vida de millones de colombianos. 

Desde el punto de vista cualitativo, el régimen de propiedad horizontal “incide sobre un bien básico: la vivienda, y por ello su regulación tiene una trascendencia social más acusada que las otras instituciones.

Por último, y en relación directa con el criterio anterior, hay que resaltar igualmente su importancia normativa, en tanto que , aun teniendo su norma reguladora..., al incidir sobre el llamado “problema social de la vivienda”, el acierto o desacierto  en su regulación va a hacer que sea o no realidad la afirmación de nuestra Constitución” prevista en el artículo  51 cuando señala “Todos los colombianos tienen derecho a una vivienda digna”. ” (Botía V. Antonio, en Reforma de la Ley de Propiedad Horizontal).

Principales normas que regulan la propiedad Horizontal  

Las normas que regula la propiedad horizontal en Colombia, son el régimen de propiedad horizontal, establecido por la Ley 675 de 2.001, así como las leyes y normas vigentes, el código civil, código de comercio,  la Ley 95 de 1890, código de Policía, la Ley 746 de 2.002,  La Ley 142 de 1994, así como las disposiciones municipales o Distritales. 

· Código Civil:

El Código Civil, señalado por la Ley   o decreto   , en el cual se presentan las situaciones de carácter civil que se pueden dar entre los colombianos.  De manera específica el Artículo 2142 del Libro 4 en el Título XVIII, señala el mandato, y lo define como “un acuerdo mediante el cual  una persona confía la gestión o administración de uno o mas negocios  a otra que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera. La persona que concede el encargo se llama comitente o mandante, y la que lo acepta apoderado, procurador y en general el mandatario”.  La norma señala además de la responsabilidad del mandatario, la remuneración, responsabilidad del mandatario hasta por culpa leve y  limites,  entre otros. 

· Código de Comercio:

El Código de Comercio,  expedido por medio del Decreto 410 de 1971, se establecen entre otras las características y obligaciones de los comerciantes, así como los procedimientos en la realización de asambleas de socios,  etc., aspectos que interesan de manera integral a la propiedad horizontal , como una persona jurídica, que establecerá relaciones comerciales con otras personas. Define, igualmente,  de  manera especifica, en su título V, capítulo I, El contrato de seguro, de vital importancia para la propiedad horizontal en atención a lo reiterado en el artículo 15 de la Ley 675 de 2.001, l señalar la obligación de toda propiedad horizontal adquirir una póliza de seguros que cubra los riesgos de incendio y terremoto de los bienes comunes. 

El contrato de seguro se define como un acto solemne, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva, el cual se perfecciona desde el momento en que se suscribe la póliza. Este contrato se establece entre el tomador y el asegurador con el propósito de cubrir los riesgos que se puedan presentar  y atender,  de ser contratados,  sobre un objeto asegurado o beneficiario.    

Es importante señalar que muchas compañías de seguros, como un elemento adicional en la relación con el tomador, vienen ofreciendo un valor agregado, mediante un contrato de asistencia, que permite a las copropiedades atender las emergencias propias   de los inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, este tipo de contratos no afecta, en la mayoría de las compañías de seguros, el valor de la póliza, ni las reclamaciones por siniestros presentados.   

Los seguros de responsabilidad, señalados en el artículo 50 del Nuevo régimen de propiedad Horizontal, se establecen en el la sección IV, el capítulo II, el título V, del Código de Comercio, modificados por la Ley 45 de 1990, señalando que el contrato en mención busca responder por los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado, como consecuencia de hechos externos imputables al asegurado. En el caso de responsabilidad civil los damnificados tienen acción directa contra el asegurador.   

· Ley 95 de 1890

Esta ley, también conocida como “sobre reformas civiles”, establece para los propietarios comunes (“comuneros”), el procedimiento para la elección de un administrador, el cual deberá ser nombrado por una “junta general” (asamblea general), así como la participación de los propietarios comunes, fijación de la remuneración   del administrador y las garantías de este último en su calidad de mandatario y manejador de los bienes comunes de la persona jurídica que representará.  Por último señala la explotación económica de un bien común   establece la obligación de llevar registros de los propietarios comunes, sus cuotas en relación con los derechos sobre los bienes comunes, coeficiente de propiedad. 

· Código de Policía 

El reglamento de propiedad horizontal contempla deberes de los propietarios de unidades privadas, tendientes a la convivencia pacífica de los moradores del inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal, deberes que deben estar enmarcados dentro de las normas generales, previstas en las leyes, normas y demás disposiciones legales de carácter municipal o Distrital, como el Código de Policía. 

La Ley 675 de 2001 prevé en el artículo 61, que el administrador para la ejecución de las sanciones no pecuniarias, previstas en la ley o en el reglamento, podrá acudir a la autoridad policial competente si es del caso. En los eventos en que el propietario de una unidad privada efectúe “actos que comprometan la seguridad, o solidez de la copropiedad, producir ruidos, molestias y actos que perturben  la tranquilidad de los demás propietarios u ocupantes o afecten la salud pública” o en los casos en que el propietario cambie el uso  de su unidad privada, previsto  en el reglamento, la policía y autoridades competentes esta obligada a acudir de manera inmediata ante el llamado del administrador o cualquiera de los copropietarios. 

En el caso de Bogotá D.C., el acuerdo 079 de 2.003 es el acto  “por el cual se expide el Código de Policía de Bogotá D.C.”. Este documento señala que su objeto y finalidad  es la de “regular el ejercicio  de los derechos y libertades ciudadanas de acuerdo con la Constitución y la Ley, con fines de convivencia ciudadana”, además establece normas de comportamiento para la convivencia que se deben respetar, establece s finalidad en:

1. Cumplimiento de los deberes; 

2. Desarrollar la cultura ciudadana y la conciliación con ajuste a las reglas de convivencia ciudadana traducidas en la capacidad de los ciudadanos de celebrar acuerdos, reconocerlos y cumplirlos;

3. Establecer el marco jurídico dentro del cual el Alcalde Mayor, como primera autoridad de policía, ejerce la potestad reglamentaria en esta materia;  

4. Atender y promover las condiciones que favorezca el desarrollo humano sostenible; 

5. Determinar mecanismos que permitan definir la responsabilidad de las Autoridades de Policía del Distrito Capital 

6. Determinar los comportamientos que sean favorables a la convivencia ciudadana y conduzcan a la autorregulación; 

7. Establecer la competencia de cada una de las Autoridades de Policía del D.C.

8. Lograr el respeto de los derechos fundamentales, derechos económicos, sociales y culturales, y de los colectivos y del ambiente, así como de los demás derechos reconocidos  en tratados  y convenios internacionales ratificados por el estado Colombiano. 

El artículo 4 del Código de Policía de Bogotá D.C., señala los deberes de los ciudadanos, dentro de los allí señalados  destacamos, los que a nuestro criterio, tienen que ver con la vida en las copropiedades, de acuerdo con lo anterior los principales deberes de la vida en copropiedad son:   

1. Obedecer la Constitución Política, las leyes, los reglamentos, las normas jurídicas, el Código  de Policía y las disposiciones Distritales o Municipales; 

2. Respetar los derechos y las libertades de los demás y ejercer los propios en el marco de la ley; 

3. Denunciar los maltratos, delitos sexuales o cualquier forma de violencia intra familiar.  

4. Respetar los símbolos patrios,  Distritales y municipales;

5.  Cuidar los bienes  de interés cultural, monumentos, mobiliario urbano, valores culturales, urbanísticos y arquitectónicos;

6. Denunciar todo acto que menoscabe el patrimonio público. 

De manera específica el Código de Policía señala los siguientes deberes tendientes a fortalecer la vecindad, así:

1. Respetar el derechos de los demás a escoger el lugar de su domicilio; 

2. Participar en la solución de  los problemas comunitarios y asistir a las asambleas de vecinos del barrio;

3. Divulgar los reglamentos de copropiedad entre quienes habiten en los edificios, conjuntos residenciales y copropiedades;

4. mantener el sitio de vivienda y de trabajo en condiciones de seguridad y salubridad;

5. Buscar con los vecinos  la manera de facilitar a los jóvenes medios de expresión y esparcimiento  y adoptar actitudes de respeto hacia ellos.

En cuanto a los comportamientos que favorecen las relaciones de vecindad se señala la reparación de averías o daños de la vivienda para evitar afectar a los demás, limpieza de las áreas comunes –en cuyo caso son responsables las administraciones de copropiedades-, respetar e derecho a la intimidad familiar y personal, prevenir los daños de menores de edad,   personas con discapacidad y personas de tercera edad sobre si, o los vecinos o contra bienes de estos, prevenir el daño de animales domésticos; en cuanto a mascotas caninos ajustarse a las disposiciones de la Ley  746 de 2002, uso adecuado de electrodomésticos para que no se afecten a los vecinos, cumplir con el reglamento de copropiedad (artículo 12 numeral  13), no agredir física o verbalmente a los vecinos, no ocupar espacio ajeno o de áreas comunes sin los permisos respectivos, no desarrollar actividades que puedan contaminar el ambiente, ocasionar olores y ruidos que perturben la tranquilidad. 
· Ley 746 de 2002

Esta le regula la tenencia y registro de perros potencialmente peligrosos, señalando las circunstancias de tenencia, los riesgos que debe asumir el propietario y en general las condiciones de manejo, transporte, disposición  en general en cuanto a la tenencia de estos animales, además de la creación del “Censo de Perros Potencialmente Peligrosos”.

· Ley 142 de 1994

La ley 143 de 1994 o Estatuto de Servicios Públicos, contempla las condiciones en que se deberá prestar los servicios públicos domiciliarios en Colombia. 

El nuevo régimen de propiedad horizontal contempla en el parágrafo del artículo 32 lo siguiente: “para efectos de facturación de  servicios públicos domiciliarios a zonas comunes, la persona jurídica que surge como efecto de la constitución al régimen de propiedad horizontal podrá ser considerada como usuaria única frente a las empresas prestadoras  de  los mismos, si así lo solicita, caso en el cual el cobro del servicio se hará únicamente con fundamento en la lectura del medidor individual  que exista para las zonas comunes; en caso de no existir dicho medidor, se cobrará de acuerdo con la diferencia del consumo que registra el medidor general y la suma de los medidores individuales.” Señala, además que en caso de no tener medidores en las unidades privadas, podrá instalarlos  con el voto favorable de la mayoría calificada, 70% del coeficiente de propiedad. 

Respecto de las tazas contributivas facturadas por las empresas de servicios públicos, es conveniente señalar lo establecido en el artículo 33 de la Ley 675 de 2.001, al declarar las propiedades horizontales como entidades sin ánimo de lucro, las cuales estarán exentas del pago de impuestos nacionales, así como del impuesto de industria y comercio, “en relación con las actividades propias de su objeto social, según el artículo 195 del decreto 1333 de 1.986. 

El Estatuto de Servicios Públicos, establece en su artículo 146 “la medición del consumo y precio del contrato”, señalando como un derecho de las partes intervinientes en el contrato de servicios públicos domiciliarios,  la medición de los consumos. Esta situación ha sido cuestionada en diferentes escenarios de a vida nacional, respecto del servicio de recolección de basuras, incluso se ha promulgado jurisprudencia, como resultado de acciones de  tutela interpuestas  contra estas empresas; luego de muchas discusiones la Comisión Reguladora de Agua Potable y Saneamiento Básico promulgó la resolución 233 de 2002, “Por la cual se establece una opción tarifaria para los multiusuarios del servicio de aseo, se señala la manera de efectuar el cobro del servicio ordinario de aseo para inmuebles desocupados y se define la forma de acreditar la desocupación de un inmueble”, brindando alternativas a las copropiedades para que el cobro por la recolección de basuras se haga  de manera mas justa, teniendo en cuenta que la facturación se venía haciendo a cada unidad privada de inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, aplicando las tarifas establecidas para predios que no se encuentran agrupados. 

· Normas Municipales

Cada municipio o Distrito ha promulgado, en desarrollo de su plan de ordenamiento, normas urbanísticas que son pertinentes en cada caso para la conformación de la propiedad horizontal, señalando requerimientos necesarios, usos de los suelos por sectores de la ciudad o municipio, previstos en la licencia de construcción y en el reglamento de propiedad horizontal de la copropiedad. 

En el caso del Distrito Capital, el Plan de Ordenamiento territorial esta determinado por el decreto 619 de 2000. 

Es conveniente y para realizar una correcta comprensión del marco legal presentado, como lo menciona Legis,  señalar que las normas tienen un nivel jerárquico y que cada nivel se debe enmarcar dentro de las disposiciones del anterior, en este caso  se puede determinar desde la norma de normas, la Constitución Política de Colombia, hasta las decisiones y mandatos de la Asamblea general de copropietarios, así:

· Constitución Política de Colombia

· Leyes, por ejemplo la Ley 675 de 2.001.

· Decretos reglamentarios

· Acuerdos municipales o Distritales

· Reglamentos de propiedad horizontal de la copropiedad

· Disposiciones y mandatos de la asamblea general de propietarios de cada inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal. 

En resumen el manejo e un inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal  implica la ejecución de acciones de tipo legal, administrativo, presupuestal y operativo. 

Régimen de Propiedad Horizontal 

La norma que regula los derechos de los propietarios de unidades privadas sobre su propiedad y los bienes comunes del inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal,  es la Ley 675 del 3 de agosto de 2.001, denominada Nuevo Régimen de Propiedad Horizontal, en referencia a que antes de la promulgación de esta norma existía la posibilidad  de acogerse a los regímenes existentes, establecidos por la Ley 182 de 1948 y la Ley 16 de 1985 y reglamentados por el decreto 1365 de 1986. 

Ley 675 de 2001

Esta norma contiene el nuevo régimen de propiedad horizontal para Colombia, buscando con ello regular esta forma de dominio, así como garantizar los derechos sobre sus unidades privadas y sobre los bienes comunes de los propietarios, además de garantizar la seguridad y convivencia pacífica en los inmuebles sometidos al régimen, así como la función social de la propiedad. 

Los principales elementos que señala la norma son:

1. La constitución de la persona jurídica mediante escritura pública, una vez registrada en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Correspondiendo al Alcalde Municipal  o Distrital la inscripción y posterior certificación sobre la existencia y representación legal de dicha persona jurídica. 

2.  La extinción de la propiedad horizontal se puede dar por destrucción o deterioro total del edificio o conjunto, hasta un 75%, por decisión unánime de los propietarios  y por orden de autoridad judicial o administrativa. 

3. Identificación de los bienes privados, estos deben ser identificados en el reglamento y en los planos de la copropiedad. Los derechos sobre las unidades privadas implica un derecho sobre los bienes comunes. Los derechos también establecen unos deberes a los propietarios de unidades privadas. 

4. Bienes comunes, son aquellos bines, elementos o zonas que permiten la existencia estabilidad, funcionamiento, conservación , seguridad, uso o goce de  los bienes  privados, pertenecen común y proindiviso a los propietarios de los bienes privados, son inalienables e inembargables de manera separada de los bienes comunes y no son objeto de impuesto alguno.

5. Establece una proporción de derechos y obligaciones, mediante el porcentaje de participación señalado en el reglamento. Igualmente establece el porcentaje de contribución de acuerdo con el coeficiente de propiedad. 

6. Establece el procedimiento ejecutivo para el cobro de las cuotas de mora.

7. Establece módulos de contribución, de acuerdo con el uso y goce de ciertos bienes comunes según sea su naturaleza, destinación y localización. 

8. Establece las funciones de la Asamblea General, sus reuniones, las cuales pueden ser ordinarias, por derecho propio, segunda convocatoria, reuniones no presénciales, decisiones por comunicación escrita, así como quórum  y decisiones de mayoría calificada, estableciendo esta última en un 70% de coeficiente de copropiedad; además de las actas y la impugnación de las decisiones.    

9. Establece las funciones del administrador y la actuación del administrador provisional, mientras un órgano competente no lo elija. 

10. Establece la obligatoriedad de tener consejo para copropiedades de uso mixto o comercial con mas de treinta unidades, o potestativo en los casos en que sea igual o inferior o en los casos de conjuntos o edificios de uso  residencial. además fija quórum y funciones. 

11. Establece la obligatoriedad de tener Revisor Fiscal, contador  público titulado con matrícula profesional vigente e inscrito en la Junta Central de Contadores,  para copropiedades de uso mixto o comercial sin vinculación de ninguna clase – consanguínea o civil-,   o potestativo en los casos de conjuntos o edificios de uso  residencial, en cuyo caso podrá ser propietario; así como sus funciones.   

12. Se crean órganos internos  como los Comités de Convivencia, elegidos anualmente,  para la solución de los conflictos de la propiedad horizontal, así como el acceso a los mecanismos alternos de solución de conflictos- MASC-, para la solución de estos.  

13. Se establecen sanciones por el incumplimiento de obligaciones no pecuniarias, las clases y el procedimiento de imposición e impugnación. 

14. Define la constitución y elementos de unidades inmobiliarias cerradas, así como su integración municipal, participación, obligaciones económicas y demás obligaciones de los propietarios. 

15. Establece un régimen de transición, de un año prorrogable seis meses, para que modificar los reglamento internos de las propiedades horizontales.

El Notario como Instrumento de Seguridad Preventiva 

Es necesario resaltar el papel que juega, desde antes de la promulgación de la Ley 675 de 2.001, el Notario en la transmisión de propiedades sometidas al régimen de propiedad horizontal, y el cual se resalta con la modificación del régimen de propiedad horizontal, como instrumento de seguridad en las transmisiones inmobiliarias. Las exigencias actuales ha obligado al legislador “a convertir al notario, además de en escribano o confeccionador de documentos, en un “verificador” o “controlador”  que asegure al adquirente sus derechos.“ (Botía V. Antonio, 2.001).

La Ley 675 de 2.001, respecto de lo señalado anteriormente manifiesta en su artículo 29 que el notario en la escritura de transferencia de un bien inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal, “exigirá paz y salvo de las contribuciones a las expensas comunes expedido por el representante Legal de la

Copropiedad”. En caso de no presentarse dicho documento el notario dejará constancia de la situación, tanto de la solicitud de dicho documento al administrador de la copropiedad y como de la solidaridad del nuevo propietario con las deudas existentes. 

Reglamento de Propiedad Horizontal

El reglamento es el estatuto interno de la copropiedad, realizado conforme a los dispuesto en el régimen de propiedad horizontal, el cual regula los derechos y  obligaciones específicas de los copropietarios de un inmueble sometido al régimen de  propiedad horizontal. 

El reglamento debe contener como mínimo, según lo señala la Ley 675 de 2.001, lo siguiente:

1. Nombre e identificación del propietario

2. Nombre del conjunto o edificio

3. Determinación del terreno  o terrenos sobre los cuales se levanta la copropiedad, por su nomenclatura, área y linderos, indicando títulos de adquisición  y sus correspondientes folios de matrículas inmobiliarias. 

4. Identificación de cada uno de los bienes de dominio particular de acuerdo con los planos aprobados por la Oficina de Planeación Municipal o Distrital  o por la entidad que haga sus veces. 

5. Determinación de los bienes comunes, con indicación de los que tengan el carácter de esenciales, y aquellos cuyo uso se asigne a determinados sectores de la copropiedad, cuando sea del caso. 

6. Coeficientes de copropiedad y módulos de contribución si los hubiere. 

7. destinación de los bienes de dominio  particular  que conforman la copropiedad, la cual deberá ajustarse a las normas urbanísticas vigentes.  

8. Especificaciones de la construcción  y condiciones de seguridad  y salubridad de la copropiedad. 

9.  Regulaciones sobre la administración, dirección y control de la copropiedad. 

Las disposiciones contenidas en el reglamento no podrán vulnerar las normas imperativas contenidas en el régimen de propiedad horizontal, ni aspectos relacionados con el impedimento de ejercer los derechos sobre los bienes privados  establecidos legalmente y por las normas lo regulen. 

Bienes 

La propiedad horizontal se compone de bienes privados o de dominio particular y bienes comunes.  

· Bienes Privados

Se definen como la unidades privadas, “jurídicamente independientes, susceptibles de aprovechamiento privado”, pertenencientes a una persona, quien puede usarla, gozarla o disponer de ella libremente, de acuerdo con las Leyes y normas impuestas  por el reglamento de propiedad horizontal. Las unidades privadas estarán definidas de acuerdo con la naturaleza de la copropiedad y podrán ser apartamentos, garajes o parquederos, siempre que no estén contemplados como zonas comunes, locales, oficinas o viviendas.  

· Bienes Comunes

Son aquellos bienes, elementos y zonas de la copropiedad que permiten o facilitan la existencia, estabilidad, funcionamiento, conservación, seguridad, uso o goce de la unidades privadas, que pertenecen en común y proindiviso a los propietarios, son indivisibles y, mientras conserven su carácter, son inalienables e inembargables, además no son objeto de impuesto alguno.   Los bienes comunes podrán ser esenciales, no esenciales y de uso privado.

La definición de bienes comunes esenciales la encontramos en la Ley 675 de 2001, así: “Bienes indispensables para la existencia, estabilidad, conservación y seguridad del edificio o conjunto, así como los imprescindibles para el uso y disfrute de los bienes de dominio particular. Los demás tendrán el carácter de Bienes Comunes no esenciales. Se reputan Bienes Comunes Esenciales, el terreno sobre o bajo el cual existan construcciones o instalaciones de servicios públicos básicos, los cimientos, la estructura, las circulaciones indispensables para aprovechamiento de Bienes Privados, las instalaciones generales de servicios públicos, las fachadas y los techos o losas que sirven de cubiertas a cualquier nivel”. 
Los bienes comunes no esenciales, son aquellos que no comprometen la estabilidad, conservación y seguridad de la copropiedad,  son aquellos que pueden ser susceptibles de dividir, enajenar o ceder y pueden ser susceptibles de aprovechamiento económico,  de acuerdo con lo establecido por la ley y el reglamento de propiedad horizontal. 

Los Bienes comunes de uso exclusivo, los encontramos definidos en Quintero A., Sánchez G. L. O., y Lucigniani H., cuando señala que son “Bienes Comunes no necesarios para el disfrute y goce de los bienes de dominio particular, y en general, aquellos cuyo uso comunal limitaría el libre goce y disfrute de un Bien Privado, tales como terrazas, cubiertas, patios interiores y retiros, podrán ser asignados de manera exclusiva a los propietarios de los Bienes Privados que por su localización puedan disfrutarlos”, así como garajes y parqueaderos que se encuentren asignados como tal en el reglamento de propiedad horizontal.

La persona Jurídica 
El nuevo régimen de propiedad horizontal, Ley 675 de 2.001, establece en su artículo 4º., señala “Constitución. UN edificio o conjunto se somete al régimen de propiedad horizontal  mediante escritura pública registrada en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Realizada  esta inscripción, surge la persona jurídica a que se refiere esta ley.”

Respecto de lo anterior es necesario  entender el sentido de la norma, además de los procedimientos que se han establecido por los diferentes municipios y ciudades para la inscripción ante las respectivas entidades encargadas. En el caso de las grandes ciudades como Bogotá la Alcaldía ha delegado en las Alcaldías locales esta inscripción; constituyendo esta como un reconocimiento por parte de la autoridad a la disposición de los copropietarios de determinado edificio o conjunto en adoptar ciertas decisiones, en virtud de los establecido legalmente.

La Ley 657 de 2.001, en su artículo 8º., señala que es necesario la certificación  sobre a existencia y representación legal de la persona jurídica, señalando que “la inscripción y posterior certificación sobre la existencia y representación legal  de las personas jurídicas a las que alude esta ley, corresponde al Alcalde Municipal o Distrital del lugar de ubicación del edificio o conjunto, o a la persona o entidad en quien este delegue esta facultad. 

La inscripción se realizará mediante la presentación ante funcionario o entidad competente de la escritura registrada  de constitución del régimen de propiedad horizontal y los documentos que acrediten los nombramientos y aceptaciones de quienes ejerzan la representación legal  y del revisor fiscal. También será objeto de inscripción la escritura de extinción de la propiedad horizontal, para efectos de certificar sobre el estado de liquidación de la persona jurídica.

En ningún caso se podrán exigir trámites o requisitos adicionales.” 

Si analizamos el texto de la norma es preciso la realización de varias actividades,  por una lado es menester que el administrador, quien hará las veces de representante legal de la copropiedad, manifieste su aceptación al cargo, ya sea del nombramiento realizado por la asamblea de propietarios o por el Consejo, según sea el caso, dicha manifestación se puede consignar en el acta respectiva en donde se efectué este nombramiento o mediante comunicación dirigida al presidente de la asamblea o de consejo, según sea e caso, en donde le presente su aceptación al cargo. Igual situación se debe dar con el revisor fiscal, en cuyo caso la aceptación se hará únicamente ante la asamblea de propietarios. 

La persona jurídica surgida en los casos de propiedad horizontal se regula por un régimen especial, la ley 675 de 2.001, que considera la copropiedad como un ente jurídico conformado por una pluralidad de individuos, en este caso propietarios de unidades privadas de un edificio o conjunto, con objetivos comunes como es la administración correcta  y eficaz de los bienes y servicios comunes, el adecuado manejo de los asuntos  de interés común  de los propietarios  de bienes comunes privados  y cumplir y hacer cumplir la ley y el reglamento de propiedad privada. Esta entidad constituida es de naturaleza civil, sin animo de lucro, lo que le da un carácter de “no contribuyente  de impuestos nacionales, así como del impuesto de industria y comercio, en relación con las actividades propias de su objeto social. Cabe señalar que las copropiedades deben tener un manejo similar a las sociedades por acciones.

Las decisiones que se tomen de manera periódica deberán darse a conocer ante las entidades encargadas de reconocer las decisiones de la copropiedad, para lo cual será necesario que una vez realizada la asamblea general ordinaria se informe a las entidades respectivas,  a nivel municipal o distrital,   de las decisiones tomadas en especial respecto del administrador y representante legal y del revisor fiscal. La importancia de lo anterior radica en la necesidad de este reconocimiento para la realización de diferentes acciones de la copropiedad como la suscripción de contratos, la representación de la copropiedad ante diferentes órganos del estado o entidades privadas, así como la realización de procesos judiciales como la recuperación de cartera. Es necesario concluir que la primera tarea del administrador y representante legal,  en cada periodo,  debe ser el trámite de reconocimiento o actualización de la persona jurídica, sin ello no podrá ejercer las funciones establecidas por la ley y el reglamento de propiedad horizontal.  

  Órganos de dirección y administración de la propiedad horizontal 
El nuevo régimen de propiedad horizontal reitera los órganos de dirección  y administración de la persona jurídica, señalando como tales la asamblea general de copropietarios, el consejo o junta de administración, en caso de que lo hubiere,  y el administrador de la copropiedad. 

Asamblea General de Propietarios 

La asamblea general de propietarios es el máximo órgano de dirección del persona jurídica y esta  constituida por los propietarios de bienes privados, o sus representantes o delegados, reunidos con el quórum y las condiciones previstas en la ley 675 de 2001 y en el reglamento de la copropiedad. La Asamblea podrá delegar en el Consejo lo que considere procedente y que por la naturaleza de los actos pudiere delegar, en especial por  motivos especiales como la necesidad de investigar, estudiar, etc., requiera la realización de una labor específica, como por ejemplo el nombramiento del administrador, aprobar los gastos en cierta cuantía, etc. 

Todos los propietarios de bienes privados que integran el inmueble tendrán derecho a participar en sus deliberaciones y a votar en ella. El voto de cada propietario equivaldrá al porcentaje del coeficiente de copropiedad del respectivo bien privado, establecido en este reglamento.

Las decisiones adoptadas de acuerdo con las normas legales y reglamentarias, son de obligatorio cumplimiento para todos los propietarios, inclusive para los ausentes o disidentes, para el Administrador y demás órganos, y en lo pertinente para los usuarios y ocupantes de la  copropiedad. 

Son funciones de la Asamblea General de  Propietarios

1. Nombrar al administrador  y a su suplente cuando fuere el caso, para períodos determinados y fijarle la remuneración –en los casos en que no exista Consejo de Administración artículo 50 Ley 675 o no se haya delegado esta función-

2. Aprobar o improbar los estados financieros y el presupuesto anual de ingresos y gastos que deberán someter a sus consideración el Consejo de administración, en caso que lo hubiere, y el administrador. 

3. Nombrar y remover libremente a los miembros del comité de convivencia para períodos de un año, en copropiedades de uso residencial. 

4. Aprobar el presupuesto anual de la copropiedad y las cuotas de administración e incrementar el fondo de imprevistos cuando fuere del caso.

5.  Elegir y remover a los miembros del consejo de administración y, cuando exista, al Revisor Fiscal y su suplente, para los períodos  establecidos en el reglamento de propiedad horizontal.

6. Aprobar las reformas del reglamento de propiedad horizontal, contando con una mayoría calificada para ello.

7. decidir la desafectación de bienes comunes no esenciales, y autorizar la venta o división, cuando fuere el caso, y decidir en caso de duda, sobre el carácter de esencial o no de un bien común.

8. Decidir la reconstrucción de la copropiedad, e conformidad con lo previsto en la Ley 675 de 2001.

9. Decidir, salvo en el caso que corresponda al consejo de administración, sobre  la procedencia de sanciones por incumplimiento de las obligaciones previstas en el régimen de propiedad horizontal y en el reglamento de propiedad horizontal, con observancia del debido proceso y el derecho a la defensa consagrado en el respectivo reglamento de propiedad horizontal.

10. Aprobar la disolución y liquidación de la persona jurídica.

11. Otorgar autorización    al administrador para realizar cualquier erogación con cargo al Fondo de Imprevistos de que trata la ley 675 de 2.001.

12. Las demás funciones fijadas por la ley, los decretos reglamentarios y el reglamento de propiedad horizontal respectivos. 

La Asamblea General de Propietarios se reunirá de manera ordinaria  por lo menos una vez al año, en al fecha señalada en el reglamento de propiedad horizontal o dentro de los tres (3) meses siguientes al vencimiento de cada periodo presupuestal.  Las reuniones extraordinarias se efectuarán cuando lo exijan las necesidades imprevistas o urgentes de la copropiedad lo ameriten, por convocatoria del administrador, del consejo o junta de administración, del Revisor Fiscal o un número plural de propietarios de unidades privadas que represente  por lo menos, la quinte parte de los coeficientes de copropiedad,   pero en todo caso será   necesario hacer la convocatoria por escrito, según lo establezca el reglamento de propiedad horizontal. 

· Convocatoria:

La convocatoria es el aviso o llamamiento que se hace  a todos  los copropietarios,  por medio del cual se cita a la Asamblea –reunión de copropietarios-  y en el cual se señalan los temas a tratar, fecha, lugar y hora. Se deberá hacer mediante comunicación  enviada a cada uno de los propietarios de las unidades privadas, a la última dirección registrada  por los mismos. En el caso de asambleas extraordinarias, reuniones no presénciales  y de decisiones  por comunicación escrita, en el aviso se insertará el orden del día y en la misma no se podrán tomar decisiones sobre temas no previstos en este.  En la reunión ordinaria se podrán abordar temas no indicados en la convocatoria.  

Es conveniente señalar que para el cálculo del número mínimo de días de la convocatoria, no debe tenerse en cuenta el día en que se efectúa la convocatoria ni el día en que se llevará a cabo  la reunión, según lo señala el artículo 829 del Código  de Comercio, norma que se aplica por analogía  ante el vacío de norma que hay o ante el vacío que pueda haber en el reglamento de la propiedad horizontal.  

El aviso de convocatoria deberá tener una relación de copropietarios que adeuden contribuciones a las expensas comunes de la copropiedad. 

La convocatoria a asamblea general ordinaria, se deberá efectuar de acuerdo con lo señalado en el artículo 39 de la Ley 675 de 2.001, con una antelación no inferios a quince (15) días calendario. La ley no es específica en cuanto al tiempo dentro del cual se podrá convocar una reunión de asamblea extraordinaria, por lo cual será conveniente acogerse a lo dispuesto  en la norma antes mencionada, para las asambleas ordinarias,  salvo lo previsto en el reglamento de propiedad horizontal, teniendo en cuenta que “en tal sentido el plazo en mención no es preclusivo o perentorio”, pues tal calidad  no  es contraria a lo previsto en el régimen de propiedad horizontal, “y mientras no haya disposición expresa  que así lo defina, el término no puede reputarse.” ( Leal P. H.,1992).

· Quórum: 

La asamblea general de copropietarios sesionará, con excepción  de lo señalado en la Ley o en el reglamento  de propiedad horizontal, sobre reuniones que exijan un quórum  o mayoría  superior  y de las reuniones de segunda convocatoria, con un número plural de copropietarios de unidades privadas que represente por lo menos, más de la mitad del coeficiente  de copropiedad y tomará decisiones con el voto favorable de la mitad mas uno  de los coeficientes de propiedad representados en la reunión. 

En los casos previstos en el artículo 46 de la ley 675, será necesario contar con una mayoría calificada, del 70% de coeficiente de propiedad para poder efectuar la reunión, pero en todo caso la decisión se tomará con la mitad mas uno de los coeficientes de propiedad representados en la reunión. En ningún caso se podrá exigir, salvo la extinción de la propiedad que requiere de la decisión unánime o destrucción del 75% del inmueble, una mayoría superior al 70% del coeficiente de propiedad, so pena de considerarse nulas. 

· Funcionamiento de la Asamblea

 El desarrollo de la Asamblea se sujetará, en general,  a las siguientes reglas: 

1.- Establecido el quórum, la Asamblea quedará instalada y procederá a designar un Presidente y un Secretario, lo cual podrá hacerse por aclamación o por aprobación oral de una proposición presentada en tal sentido. Si no se hicieren tales designaciones, actuará como Presidente el del Consejo de Administración, si lo hubiere,  y como Secretario el Administrador. 


2.- La Asamblea tiene la facultad para aprobar el orden del día, o para seguir el propuesto en la convocatoria.

3.- Toda proposición o constancia de los miembros de la Asamblea se consignará por escrito.

4.- El trámite de las discusiones y el desarrollo de la Asamblea será el acostumbrado en reuniones similares, como las de Asambleas de accionistas.

5.- Constituida validamente, las decisiones de la Asamblea serán de obligatorio cumplimiento para todos los copropietarios, aun para los ausentes o disidentes siempre que hubieren sido aprobadas por las mayorías previstas en la Ley y en el Reglamento de propiedad horizontal. 

· Mayorías decisorias

La Ley 675 de 2001, se refiere a diversas mayorías  según los casos que requiera cada reunión. 

Las sesiones ordinarias  sesionará con “un número plural de propietarios de unidades privadas que represente por lo menos, la mitad de los coeficientes de copropiedad y tomará decisiones con el voto favorable  de la mitad mas uno  de los coeficientes  de propiedad representados en la respectiva sesión” (artículo 45 Ley 675 de 2001). 

La Ley 675 de 2001 en el artículo 9 señala que en los casos en que se haya producido la destrucción o el deterioro  total de la copropiedad en por lo menos un 75% , requerirá de la decisión unánime de los titulares de los derechos particulares, siempre y cuando medie la aceptación escrita de los acreedores con garantía real o la orden de autoridad judicial. 

El artículo 13 de la Ley 675 de 2001 contempla que para decisiones como la reconstrucción de la copropiedad en los casos en que el deterioro fuere “superior al setenta y cinco por ciento (75%)” la asamblea  general decida reconstruirlo, debe estar representados por lo menos el 70% de los coeficientes de propiedad. 

El artículo 46, como ya se mencionó, se refiere a mayoría calificada, refiriéndose a la asistencia de mínimo un 70% del coeficiente de propiedad  para la toma de las decisiones previstas en  el mencionado artículo. 

La disposiciones señaladas permiten concluir que en el caso de la propiedad horizontal la mayoría absoluta, en términos que no se haga un llamado particular,  se considera la mitad mas uno  de los asistentes o representados en la reunión. Las mayorías decisorias establecidas en la Ley 675 de 2001 o en los decretos que la reglamenten, se tomaran de manera particular para los casos a que se refieran. 

· Actas:

El acta es un documento en el que se relacionan de manera escrita los temas tratados y las decisiones de las reuniones de  asamblea, constituyéndose en un certificación de éstos, así como un documento público que da fe de las decisiones adoptadas en una reunión, en este caso de asamblea general de copropietarios, las cuales deberán ser registradas en un libro de actas y firmas por el presidente y el secretario de la asamblea, o en su defecto por el revisor Fiscal (haciendo una analogía en la aplicación con las normas existentes),  dando fe de lo allí consignado. 

Las actas de la asamblea deberán indicar el tipo de reunión, ordinaria o extraordinaria, lugar, fecha y hora de la reunión, la forma en que se efectúo la convocatoria, orden del día, nombre y calidad de los asistentes, su unidad privada y su respectivo coeficiente, los votos emitidos a favor, en contra o en blanco, en cada caso,  las designaciones efectuadas, y la fecha y hora de su clausura. Una vez firmada es inmodificable, las adiciones, correcciones o modificaciones que se deseen hacer sólo son posibles de hacer produciendo una nueva acta, que debe cumplir con los mismos requisitos señalados.  “En el evento de que lo dicho en el acta sea totalmente falso  y ajeno a lo que realmente se dijo en la asamblea, el único camino a seguir es la acción ante el juez competente con miras a la anulación del acta tachada cómo falsa. La adulteración del acta una vez firmada o su reemplazo por otra, puede conllevar a adulteración de documento público...” (Leal P.,  H.).

La asamblea podrá nombrar  una comisión verificadora de la redacción del acta, para lo cual estas deberán emitir su concepto dentro de los términos previstos en el reglamento  de propiedad horizontal o en su defecto dentro de los siguientes veinte (20) días siguientes a la fecha de haberse efectuado la respectiva reunión.

El administrador, en un lapso no superior  a veinte (20) días hábiles, a partir de la fecha en que se celebró la reunión, deberá poner en disposición de los copropietarios copia completa del texto del acta en la sede de la administración o en el sitio establecido en el reglamento, pero en todo caso será necesario dejar constancia sobre la fecha y lugar de publicación,  para lo cual consideramos que se puede elaborar un acta de fijación y desfijación del acta, en donde se establezca la fecha, hora, lugar de publicación, con la aprobación de un  delegado de la asamblea, en cuyo caso podrán se los encargados de la verificación del acta, para lo cual será necesario que la  asamblea nombre la comisión de verificación y fijación del acta.

Los propietarios podrán solicitar copia del acta en cualquier momento, en caso de negación se podrá solicitar a través del Alcalde Municipal o Distrital o su delegado, quien ordenará la entrega de la copia, so pena de las sanciones previstas en el código de policía. 

Las actas deben registrar todo acto desarrollado en la reunión, pero especialmente aquellos  que contengan los siguientes actos: a) las designaciones al consejo, al administrador y al revisor fiscal, b) los nombramientos efectuados, c) los que limitan los actos del representante legal, en cuantía y limitaciones previstas en los reglamentos de propiedad horizontal. 

En todo caso las actas deberán seguir ciertas pautas en su elaboración, tales como:

a) Deberán ser numeradas  de forma cronológica. Las actas de asamblea deberán tener una numeración diferente de las actas del Consejo de Administración. 

b) Deberán estar encabezadas con información como: ciudad, fecha y hora de la reunión, fecha de convocatoria, persona que convoca –según lo dispuesto en la Ley 675 de 2.001, medio para convocar, lugar de la reunión, nombre de la copropiedad y copropietarios que asistieron, con sus respectivos coeficientes de participación. Si se asistió a través de apoderado se deberá señalar el nombre de éste, si el copropietario es una persona jurídica o menor, se señalará la calidad en que actúa el representante.

c) Se deben registrar los nombres y coeficientes de los asistentes en columnas de manera que se facilite la verificación del quórum

d) Se deberá señalar el nombre del presidente y secretario, el número de votos con que fueron elegidos, así como una síntesis de lo ocurrido  en la reunión (art. 189 y 431 del C. Cio. )

e) Cada decisión se deberá señalar indicando el número de votos con que se aprueba o niega, así como las proposiciones que se someten a consideración y la votación de cada una. 

f) El ideal es aprobar el acta al final de cada reunión, pero como esta situación no siempre es factible se recomienda el nombramiento de una comisión verificadora, la cual actuará de acuerdo con lo señalado en el en el reglamento de propiedad horizontal o en su defecto en el artículo 47 de la Ley 7675 de 21.001 

g) El acta original debe firmarse en el libro de actas por el presidente y el secretario, o en su defecto por el revisor fiscal

h) El acta se debe dar a conocer a los copropietarios en los términos señalados por el reglamento de propiedad horizontal o en su defecto por lo establecido en el artículo 47 de la Ley 675 de 2.001 (máximo 20 días hábiles, contados a partir de la fecha de la reunión) 

· Impugnación de las decisiones:

Las decisiones de la asamblea general de propietarios podrán ser impugnadas por considerar que no se ajustan  a las prescripciones legales o al reglamento de  propiedad horizontal, en cuyo caso el administrador, el revisor fiscal o cualquier propietario de un bien privado podrá iniciar esta acción, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de comunicación o publicación de la respectiva acta, según lo previsto en la Ley 675 de 2001. 

No se podrán impugnar sanciones por incumplimiento de obligaciones no pecuniarias, las cuales se regirán por lo señalado en  el artículo 59 de la Ley 675 de 2001.

Las acciones de impugnación se intentará ante los jueces civiles, dentro de los dos meses siguientes a la publicación del acta, teniendo en cuenta los términos y fechas señalados en el régimen de propiedad horizontal, en cuyo caso se podrá pedir la suspensión del acto impugnado, y el juez la decretará si lo considera necesario para evitar perjuicios graves, así como la acción indemnizatoria a que haya lugar. Esta acción se puede tramitar mediante proceso verbal sumario, por mandato del artículo 137 de ley 446 de 1998, o en la forma prevista en el Código de Procedimiento Civil para los procesos abreviados, según lo establece el numeral 6, del artículo 408 del Código de Procedimiento Civil.

En general las decisiones contrarias a la ley o al reglamento son susceptibles de impugnar, según lo establece e Código Civil, cuando se presente un conflicto  por las siguientes razones:

· Los términos de la convocatoria o la antelación con que se realiza ésta. 

· Decisiones de la asamblea,  o consejo, tomadas sin cumplir las condiciones de quórum establecidas en el reglamento o en el régimen de propiedad horizontal.

· Asambleas convocadas por organismos no autorizados para tal fin.

· Decisiones que este contrarias a lo establecido legalmente  o vayan en contra de los derechos fundamentales de los propietarios. 

· Impugnación de sanciones por incumplimiento de Obligaciones no Pecuniarias: 

Las impugnaciones a que se refiere este numeral, se inician en contra de las  sanciones previstas en el  artículo 59 del régimen de propiedad horizontal, o en el reglamento de propiedad horizontal, los cuales deben estar diseñados consultando el debido proceso, el derecho de defensa y contradicción e impugnación. En tal caso esta acción se deberá iniciar ante el asamblea general de propietarios  o  ante el consejo de administración, cuando así este reglamentado por la copropiedad en el reglamento de propiedad horizontal o en el reglamento interno. 

· Procedimiento ejecutivo

El proceso ejecutivo es una acción  de características coercitivas  que permite, mediante la intervención del Estado, hacer efectiva los derechos reclamados, cuando se pretende desconocerlos. “El proceso ejecutivo tiene, pues, como finalidad específica y esencial asegurar que el titular de una relación jurídica que crea obligaciones pueda obtener, por medio de la intervención estatal, el cumplimiento de ellas, compeliendo al deudor a ejecutar la prestación a su cargo, si ello es posible, o si no, conduciéndolo a que indemnice los perjuicios patrimoniales que su inobservancia ocasionó, para todo lo cual siempre deberá  tener presente que es el patrimonio del obligado  y no la persona de éste, el llamado a responder por sus obligaciones, pues la vinculación  de la persona, considerada  en su integridad física se sustrae por entero  al ámbito de la ejecución; en Colombia sólo la infracción de la ley penal compromete tanto el aspecto patrimonial (obligación nacida de la comisión del delito) como el personal, en razón del carácter que tienen las penas privativas de la libertad. “ (López Blanco H. F., 1993).

El régimen de propiedad horizontal señala que los administradores podrán demandar ejecutivamente ante los jueces competentes el cobro de “las multas u obligaciones pecuniarias derivadas  de expensas ordinarias y extraordinarias, con sus correspondientes intereses...el título ejecutivo contentivo de la obligación...será solamente el certificado expedido por el administrador sin ningún requisito ni procedimiento adicional...”.

La certificación del administrador sobre la obligación, de acuerdo con lo Señalado por López Blanco H. F.(1993), “debe demostrar la existencia de prestación en beneficio de una persona. Es decir, que el obligado debe observare a favor de su acreedor una conducta de hacer, de dar o de no hacer, o dos de ellas combinadas, o las tres, en fin, depende del alcance del negocio jurídico celebrado  o del contenido del fallo, pero en todo caso, no se ha ideado como contenido de una obligación una conducta jurídicamente sancionada que implique actividad u omisión diferente de  las señaladas; por lo tanto,  en el título ejecutivo  necesariamente debe plasmarse una obligación de dar, de hacer o de no hacer, y esa obligación debe ser expresa, clara y exigible, requisitos se reitera, predicables de cualquier título ejecutivo, no importa su origen”. 

Es necesario que en la presentación de la demanda se tenga cuidado que “al elaborar las demandas ejecutivas se tenga presente esta regla –la tasa máxima de intereses moratorios comerciales no podrá exceder la que el estatuto penal acepta como máxima legal para que no haya usura-de forma tal que no se soliciten intereses moratorios que sobrepasen el interés bancario para préstamos de libre asignación, más un cincuenta por ciento, porque se aplicaría la sanción prevista en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990 que indica: “cuando se cobren intereses que sobrepasen los límites fijados en la ley o por la autoridad monetaria, el acreedor perderá todos los intereses cobrados en exceso, remuneratorios, moratorios, o ambos, según se trate, aumentados en un monto igual””. A manera de conclusión se puede resumir  que “los abogados deben tener muy presente estas observaciones, para evitar que eventualmente se les proponga como excepción perentoria parcial la pérdida de los intereses, de acuerdo con lo que dispone el inc. 1º del art. 884 del C. Cio., en su parte final, en concordancia con lo establecido en el art. 72 de la Ley 45 de 1990.”. En resumen es necesario que quien maneje la cartera de la copropiedad conozca la liquidación de las obligaciones, de manera que el cobro se haga por el total de la obligación, dentro de las limites establecidos legalmente, en cuanto a intereses de mora, de manera que no se excedan las pretensiones, ni se perjudique la copropiedad en el cobro, al calcular los intereses por  menos   de lo establecido legalmente y en el reglamento de propiedad horizontal..

Consejo de Administración 

El consejo de administración es un órgano de dirección elegido por la asamblea general de propietarios anualmente para los períodos señalados en la ley y en el reglamento de propiedad horizontal, cuyas funciones estarán de acuerdo con lo señalado por el régimen y el reglamento de propiedad horizontal. 

La creación del Consejo de administración  estará integrado por un número impar de tres o mas miembros, es obligatoria en copropiedades de uso comercial  integradas por mas de treinta unidades privadas excluyendo parqueaderos y depósitos, diferente a aquellos con numero igual o inferior a treinta unidades privadas o de uso residencial, excluyendo parqueaderos y depósitos, en cuyo caso será potestativo consagrar tal organismo en el reglamento de propiedad horizontal. 

El consejo deliberará y decidirá validamente con la presencia y votos de la mayoría de sus miembros, salvo que el reglamento de propiedad horizontal estipule un quórum superior, con independencia de los coeficientes de propiedad.   

Se reunirá ordinariamente por lo menos una vez al mes en los días que el mismo señale, y extraordinariamente cuando sea convocado con tal carácter por el Administrador, a iniciativa propia o a solicitud de cualquiera de los miembros del Consejo; las sesiones serán presididas por el Presidente designado por el mismo Consejo y actuará como Secretario el Administrador quien en tal cargo se ocupará de las citaciones al Consejo.

· Actas del Consejo de Administración

De todas las reuniones del Consejo se dejará constancia en Actas que se extenderán en orden cronológico en un libro de Actas. En ellas deberá dejarse constancia de todos los asuntos tratados y acuerdos a que se llegue en las reuniones, además de la indicación de la fecha y hora de la reunión y lista de asistentes. Dichas Actas deberán firmarse por el Presidente y el secretario del Consejo.

· Funciones del Consejo de Administración (analogía)

Las funciones del Consejo de administración son las determinaciones necesarias en orden a que la persona jurídica cumpla sus fines, de acuerdo con lo previsto en la ley y el reglamento de propiedad horizontal. Tendrá las siguientes funciones, que generalmente se han manejado en los reglamentos de propiedad horizontal y que generalmente podría desarrollar el Consejo, y  que se detallan a continuación en forma enunciativa, sin perjuicio de que la Asamblea de Copropietarios le delegue otras:

1. Nombrar y remover al Administrador y a su suplente cuando fuere el caso, para períodos de un (1) año y fijarle su remuneración, particularmente en copropiedades de uso comercial o mixto compuestas por 30 o más unidades privadas. Según lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 675 de 2001, en el cual señala que la elección del administrador será designado por la “asamblea general de propietarios...salvo en aquellos casos en donde exista el consejo de administración, dónde será elegido por dicho órgano”.

2. Imponer las sanciones por incumplimiento de las obligaciones no pecuniarias previstas en este Reglamento de Propiedad Horizontal a los propietarios, tenedores o terceros.


3. Informar anualmente y cuando lo juzgue conveniente, a la Asamblea de Copropietarios todo lo relacionado con las cuentas que presente el Administrador y su concepto acerca del presupuesto de gastos e ingresos que ha de presentar cada año el mismo.


4. Convocar a la Asamblea a reuniones extraordinarias en los casos previstos en el Reglamento de propiedad horizontal o cuando lo estime conveniente.

5. Autorizar el nombramiento de los empleados cuyos cargos hayan sido creados por la Asamblea general de propietarios y cuya provisión no corresponda a otro órgano.

6. Asesorar al Administrador en todas las  cuestiones relativas al mejor funcionamiento de la copropiedad, ejercitar ampliamente el control de su gestión y cuando lo juzgue conveniente dar cuenta al respecto a la Asamblea general de propietarios.

7. Dar normas sobre la forma y periodicidad de los estados de cuentas o informes que el Administrador deba rendirle. Así mismo, aprobar o improbar los balances mensuales que le presente el Administrador  en los primeros diez (10) días de cada mes. 

8. Preparar para la aprobación de la Asamblea general de propietarios, un reglamento para el uso de los bienes comunes y los proyectos que se consideren convenientes sobre modificaciones en la forma y goce de los mismos.

9. Vigilar la administración del inmueble y dictar los reglamentos internos tendientes a que se mantenga el orden, el aseo del inmueble y la armonía entre los copropietarios.

10. Exigir al Administrador oportuna información sobre los actos y contratos por él celebrados en el ejercicio de sus funciones. Autorizar al administrador para celebrar contratos cuya cuantía exceda el monto previsto por el reglamento de propiedad horizontal. 

11. Autorizar previamente al administrador para todos los actos de carácter extraordinario o urgente que ocurran en el curso de cada ejercicio. 

12. Adoptar las medidas de orden interno necesarias para el adecuado registro, manejo, uso, protección o disposición de los fondos u otros bienes pertenecientes a la Copropiedad.


13. Velar para que el Administrador inicie las acciones judiciales pertinentes a la Copropiedad, en razón del régimen de Propiedad Horizontal.

14. Rendir anualmente a la Asamblea, un informe de labores.

15.  Examinar y aprobar, en primera instancia, las cuentas, el balance o informes que han de pasar a consideración de la asamblea, y proponer las determinaciones que se estimen más acertadas con relación a saldos y utilidades extraordinarias para mejorar la propiedad común.

16. Proponer a la Asamblea la realización de programas de mejoras, obras y realizaciones.


17. Llevar la iniciativa a la Asamblea general de propietarios acerca del reglamento de los bienes comunes y las modificaciones a la forma y goce de los mismos.
18. Ejercer las funciones que le delegue la Asamblea  general de propietarios,  cumplir y hacer cumplir las prescripciones de ésta y en general tomar las determinaciones necesarias para que la persona jurídica cumpla sus fines. 

Administración 

El administrador es la persona natural o jurídica que será el representante legal de la copropiedad, elegido por la asamblea general de propietarios, salvo en aquellos casos en los que exista el consejo de administración, donde será elegido por dicho órgano, para el  período que prevea el reglamento de propiedad horizontal. Debe velar por el cumplimiento de las normas señaladas en el reglamento de propiedad horizontal, así como adelantar las labores tendientes al correcto funcionamiento, conservación y disposición de los bienes de  la copropiedad. La labor de administración podrá ser o no remunerado, si lo es la cuantía y forma será establecida por la asamblea  o el órgano en que esta delegue. 

Los actos y contratos que celebre como representante legal de la copropiedad, se radican en cabeza de la persona jurídica, siempre y cuando se ajusten a las normas legales y al reglamento de propiedad horizontal. 

La responsabilidad del administrador en el desempeño de su cargo estará regida por las normas del libro 4 del título XXVIII –Del mandato- del Código Civil, en cuanto no pugnen con la naturaleza misma del régimen de propiedad horizontal.

· El contrato de administración 

La administración  es un acto de mandato que se define en un contrato en donde la persona jurídica confía la gestión de su copropiedad a otra, natural o jurídica, que se hace cargo de ella. La persona que concede el encargo se llama comitente o mandante, y la otra,   que lo acepta, apoderado, procurador o mandatario. El contrato de mandato se reputa perfecto por la aceptación  del mandatario, la cual puede ser expresa o tácita, en cuyo caso se entiende el silencio,  por un término razonable, como aceptación. En las suscripción del contrato de administración actuará como representante de la copropiedad el presidente del consejo de administración, si exista, o el presidente de las asamblea general de propietarios. 

Los administradores, según la ley 675 de 2001, responderán    por los perjuicios que por dolo, culpa leve o grave, ocasionen  a la persona jurídica, a los propietarios  o terceros. Se presumirá la culpa leve del administrador en los casos de incumplimiento  o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o el reglamento de propiedad horizontal. 

El administrador, como mandatario, deberá ceñirse rigurosamente a los términos  señalados en el artículo 51 de la ley 675 de 2001,   a lo establecido en el reglamento de propiedad horizontal y a lo señalado en las leyes vigentes. 

En los casos en que el administrador sea una persona jurídica, su representante legal actuará en representación de la copropiedad.   

En los casos de inmuebles pequeños que no tengan definido presupuestalmente  un reconocimiento económico para quien desempeñe el cargo de administrador, será necesario establecer la administración mediante turno rotativo  entre los diferentes propietarios, definiendo la asamblea el procedimiento y los turnos rotativos. 

· Requisitos 

El régimen de propiedad horizontal señala que para ocupar el cargo de administrador se deberá demostrar idoneidad, en los términos del reglamento que expedirá, para tal efecto, el Gobierno Nacional.  

El Gobierno Nacional aún no expedido el reglamento que se señala en el parágrafo 3º del artículo 50 del régimen de propiedad horizontal, con lo cual hasta tanto no se expida queda a criterio de los copropietarios definir los requisitos para ocupar el cargo de administrador, para lo cual será importante considerar aspectos de formación, capacitación, aptitudes y sobre todo interés y motivación en realizar las tareas encomendadas, así como en la atención de las diferentes peticiones presentadas por los propietarios de unidades privadas. 

Es necesario que una vez el gobierno expida la mencionada reglamentación, se incluya en el reglamento interno de la copropiedad, para ello bastará con señalarlo en un acta de  asamblea general de propietarios, como modificación del reglamento interno,  o si se prefiere elevarlo a escritura pública, o incluirlo como reforma del reglamento, lo cual puede resultar mas costoso. 

Los requisitos que se deben contemplar deben estar enmarcados en lo establecido en las leyes y en el reglamento de propiedad horizontal de la copropiedad. 

· Funciones del administrador 

La administración inmediata de una copropiedad esta a cargo del administrador, quien tiene  facultades de ejecución, conservación, representación y recaudo. Las principales funciones, señaladas por la ley 675 de 2001, son  las siguientes:

1. Convocar a las asamblea a reuniones ordinarias o extraordinarias y someter a su aprobación el inventario y balance general  de las cuentas del ejercicio anterior, y un presupuesto detallado de gastos e ingresos correspondientes al nuevo ejercicio anual, incluyendo las primas de seguros. 

2. Llevar directamente o bajo su dependencia  y responsabilidad, los libros de actas de la asamblea  y de registro de propietarios y residentes, y atender la correspondencia relativa a la copropiedad.

3. Poner en conocimiento de los propietarios y residentes de la copropiedad, las actas de asamblea general y del consejo de administración, si lo hubiere. 

4. Preparar y someter a consideración de Consejo de Administración  las cuentas anuales, el informe para la Asamblea General anual de propietarios, el presupuesto de ingresos y egresos  para cada vigencia, el balance general de las cuentas del ejercicio anterior, los balances de prueba  y su respectiva ejecución  presupuestal. 

5. Llevar bajo su dependencia y responsabilidad, la contabilidad de la copropiedad.

6. Administrar  con diligencia y cuidado los bienes de dominio de la persona jurídica que surgen como consecuencia de las desafectación de bienes comunes no esenciales y destinarlos a los fines autorizados  por la asamblea general en el acto de desafectación, de conformidad con el reglamento de propiedad horizontal.

7. Cuidar y vigilar los bienes comunes, y ejecutar los actos de administración, conservación  y disposición de los mismos de conformidad con las facultades y restricciones fijadas en el reglamento de propiedad horizontal.  

8. Cobrar y recaudar, directa  o a través de apoderados cuotas ordinarias y extraordinarias, multas, y en general, cualquier obligación de carácter pecuniario  a cargo de los propietarios u ocupantes de bienes de dominio particular de la copropiedad, iniciando  oportunamente el cobro judicial de las mismas, sin necesidad de autorización alguna.

9. Elevar a escritura pública y registrar las reformas del reglamento de propiedad horizontal aprobadas por las asamblea general de propietarios, e inscribir ante la entidad competente todos los actos relacionados con la existencia y representación legal de la persona jurídica. 

10. Representar judicial y extrajudicialmente   a la persona jurídica y conceder poderes especiales para tales fines, cuando la necesidad lo exija.

11. Notificar a los propietarios de bienes privados, por los medios que señale el respectivo reglamento de propiedad horizontal, las sanciones  impuestas en su contra por la asamblea general de propietarios o el consejo de administración, según el caso, por incumplimiento de obligaciones. 

12. hacer efectivas las sanciones por incumplimiento de las obligaciones previstas en la ley 675 de 2001, en el reglamento de propiedad horizontal  y en los reglamentos internos, que hayan sido impuesta por la asamblea general de propietarios o el Consejo de Administración, según el caso, una vez se encuentren ejecutoriadas.

13. Expedir el paz y salvo de cuentas con la administración de la copropiedad cada vez que se produzca cambio de tenedor o propietario de un bien de dominio particular. 

14. Las demás funciones previstas en la ley 675 de 2001, en el reglamento de propiedad horizontal, en los reglamentos internos, así como las que defina la asamblea general de propietarios. 

En concordancia con lo señalado en el libro 4  título XXVIII del Código Civil, acerca del contrato de mandato será necesario tener en cuenta lo siguiente: 

· El administrador en desarrollo del contrato de mandato tiene la facultad de ejecutar aquellos actos que el régimen de propiedad horizontal designa, el reglamento de propiedad horizontal y los reglamentos internos.

· L facultad de transigir no comprende la de comprometer ni viceversa.

· Encargado de tomar dinero prestado, no podrá   prestarlo para si  sin aprobación del mandante.

· No podrá colocar a interés dineros  sin expresa autorización

· En general, podrá aprovecharse de las circunstancias para realizar su encargo con mayor beneficio o menor gravamen  que los designados  por la asamblea, con tal que bajo otros respectos no se aparte de los términos del contrato. Por el contrario, si negociare con menos beneficio o más gravamen, le será imputable la diferencia.

· Es responsable  tanto de lo que ha recibido de terceros, en razón de su cargo, como de lo que ha dejado de recibir por su culpa.

· Documentos de la propiedad Horizontal 

En virtud de lo señalado en la Ley 675 de 2001 y en especial en su artículo 51,  es necesario señalar los documentos que debe llevar la propiedad horizontal en cabeza del administrador, así:

· Documentos contables: Inventario y balance general, presupuesto anual de ingresos y egresos, libros auxiliares, libro de bancos, comprobantes de egreso, facturas, cuentas de cobro, libro de actas, por las razones que se señalan mas adelante.

· Libro de actas de  asamblea general de propietarios

· Registro actualizado de propietarios y residentes de la copropiedad

· Registro de correspondencia

· Libro  de actas del consejo de administración, cuando lo hubiere

· Contratos de servicios y suministros de la propiedad horizontal

· Registro de los actos relacionados con la existencia y representación legal de la copropiedad

· Registro de sanciones impuestas por el consejo o asamblea

· Copia de los paz y salvos expedidos 

El Revisor Fiscal
El Revisor Fiscal es un órgano de control en las propiedades horizontales, las cuales se regirán por lo señalado en los artículos 56 y 57 del régimen de propiedad horizontal. La ley 675 de 2001, no prevé la creación de órganos de control de las acciones desarrolladas por la propiedad horizontal, a excepción del revisor fiscal, las demás son las mismas que controlan las acciones a las personas jurídicas, y están implícitamente señaladas en la mencionada norma. En los casos en que es potestativo de la copropiedad es una medida sana que permitirá a los propietarios de unidades privadas establecer un organismo de control como este, con dependencia directa de la asamblea general de propietarios. 

Es obligación de los conjuntos o edificios de uso comercial contar con un revisor fiscal, que sea contador público, con matrícula profesional vigente e inscrito a la Junta Central de Contadores, elegido por la asamblea general de propietarios. 

  En el caso de los edificios o conjuntos de uso residencial no es obligatorio, pero podrán contar con un  Revisor Fiscal, si esta previsto por la asamblea o contemplado en el reglamento de propiedad horizontal. 

La elección del Revisor Fiscal se hará por la mayoría absoluta de la asamblea general de propietarios. 

No podrán ser revisores fiscales, con excepción de lo señalado por la Ley 675 de 2.001, los siguientes:

i) Quienes sean socios, ni asociado o empleado de algún copropietario

j) Quienes estén ligados en matrimonio  o parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, primero civil o segundo de afinidad, o sean consocios del administrador, miembros del consejo u copropietario de unidad privada.

k) Quienes  desempeñen en la copropiedad cualquier otro cargo. 

· Funciones del Revisor Fiscal 

Las funciones del revisor Fiscal están determinadas por el artículo 57 del régimen de propiedad horizontal, de acuerdo con lo señalado en la Ley 43 del 13 de diciembre de  1990, o  en las disposiciones que lo modifiquen, adicionen o complementen, así como en lo dispuesto en el régimen de propiedad horizontal. 

La ley 43 de 1990 señala las funciones por la razón de la naturaleza del asunto:  

a) Para certificar y dictaminar sobre los balances generales y otros estados financieros y atestar documentos de carácter técnico-contable destinados a ofrecer información sobre actos la propiedad horizontal. 

b) Para certificar y dictaminar sobre balances generales y otros estados financieros de la persona jurídica ante entidades crediticias de cualquier naturaleza y durante la vigencia de la obligación. 

c) Para certificar y dictaminar sobre los estados financieros. 

d) Para certificar y dictaminar sobre estados financieros e información adicional de carácter contable. 

e) Para todos los demás casos que señala la ley. 

La Ley 43 de 1990, señala,  en sus apartes,  lo siguiente:

a) La sociedad en general y las empresas en particular son unidades económicas sometidas a variadas influencias externas; el Contador Público en el desarrollo de su actividad profesional deberá utilizar en cada caso los métodos de análisis y evaluación más apropiados para la situación que se presenta, dentro de los lineamientos dados por la profesión y podrá, además, recurrir a especialistas de disciplinas diferentes a la Contaduría Pública y a la utilización de todos los elementos que las ciencias y la técnica pone a su disposición. 

b) El Contador Público en el ejercicio de las funciones de Revisor Fiscal y/o auditor externo, no es responsable de los actos administrativos de las empresas o personas a las cuales presta sus servicios. 

c) El Contador Público no podrá prestar servicios profesionales como asesor, empleado contratista a personas naturales o jurídicas a quienes haya auditado o controlado en su carácter de funcionario público o de Revisor Fiscal. Esta prohibición se extiende por el término de un año contado a partir de la fecha de su retiro del cargo.

d) El Contador Público está obligado a guardar la reserva profesional en todo aquello que conozca en razón del ejercicio de su profesión, salvo en los casos en que dicha reserva sea levantada por disposiciones legales. 

e) El Contador Público está obligado a mantener la reserva comercial de los libros, papeles o informaciones de personas a cuyo servicio hubiere trabajado o de los que hubiere tenido conocimiento por razón del ejercicio del cargo o funciones públicas, salvo en los casos contemplados por disposiciones legales. 

f) El certificado, opinión o dictamen expedido por un Contador Público, deberá ser claro, preciso y ceñido estrictamente a la verdad. 

En general se puede señalar que las funciones del revisor fiscal son las siguientes: 

1. Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o cumplan por parte de la propiedad horizontal se ajusten a las prescripciones establecidas legalmente,   en el reglamento de la propiedad horizontal, asamblea general de propietarios.

2. Dar oportuna cuenta, por escrito, a la asamblea  general de propietarios, al consejo de administración o al administrador, según los casos,   de las irregularidades que ocurran en el funcionamiento de la persona jurídica y en los actos de está.

3. Colaborar con las entidades gubernamentales  que ejerzan la inspección y vigilancia de las copropiedades o de sus acciones, y rendirles los informes a que hayan lugar o le sean solicitados.

4. Velar porque se lleven regularmente la contabilidad de la persona jurídica y las actas de las reuniones de la asamblea general de propietarios, el consejo o la Junta de administración, y porque se conserven debidamente  la correspondencia de la propiedad horizontal  y los comprobantes de cuentas, impartiendo las instrucciones necesarias para tales fines.

5. Inspeccionar asiduamente los bienes de    la persona jurídica  y procurar que se tomen oportunamente las medidas de conservación o seguridad de los mismos y de los que ella tenga en custodia a cualquier título.

6. Impartir las instrucciones, practicar las inspecciones y solicitar los informes que sean necesarios para ejercer un control  permanente sobre los valores sociales.

7. Autorizar   con su firma cualquier balance que se haga, con su dictamen o informe  correspondiente.

8. Convocar a la asamblea general de propietarios o al consejo de administración a reuniones extraordinarias  cuando juzgue necesario.

9. Cumplir con las atribuciones que le señalan las leyes o el reglamento de propiedad horizontal  y las que, siendo compatibles con las anteriores, le recomiende la asamblea general de propietarios.

En las copropiedades en donde el cargo sea potestativo, este ejercerá las funciones que estén señaladas en el reglamento de propiedad horizontal, con el voto requerido para la creación del cargo; a falta de estipulación expresa en el reglamento de propiedad horizontal y de instrucciones concretas, el revisor fiscal ejercerá las funciones  indicadas en la Ley 43 de 1990, de acuerdo con lo señalado en el régimen de propiedad horizontal.     

· Dictamen o Informe del Revisor Fiscal 

En concordancia con las normas que rigen el ejercicio del contador público,  ente caso como Revisor Fiscal, se plantea que el dictamen o informe el revisor fiscal sobre balances generales deberá expresar, por lo menos: 

1. Si ha obtenido las informaciones necesarias para cumplir con sus funciones 

2. Si en el curso de la revisión se han seguido los procedimientos aconsejados por la técnica de interventoría de cuentas

3. Si en su concepto la contabilidad se lleva conforme a las normas legales y ala técnica contable, y si las operaciones registradas se ajustan al reglamento de propiedad horizontal y  a las decisiones de la Asamblea genera de propietarios

4. Si el balance y el estado de pérdidas y ganancias  han sido tomados fielmente de los libros; y si en su opinión el primero presenta en forma fidedigna, de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas, la respectiva situación financiera al terminar el período revisado, y el segundo refleja el resultado de las operaciones en dicho período, y

5. Las reservas o salvedades que tenga sobre la fidelidad de los estados financieros. 

· Informe del Revisor Fiscal ante la Asamblea general de propietarios:
El régimen de propiedad horizontal no es explicito al respecto, pero en concordancia con las normas que regulan la materia, el informe del Revisor  Fiscal ante la asamblea general de propietarios debe expresar por lo menos lo siguiente:

1. Si los actos administrativos se ajustan al reglamento de propiedad horizontal y a las ordenes o instrucciones de la asamblea general de propietarios

2. Si la correspondencia, los comprobantes de las cuentas y los libros de actas y demás libros señalados en la Ley 675 de 2001, se llevan y se conservan debidamente, y

3. Si hay y son adecuadas las medidas de control interno, de conservación y custodia  de los bienes de la copropiedad  o de terceros que estén en poder de la propiedad horizontal.

Es importante señalar lo mencionado por Leal Pérez H,  cuando menciona que cualquier propietario de unidad privada puede pedir explicaciones por escrito al revisor fiscal sobre asuntos de su competencia, pero el revisor fiscal  no puede suministrarlas en forma particular o privada, sino que debe referirse a ellas en el informe escrito que presente a la asamblea general de propietarios. Cualquier propietario puede pedir las explicaciones que considere necesarias, sobre el particular, y es obligación del revisor fiscal darlas;  el hecho de ser un órgano de control   de la copropiedad, permite el  control permanente en los temas relacionados con su función, por lo que no será necesario la aprobación del informe ante la asamblea, sino que será objeto de explicaciones o ampliaciones sobre las funciones encomendadas. 

· Responsabilidad Penal del  Revisor Fiscal

Las funciones del Revisor Fiscal están previstas en el artículo 57 del régimen de propiedad horizontal, de acuerdo con lo señalado en la Ley 43 del 13 de diciembre de 1993,  “por la cual se adiciona la Ley 145 de 1960, reglamentaria de la profesión  de Contador Público y se dictan otras disposiciones", o en las disposiciones que la modifiquen , adicionen o complementen, así como las previstas en la ley 675 de 2001.  

La responsabilidad penal del revisor fiscal es desarrollada por Leal Pérez H., al señalar que ésta es originada por cualquiera de las conductas que a continuación se señalan:

1. Por violar el secreto profesional a que esta obligado en lo tocante a los libros, documentos y comprobantes de  la propiedad horizontal.

2. Por ordenar, tolerar, hacer o encubrir falsedades en los balances

3. Por autorizar, a sabiendas, balances con inexactitudes  graves o presentar a la asamblea general de propietarios  informes con dichas inexactitudes

4. Por suministrar datos que no sean fiel reflejo de la realidad contable a las autoridades  o expedir certificados constancias en tales condiciones. En los casos que existiere falsedad en documento privado  con perjuicios de los copropietarios, o si esas afirmaciones falsas tuvieren como finalidad servir de prueba, se agrava la  responsabilidad.

5. Por presentar como  copropietarios a personas que no posean esas calidades .

6. Por no denunciar ante el juez competente la comisión de cualquier delito que llegue a conocer con motivo del ejercicio de sus funciones. 

Contratación en la propiedad horizontal
Referirnos a la contratación en propiedad horizontal  podría resultar un tema bastante extenso, por ello describiremos los principales aspectos de esta, como los seguros, contratos de trabajo, mantenimiento o reparaciones, cartera, asesoría y arriendo.  

El contrato es un “acuerdo de voluntades” , el cual puede ser unilateral,  decisión de una sola parte,  o de varias partes las cuales se comprometen entre sí, con efectos jurídicos. Los cuales contemplan obligaciones como por ejemplo dar, hacer o de no hacer, entre varias partes. 

Las copropiedades son personas jurídicas, una vez hayan cumplido las disposiciones señaladas en la ley, con posibilidad de efectuar acciones de carácter jurídico en las cuales puede manifestar su voluntad,  comprometiendo los recursos de la copropiedad, a través del administrador y representante legal que actúa como mandatario  en las condiciones  previstas en la ley y lo señalado en el título XIII, capitulo II, del Código de Comercio. 

Las acciones realizadas por el representante legal, como ya se señalo, tienen efectos sobre los bienes y recursos de la copropiedad, de ahí que el Régimen de Propiedad Horizontal haya señalado la responsabilidad de este en el artículo 50, estableciendo las responsabilidades y la necesidad de establecer una póliza de garantía del cumplimiento de las obligaciones del administrador. 

Contrato de Seguros

El contrato de seguros toma auge, en las copropiedades, con la promulgación de la Ley 675 de 2.001, al señalar, el artículo 15,  la necesidad de  proteger los bienes comunes en especial contra incendio y terremoto, ello no quiere decir que sea nuevo ya que la ley 182  de 1948 planteaba en su articulo 16 la obligación de constituir un seguro contra incendio y daños de ascensor de las edificaciones sometidas a este régimen.  

       El seguro se entiende como un contrato solemne, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva, el cual se perfecciona desde el momento en que el asegurador suscribe la póliza. Siendo partes de este el asegurador y el tomador, según lo establece el Título V, capítulo I, del Código de Comercio.  

La propiedad horizontal ha tenido limitaciones económicas para la obtención de pólizas que le permitan proteger sus bienes comunes, en especial como consecuencia de los altos costos que tienen los seguros en nuestro país, como consecuencia del incremento de las primas de seguros por  efecto de la situación social que actualmente estamos viviendo y de fenómenos naturales, cuya incidencia en las construcciones se puede reflejar en hechos como los desastres ocurridos en el eje cafetero colombiano.  Esa situación obligo a las empresas aseguradoras a reestructurar las pólizas que estaban ofreciendo, ya que en muchos casos los riesgos no estaban totalmente cubiertos.  La situación vivida en el eje cafetero  trajo muchas enseñanzas a las empresas de seguros, muchas de las cuales ajustaron sus productos para poder afrontar este tipo de situaciones, con un consecuente incremento en el valor de las primas. 

El mercado colombiano ofrece diversas pólizas dirigidas a la copropiedad, algunas han fracasado por desconocimiento de la situación real de las copropiedades, otras han tenido mas cuidado en el diseño de productos que satisfagan las necesidades de los edificios y conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal.    

La decisión de los seguros se ha presentado a las asambleas de  manera inadecuada, pues se recurre a la búsqueda de ofertas económicas, desconociendo de fondo el contrato, los alcances, las limitaciones, etc. Es claro que el interés de toda asamblea es reducir los costos de administración, pero esta decisión debe estar acompañada no solo de la información de los costos de la prima, sino de información mas precisa, con el único interés de que la escogencia de la póliza se dirija a cubrir los riesgos de la copropiedad, así como a evitar procesos de responsabilidades en contra de quienes tomaron la decisión, ante posibles situaciones riesgos. 

Las pólizas de seguros han incorporado elementos adicionales como la asistencia, con el fin de brindar mejor atención a las copropiedades en asuntos particulares que puedan afectarla, es por ello que en muchos casos se ha incluido esta asistencia, la cual en cada caso varía, según las condiciones preestablecidas por la compañía de seguros. Un elemento  adicional es el paquete que ofrece cada compañía, en algunos casos son diferentes productos que se agrupan y en otros es el resultado de diversos procesos que han culminado en el diseño de un paquete dirigido a este segmento, con condiciones  particulares. 

En materia de seguros existe conceptos errados entre los propietarios de unidades privadas, incluso entre los mismos asesores de seguros. Es frecuente encontrar personas convencidas de que este seguro protege mas allá de los bienes comunes, lo cual no es cierto ya que este se circunscribe, como lo señala el artículo  15 de la Ley 675 de 2.001, a bienes comunes susceptibles de ser asegurados. La necesidad de proteger la totalidad de los bienes patrimoniales de una persona, deberá contemplar el aseguramiento  tanto de los bienes comunes como de los privados, señalando igual cuidado con el seguro que se cancela con el crédito hipotecario, el cual en muchos casos solo cubre la obligación. 

EL pago fraccionado de la prima de seguros no afecta para nada la unidad del contrato, ni los amparos individuales. El contrato puede ser revocado de manera unilateral, para lo cual será necesario comunicación escrita dirigida a la otra parte, en ambos casos habrá devolución  de las primas dejadas de devengar.  

Contrato de Trabajo

El contrato de trabajo se considera como un acuerdo por medio del cual una persona natural se obliga a prestar un servicio  a otra, ya sea natural o jurídica, cumpliendo órdenes e instrucciones  y recibiendo  por su labor una remuneración. El contrato puede ser verbal o escrito. 

Los contratos de trabajo en propiedad horizontal han estado mal enfocados, por un lado existen contratos con portería,  aseso,  recepcionista, secretaria y el mismo administrador, los cuales no se ajustan a las condiciones de la copropiedad.

Si bien es cierto que los compromisos adquiridos legalmente, obligan a la persona jurídica, también lo es que la propiedad horizontal esta regulada por un régimen especial que presenta algunas diferencias  en la contratación, según lo establece la norma. 

El contrato de trabajo, a nivel general, se  divide en contrato de trabajo a termino indefinido y a termino fijo, ello, en el marco de lo establecido en el Código Sustantivo de Trabajo, nos quiere decir que es dable la posibilidad de contratar el personal que labora al servicio de la copropiedad bajo cualquiera de estas modalidades, excepción hecha del administrador, ya que la ley 675 de 2.001 establece en su artículo 38, numeral 1, al señalar las funciones de la asamblea general así: “1. Nombrar y remover libremente al administrador y a su suplente  cuando fuere el caso, para períodos determinados, y fijarle su remuneración.” 

Lo anterior nos permite concluir que el contrato del administrador deberá fijarse por tiempo determinado, o termino fijo. No quiere decir, esto último,  que en todo caso se cumplan los tres elementos que constituyen un contrato de trabajo cuales son: horario, subordinación y salario, ya que a nuestro parecer en el caso del administrador hay tantas diferencias como propiedades existen, desde las que han establecido un contrato a termino indefinido, a pesar de lo señalado anteriormente, hasta las que han establecido una compensación por la prestación de este servicio.

Las obligaciones de la copropiedad con sus trabajadores se delimitan por lo establecido en las normas legales existentes y en el contrato de trabajo suscrito, para ello será necesario precisar las condiciones en que se vaya a realizar el contrato  y las obligaciones que asume la copropiedad, a través de sus representante legal, en caso de contratos suscritos por el administrador y representante legal, en el contrato con el administrador  a través del  presidente de la asamblea de propietarios en donde se efectúo el nombramiento o del presidente del consejo de administración.   

Las obligaciones que adquiere la copropiedad al suscribir un contrato de trabajo se refieren al pago de salarios, prestaciones sociales (prima de servicio, dotación, cesantías, interés sobre cesantías, licencia de maternidad, seguro de vida colectivo obligatorio), auxilio de transporte, vacaciones, etc., así como a realizar la afiliación y aportes a la seguridad social, afiliación y aportes a al caja de compensación familiar, aportes al sena, aportes al ICBF, obligaciones fiscales, obligación de llevar libros de registro, elaboración de informes y adopción de reglamentos, entre otros.  

Es necesario señalar que con las condiciones de la copropiedad no siempre será indispensable la realización de contratos de trabajo de las actividades que requiere el edificio o conjunto, es posible la contratación de personal por servicios o por labor realizada. 

Especial atención nos merece el contrato del administrador, el cual esta señalado en el título XXVIII del Código Civil, el cual establece el contrato de mandato, en concordancia con lo señalado por la Ley 675 de 2001, definiendo este como “un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera”. 

El contrato de mandato puede ser gratuito  o remunerado. La remuneración se determina por acuerdo de las partes, el cual se puede hacer mediante documento privado, el cual se considera perfeccionado mediante la aceptación expresa o tácita de dicho encargo. 

En este contrato el administrador como mandatario responderá hasta de la culpa leve en el cumplimiento de su encargo, como lo señala la Ley 675 de 2001, además se deberá ceñir a los términos del mandato previstos en las normas legales vigentes y en el reglamento de propiedad horizontal. 

Contrato de Servicios 

La propiedad horizontal, por sus requerimientos y recursos ha accedido a la contratación de servicios necesarios para el correcto funcionamiento de bienes comunes, como seguridad, mantenimiento de zonas verdes y jardines,  mantenimiento de equipos (motobombas, ascensores, teléfonos, citófonos, etc.), mantenimiento de cubiertas, ductos de agua y  energía, etc., para los cuales recurre a contratar la realización de dicha labor con un tercero.  

El artículo 864 del Código de Comercio define el contrato  como “un acuerdo de dos o mas partes para constituir, regular o exigir entre ellas una relación jurídica patrimonial, y, salvo estipulación en contrario, se entenderá celebrado en el lugar de residencia del proponente y en el momento en que éste reciba la aceptación de la propuesta”.

El contrato de servicios, deberá establecer el objeto de éste, la cual constituye la relación jurídica, necesaria para establecer la identidad del objeto del contrato para las partes. El contrato de servicios se deberá realizar en el marco general de las leyes, pero también será necesario considerar las disposiciones particulares que hubieren sobre los diversos aspectos a contratar, como por ejemplo seguridad, asesorías y  cartera entre otros. 

Contrato de Arriendo 
La ley 675 de 2001 establece en su artículo 19,  parágrafo 2, establece la posibilidad de hacer una explotación económica de los bienes comunes “siempre y cuando esta autorización no se extienda a la realización  de negocios jurídicos  que den lugar a la transferencia del derecho de dominio de los mismos.”  Es claro  que para ello se requiere la autorización de la asamblea y el cumplimiento de las disposiciones legales sobre el particular. 

El arrendamiento de bienes comunes no esenciales y que no sean de uso exclusivo es dable a la luz de lo señalado anteriormente, en el marco de los establecimientos de comercio, como lo señala el artículo 516 a 518 del Código de Comercio. 

El contrato de arrendamiento se define en el Código Civil como “un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado.” El mismo Código señala que son susceptibles de arrendamiento todas las cosas corporales o incorporales, “que pueden usarse sin consumirse, excepto aquellas que a ley prohíbe arrendar, y los derechos estrictamente personales, como los de habitación y uso”. 

Las obligaciones de cada una de las partes están previstas legalmente, así:

1. Obligaciones del arrendador:

a) A entregar al arrendatario la cosa arrendada;

b) A mantenerla en estado de servir para el fin a que sido arrendada;

c) A librar al arrendatario de toda turbación o embarazo en el goce de la cosa arrendada.

2. Obligaciones del arrendatario:

a) A usar la cosa en los términos previstos en el contrato;

b) A emplear en la conservación de la cosa  el cuidado necesario;

c) A realizar las reparaciones locativas a cargo del arrendatario;

d) A responder por su culpa o la de sus ocupantes;

e) Al pago del precio o renta  en los períodos estipulados;

f) A indemnizar en caso de incumplimiento en el contrato;

g) A restituir la cosa al final del arrendamiento;

Acciones legales en la propiedad horizontal
Este capítulo pretende mostrar las principales acciones legales que puede iniciar o debe atender las administraciones de los inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, para ello señalamos la tutela como acción tendiente a la protección por la violación o amenazad de violación de los derechos fundamentales, asi como el derecho de petición, previsto en el artículo 23 de la C.P., el cual se hace ante autoridad publica o privada con funciones de administración, además un aparte específico sobre el derecho de petición ante empresas de servicios públicos, las querellas ante las inspecciones de policía, retomamos la impugnación de actas de asamblea y los procesos ejecutivos para la recuperación de las cuotas en mora por parte de los propietarios de unidades privadas. 

La tutela 

La constitución Política de Colombia  contempla en su artículo 86 la acción de tutela como un mecanismo de protección de los derechos constitucionales fundamentales, señalando además que toda persona  podrá ejercer la acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, para reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados  o amenazados  por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de particulares en los casos previstos en la ley. Esta acción se desarrolla mediante un procedimiento preferente y sumario, a título personal o por quien actúe en su nombre.  

La acción de tutela se ha reglamentado mediante los decretos 2591 de 1990, 306 de 1991, Resolución 669 de 2000 de la Defensoría del Pueblo, Decreto 404 de 2001. 

La acción de tutela se debe presentar ante los jueces o tribunales de la jurisdicción  donde ocurriere la violación de los derechos o donde se consideren amenazados.

La Constitución Política de Colombia señala en el título II, Capítulo I, los derechos fundamentales, considerando estos últimos como derechos atribuibles a la persona humana, por ser ellos inherentes, inalienables y esenciales al ser humano, tales como la vida, la libertad, la honra, la circulación, libertad de escoger profesión, a la intimidad, a la defensa etc.  Pero también   es aplicable a personas jurídicas, en cuyos casos pueden también invocar los derechos  fundamentales “procesales”, tales como: el derecho a la defensa, el derecho al debido proceso, el derecho de contradicción, en derecho a la doble instancia, el derecho al accesos a la administración de justicia, el derecho de petición y el derecho de igualdad. 

La jurisprudencia en los casos de la tutela en contra de las propiedades horizontales, ha señalado que esta acción procede como un medio eficiente y eficaz  para “la protección inmediata  de los derechos fundamentales que resultan vulnerados con las decisiones de aquellas personas y, además se constituye en la vía procesal prevalente”, en las siguientes condiciones:

b.  Cuando evidentemente y a primera vista   exista una vulneración o limitación arbitraria de los derechos fundamentales .

c. Cuando no existiere medio judicial alguno que permita amparar  de manera inmediata los derechos fundamentales concalculados o amenazados.

d. Cuando las decisiones de la administración o asamblea impidan las satisfacción mínima de las condiciones de existencia vital que los individuos no pueden asegurarse por si.   

Concluye,  al respecto,  la sentencia T-454/98, señalando que “ese espacio donde el hombre requiere de los demás para proteger necesidades  vitales, no puede ser anulado por el grupo social”. 

Es importante  señalar  de manera especial el  pronunciamiento de la Corte Constitucional respecto de expulsión de copropiedades, prohibición de ingreso y salida de bienes muebles, prohibición de ingreso de invitados y no atención de derechos de petición. 

La Corte Constitucional respecto de la expulsión de una copropiedad se manifiesta a través de la Sentencia T-470/99, en la cual concluye  que las funciones del administrador recaen únicamente sobre bienes comunes, que las acciones contrarias a los establecido constitucionalmente, respecto de las unidades privadas, vulneran principios establecidos constitucionalmente. 

La prohibición de ingreso y salida de bienes muebles es analizada de manera amplia por la Corte Constitucional en la Sentencia T-418/99, en la cual concluye que tal prohibición en caso de que los propietarios u ocupantes se encuentren en mora en el pago de las cuotas de administración, es desproporcionada y violatoria del derecho fundamental, consagrado constitucionalmente,  del debido proceso, por imponerlo una instancia no embestida para ello, dado que se trata de una función propia de las autoridades de policía.

La Corte Constitucional respecto de la prohibición de ingreso de invitados a una unidad privada, se refiere en la Sentencia T-224/01, al manifestar dicha prohibición por parte del administrador u otro órgano de dirección de la copropiedad, en el sentido   que determinadas personas ingresen a la copropiedad como invitados de un residente, sin que implique  un riesgo para la copropiedad o sus habitantes, no es procedente, ya que si fuere contrario podrán acudir a las autoridades competentes para evitar amenazas y riesgos  para los bienes y habitantes de la copropiedad. 

Los derechos de petición han sido analizados de manera amplia en sentencias de la Corte Constitucional, tales como la Sentencia T-143/00, en la cual manifiesta que esta acción es necesaria, se debe atender, solamente cuando su ejercicio sea necesario para la protección de un derecho fundamental.  

La acción de tutela ha sido procedente en casos en los cuales en una propiedad privada se vulneran los derechos fundamentales de los propietarios, las limitaciones a ejercer los derechos del propietario, así como la circulación y acceso o suspensión de servicios, ha sido un tema permanente de las acciones de tutela en contra de los encargados del manejo de edificios o conjuntos.  

La tutela es procedente contra administradores, consejo de administración de copropiedades, en los eventos en los cuales sus decisiones puedan colocar en situación de indefensión o subordinación a los copropietarios, entendiendo esta situación como la dependencia de una persona a l otra, por situaciones de facto, careciendo la persona afectada de defensa. La Corte Constitucional en la Sentencia SU-509/01 manifiesta el procedimiento para esta acción, al mencionar los siguiente “La regla general es que en materia de administración de las copropiedades hay que sujetarse a lo previsto en la ley 428 de 1998. Además, los copropietarios están sujetos a los Reglamentos de la copropiedad adoptados en la forma prevista por la ley sustancial. Sin embargo, estos Reglamentos pueden desconocer o amenazar los derechos constitucionales fundamentales, y en estas situaciones es procedente la tutela.”

La Corte Constitucional ha manifestado en sus sentencias  que procede la acción de tutela en contra de las decisiones de las copropiedades, cuando la decisión es desproporcionada e irrazonable, violando derechos fundamentales tales como la locomoción, la igualdad. La sentencia SU-509/01 señala lo siguiente, respecto del tema, “Hay que reiterar que la jurisprudencia ha expresado que es factible interponer tutela contra particulares que administran conjuntos residenciales debido a que  los afectados por  decisiones de una Junta o Consejo de Administración, o por un Administrador, o Administradora de los conjuntos sometidos generalmente al régimen de propiedad horizontal, son decisiones que pueden colocar en situación de indefensión o necesariamente de subordinación a los copropietarios.” 

Respecto de las acciones de tutela en contra de las propiedades horizontales, respecto de las suspensión de servicios no esenciales, señala la sentencia T-1071/01, lo siguiente: “Ante la mora en el pago de las expensas obligatorias, la copropiedad puede suspender los servicios que presta directamente, siempre y cuando no afecte las necesidades vitales de existencia de sus habitantes, pues “ese espacio donde el hombre requiere de los demás para proteger necesidades vitales, no puede ser anulado por el grupo social ni puede tomar medidas que nieguen las posibilidades de existencia que el individuo no puede asegurarse por sí mismo”. Así las cosas, es claro para la Sala que los mecanismos extraprocesales para presionar el pago de obligaciones atrasadas de deudores morosos, por parte de las juntas administradoras de conjuntos residenciales sometidos al régimen de propiedad horizontal, son aceptables como legítimos en la medida que “...no afecten las necesidades vitales de existencia de sus habitantes”, y no sean “irrazonables o desproporcionados”..... y prosigue la sentencia, “(...) La jurisprudencia reiterada de esta Corporación, ha sostenido que las juntas administradoras de la propiedad horizontal están facultadas para realizar cobros extraprocesales a los copropietarios que no cumplen con el pago de las expensas ordinarias y extraordinarias que son necesarias para “la administración, conservación y reparación de los bienes comunes” (artículo 5º de la Ley 182 de 1948). Sin embargo, se reitera, que no todos los métodos de recuperación de cartera son constitucionalmente legítimos, pues los actos de la copropiedad encuentran su límite en la aplicación directa de la Carta (C.P. art. 4º)

(...) Pues bien, en anteriores pronunciamientos, esta misma Sala de Revisión ha señalado que, ante la mora en el pago de las expensas obligatorias, la copropiedad puede suspender los servicios que presta directamente, siempre y cuando no afecte las necesidades vitales de existencia de sus habitantes, pues “ese espacio donde el hombre requiere de los demás para proteger necesidades vitales, no puede ser anulado por el grupo social ni puede tomar medidas que nieguen las posibilidades de existencia que el individuo no puede asegurarse por sí mismo” (i). Igualmente, es claro que la administración de la propiedad horizontal no puede suspender los servicios públicos de quien incumple sus compromisos económicos con aquella, como quiera que “los servicios públicos son el medio por el cual el Estado realiza los fines esenciales de servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales (C.P. art. 2)” (ii). Finalmente, las medidas de cobro que adelanten las copropiedades no pueden transgredir el núcleo esencial de derechos fundamentales (iii). Así pues, se convierten en actos abusivos de las facultades de cobro de la administración, la utilización de medidas que limitan irrazonable y desproporcionadamente los derechos, a manera de ejemplo, de circulación de los residentes en las zonas comunales destinadas para ello, o que le nieguen, a sus titulares, el acceso a los inmuebles de uso privado. (Corte Constitucional, Sentencia T-752 de 1999, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero)”. 

· Derecho de Petición 

El artículo 23 de la Constitución política de Colombia, señala  que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”. 

La Sentencia T-143/00, en la cual manifiesta que esta acción es necesaria, se debe atender, solamente cuando su ejercicio sea necesario para la protección de un derecho fundamental, deje expreso que de acuerdo con las consideraciones señaladas por la Corte Constitucional, el derecho de  petición   no solo se puede interponer ante autoridades, no solo publicas y particulares que cumplan funciones administrativas. 

El contenido del derecho de petición es el siguiente:

3. Autoridad ante quien se dirige el derecho de petición: de acuerdo con lo señalado en el Código contencioso Administrativo, se debe entender como tal a alas autoridades publicas y privadas que ejerzan funciones de administración. En el caso de administraciones de propiedad horizontal, se debe retomar lo señalado en la jurisprudencia, en el entendido de que estas acciones se deben atender como una acción necesaria para la protección de los derechos fundamentales.   

4. De acuerdo al formato anexo, se debe iniciar este escrito señalado el titular del derecho, o sea el nombre completo del peticionario. Tal y como lo señala Legis (1999), puede asumir la calidad de peticionario “toda persona que viva en el país, tanto nacionales como extranjeras, sean naturales o jurídicas, mayores  o menores de edad, funcionarios públicos o particulares, al igual que las personas jurídicas de derecho privado y las derecho público”, con excepción de lo señalado para la fuerza pública.  

5. Dirección de residencia, se refiere a la dirección del peticionario, con el ánimo de atender a través de correspondencia tal solicitud.

6. Carácter respetuoso de la solicitud, la solicitud debe hacerse de acuerdo con lo expresado en el artículo 23 de la C.P., de manera respetuosa.

7. Solicitud, la solicitud puede referirse a una queja, a una manifestación o a una demanda o solicitud, la primera se refiere a la intención de colocar en conocimiento de autoridad competente una  irregularidad o hecho arbitrario, buscando con ello que se corrija o sancione al funcionario que haya incurrido en la falta. La manifestación se refiere al deseo de dar una información o expresar un deseo cualquiera ante las autoridades competentes sobre asunto determinado, con el fin de que se tomen las medidas de carácter individual o colectivo. La demanda o solicitud  del reconocimiento de un derecho, que a criterio del peticionario, se encuentra amenazado o en peligro de ello, así como   para pedir el restablecimiento de la legalidad quebrantada por un acto administrativo.

8. Documentación, se refiere a la documentación necesaria para soportar tal solicitud. 

9. Términos para atender la solicitud, la solicitud se deberá responder en un término de quince, luego de recibir la solicitud. 

· El Derecho de petición ante Empresas de Servicios Públicos

El derecho de petición, como ya lo señalamos, es una acción prevista constitucionalmente que pretende reconocer el derecho  de toda que persona tiene a presentar peticiones respetuosas ante autoridades  publicas y privada, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

De otra parte,  como  ya lo señalamos, los servicios públicos domiciliarios se rigen por la Ley 142 de 1994 o Estatuto de Servicios Públicos, cuyos objetivos están encaminados a garantizar eficiencia y calidad en la prestación de lo servicios públicos domiciliarios y regular los derechos de los usuarios y su participación en el control de la gestión de las empresas de servicios públicos domiciliarios, entre otros.

El decreto 1842 de 1991,  señala,  en su artículo 49,  las causales  por las cuales los usuarios de servicios públicos domiciliarios pueden invocar el derecho a reclamación ante estas empresas, así: 

1. Las que se funde en la falta de envío oportuno de las cuentas de cobro.

2. Las que se funden en el envío de las cuentas de cobro con omisión de alguno  de los requisitos establecidos en el artículo 11 del decreto 1842 de 1991.

3. Las que se fundamenten  en errores al clasificar el servicio dentro de una categoría  distinta a la cual pertenece  el usos del inmueble.

4. Las que se fundamenten en errores aritméticos al elaborar la liquidación  de las cuentas de cobro.

5. Las que se fundamenten  en errores en cuanto a la estratificación socio-económica del inmueble.

6. Las que se fundamenten en errores en la determinación del valor de la unidad de consumo o en las lecturas de los contadores  o de la tarifa básica.

7. Las que se fundamenten en errores de los consumos estimados.

8. Las que se fundamenten en el doble cobro del servicio o cuentas de cobro anteriores canceladas total o parcialmente.

9. Las que se funden en daños de los contadores  o medidores de consumo.

10. Las que se funden en la violación de las tarifas vigentes.

11. Las que se funden en la manifiesta diferencia entre el consumo  facturado del usuario y/o suscriptor con promedios anteriores.

12. Las que se funden en la violación de prohibiciones contenidas en el decreto 1842 de 1991.

13. Las que se funden en servicios no prestados.

14. Las que se funden en las fallas en la prestación del servicio.

15. Las demás que determine la Ley.

Es necesario que en el derecho de petición ante las empresas de servicios públicos domiciliarios se relaten los hechos motivo de la reclamación  y exponerse los motivos que fundamentan la reclamación de manera clara, además aportar los documentos que permitan soportar las reclamaciones. La empresa de servicios públicos no podrá exigir el pago de las cuentas, ni suspender el servicio, hasta que no haya resuelto la reclamación, ello no implica que se deban pagar las sumas sobre las cuales no existe reclamo.  

· La Acción de Policía

El acuerdo del Concejo de Bogotá No. 079 de 2.003, promulgo el Código de Policía de Bogotá D.C., en ejercicio de las facultades legales conferidas  a este órgano. 

El Código de Policía  de Bogotá  D.C., señala, en su artículo 2º,  como se mencionó anteriormente, el objeto y finalidad del Código, así como en el artículo 6 los deberes  y comportamientos para la convivencia ciudadana, además de lo señalado en el Título VI del libro Tercero, El procedimiento, para referirse   a los procedimientos establecidos para la realización de las acciones de policía.  

La acción de  policía se define en el artículo 203 del Código de Policía de Bogotá D.C., como la acción que puede iniciarse ante una autoridad de policía como consecuencia de una “violación o inobservancia de una regla de convivencia ciudadana”, la cual puede iniciarse de oficio o a petición en interés dela comunidad, o mediante querella de parte en interés articular. 

La acción de policía “caduca en un año contado a partir de la ocurrencia del hecho que tipifique  un comportamiento contrario a la convivencia ciudadana o el momento en que el afectado  tuvo conocimiento de él.” Es competencia para conocer la acción de policía el Alcalde Local, el Inspector de Policía  y los Comandantes de Estación y de Comandas de Atención Inmediata CAI, según el caso y el lugar donde sucedieron los hechos que motivan esta acción. 

El Código de  Policía de Bogotá señala en su artículo 206, el Procedimiento verbal de aplicación inmediata, señalando que mediante este procedimiento  se pueden tramitar  las violaciones públicas, ostensibles y manifiestas  a las reglas de convivencia ciudadana, que la autoridad de policía compruebe de manera personal y directa. 

El texto del artículo prosigue al señalar que “las autoridades de policía abordarán al presunto responsable en el sitio donde ocurran los hechos, si ello fuere posible, o en aquel donde lo encuentren , y le indicarán su acción u omisión violatoria de una regla de convivencia. Acto seguido se procederá  a oírlo en descargos y, de ser procedente, se le impartirá una orden de Policía que se notificará en el acto, contra la cual no procede recurso alguno y se cumplirá inmediatamente. 

En caso de que no se cumpliere la Orden de Policía. O que no fuere pertinente aplicarla, o que el comportamiento contrario a la convivencia se haya consumado, se impondrá una medida correctiva, la cual se notificará  por escrito en el acto y, de ser posible, se cumplirá inmediatamente. 

Contra el acto que decide la medida correctiva procede el recurso de apelación en el efecto devolutivo, el cual deberá ser interpuesto inmediatamente anta la autoridad que impone la sanción y será sustentado ante su superior dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes.” 

El Código continua señalando el Procedimiento sumario para la supresión de peligros, señalando que “la autoridad de Policía, de oficio o a solicitud de cualquier persona, en interés  general o por querella de parte, en interés particular, citará  por un medio idóneo al presunto responsable para poner en su conocimiento que el hecho o la omisión en que incurrió va en contra de una norma de convivencia contemplada en el Código de policía, y supone un peligro para la integridad de otras personas o de sus bienes, señalándole lugar, fecha y hora. Si no comparece, la autoridad de Policía  ordenará su conducción. Una vez presente en el Despacho, se le pondrá en el conocimiento  la conducta que se le imputa y se le oirá en descargos; luego se procederá a impartir una Orden de Policía o imponerle una medida correctiva, si fuere el caso.

Impartida la Orden de Policía o impuesta a medida correctiva, se le notificará en la misma diligencia. La decisión se cumplirá inmediatamente. Sin embargo si fuere necesario por l naturaleza de la medida,  se le señalará un término prudencial para cumplirla. 

Si el infractor no cumple la Orden de Policía o no realiza la actividad materia de la medida correctiva, la Autoridad de Policía competente, por intermedio de funcionarios  distritales, podrá  ejecutarla a costa del obligado si ello fuere posible. Los costos podrán cobrarse por la vía de la Jurisdicción Coactiva.”

Los deberes previstos en el Código de Policía para las autoridades de policía, se refieren a impedir  las vías de hecho y actos  perturbatorios “que alteren la posesión o mera tenencia sobre inmuebles y el ejercicio de las servidumbres”, además de  “restablecer y preservar la situación cuando haya sido alterada o perturbada.”

El Código señala que el Procedimiento Ordinario de Policía busca establecer, de acuerdo al Código de Policía, la responsabilidad en la realización de un acto contrario a la convivencia y si se le debe impartir una Orden de Policía o imponer una Medida Correctiva. La iniciación de la acción de Policía en el procedimiento Ordinario debe indicar los motivos y ordenar correr traslado de los mismos al presunto responsable, por el término de cinco (5) días para que responda. 

Es necesario la notificación personal del acto    al presunto responsable  y al representante legal de la entidad pública  que pudiere tener  interés alguno  y comunicar al Personero Delegado  en asuntos policivos. En caso de no poder hacer la notificación personal se puede acudir al correo certificado o de lo contrario a lo establecido en el Código de Procedimiento Civil. 

Es importante anotar que de acuerdo con lo establecido en el Código de Policía de Bogotá  D.C., en los procesos de Policía no se puede reclamar indemnización de perjuicios por violación a las reglas de convivencia ciudadana, así como tampoco son sujeto de los mecanismos alternos de solución de conflictos –MASC- los actos en los “cuales este comprometido  el interés general y los asuntos no transigibles.”

Aspectos contables de la propiedad horizontal 
La propiedad horizontal , de acuerdo con lo señalado en la Ley 675 de 2001, debe manejar diferentes aspecto contables y tributarios, como consecuencia de las funciones propias de la persona jurídica, que surge con la inscripción mediante escritura pública ante la Oficina de registro de Instrumentos Públicos, en donde se someta al régimen de propiedad horizontal. 

La propiedad horizontal esta sometida al régimen especial dispuesto por la Ley 675 de 2001, por lo que no tiene la obligación de presentar sus cuentas de acuerdo con el Plan Único de Cuentas (PUC), pero en virtud de las funciones y obligaciones encomendados a los órganos de dirección será necesario que mantenga un sistema organizado  de contabilidad, que permita mantener organizado y actualizado el estado de cuentas de la copropiedad. 

· Documentos contables de la propiedad horizontal 

Su bien el régimen de propiedad horizontal no es preciso en cuanto a los documentos contables que deba llevar la propiedad horizontal, estos se presentan   en las funciones del administrador donde señala que este deberá llevar bajo su dependencia y responsabilidad la contabilidad de la copropiedad, y son los siguientes:

1. Inventario y Balance  general de las cuentas del ejercicio anterior

2. Presupuesto anual, incluyendo el pago de seguros de zonas comunes 

3. Cuentas de cobro de las obligaciones de los propietarios de unidades privadas con la copropiedad

4. Recibos de los pagos recaudados por concepto de las obligaciones de propietarios y terceros con la copropiedad.

5. Comprobante de egreso sobre los pagos efectuados a terceros por concepto de servicios o suministros realizados a la copropiedad para garantizar su funcionamiento. 

6. Libro auxiliar donde se registren las transacciones realizadas, Libro de bancos, Libro de Mayor y balance, Libro Diario

7. Libro de actas, teniendo en cuenta las disposiciones establecidas en la Ley 675 de 2001, respecto del merito ejecutivo que prestan   las obligaciones de las copropietarios y que en estas se deja constancia de los valores aprobados por la asamblea, así como de las disposiciones económicas que afectan a los copropietarios. 

Cabe señalar que  muchos programas para computador –software-,  están  diseñados para suministrar, bajo un mismo programa, la información anterior, además de otra que puede ser del interés de la copropiedad. En todo caso será importante que en el momento de que la copropiedad decida adquirir un software de estos, se efectúe un estudio especifico de las necesidades de la copropiedad y los beneficios de cada software. 

· Plan Único de Cuentas (no necesario)

Las propiedades horizontales están sometidas al régimen establecido por la Ley 675 de 2001, por lo que estas no son obligadas a presentar sus cuentas de acuerdo con  lo establecido en el Plan Único de Cuentas PUC, pero será importante considerar los principales elementos de este y llevar siempre un sistema organizado de contabilidad dependiendo del tamaño de la copropiedad, el cual deberá ser llevado por personal especializado o con conocimientos del tema, según el tamaño de la copropiedad.

· Balance 

El balance “es el estado de  o informe financiero que permite conocer la situación financiera de la copropiedad...Esta conformado por la cuenta de activo, pasivo y patrimonio”. 

El activo corresponde a los recursos que se encuentran en cajo o en bancos, las cuentas por cobrar, títulos,     los bienes muebles que tenga la propiedad  y los bienes inmuebles que pueda tener la copropiedad. 

El pasivo corresponde a las obligaciones que tiene la copropiedad tales como servicios públicos,  impuestos y en general acreedores. 

El patrimonio se refiere al valor que resulta de restar los pasivos a los activos. 

 Leal Pérez H., señala que los principios fundamentales en que debe reposar el balance son:

1. Claridad: el balance debe ser claro, de modo que permita conocer de manera rápida y fácil  la situación de la copropiedad. La claridad es un requisito legal impuesta a toda contabilidad en general. No significa, lo anterior, que el balance  debe hacerse en la forma que deba entenderse por cualquier lego, pero es necesario que su compilación y redacción  respondan a las normas contables usuales y presenten una titulación de los diversos rubros  que permita ser entendida con algunos conocimientos. 

2. Veracidad y exactitud: el balance debe ser veraz y exacto, quiere decir que no debe falsear ni ocultar ninguna circunstancia referente a la situación patrimonial e la copropiedad   y debe expresar lo mejor posible los valores que integran los pasivos y activos. El balance interesa a los órganos de administración y dirección de la copropiedad, pues permite conocer la situación real de esta, así como también a los demás copropietarios que estén interesado en fiscalizar y/o conocer la situación de su copropiedad. 

3. Uniformidad de los criterios de valorización: si bien es cierto que el balance se refiere a un ejercicio determinado, es de gran utilidad e interés el poder estudiar de forma comparativa balances de ejercicios sucesivos, con el fin de establecer el proceso o evolución, ya sea favorable o desfavorable. Lo anterior es posible si todos los balances se compilan de conformidad con un plan uniforme, de ahí nuestra recomendación de seguir lo establecido en el PUC. 

La legislación en materia de balance general para copropiedades no se ha desarrollado, pero, como lo hemos venido haciendo en este libro, realizaremos ciertas recomendaciones por analogía, ante la ausencia de normas al respecto para copropiedades.  El balance y la cuenta de resultados  deberán anexarse las siguientes informaciones:

1. Propietarios con sus respectivos coeficientes de propiedad

2. Inversiones realizadas

3. El detalle de las cuentas de orden con su valor y fecha de vencimiento

4. Un estudio de las cunetas que hayan tenido modificaciones importantes en relación con el balance anterior, y

5. los índices que se consideren necesarios y su comparación con los balances anteriores.

Cabe señalar que  la aprobación  del balance por parte de la asamblea general de propietarios  o el consejo de administración, no exonerará de responsabilidad al administrador, contador  y revisor fiscal que hayan desempeñado dichos cargos durante el ejercicio a que se contraiga tal documento. 

MODELO BALANCE GENERAL

EDIFICIO o CONJUNTO (NOMBRE COMPLETO COPROPIEDAD)

BALANCE GENERAL

PERIODO SEPTIEMBRE DE 2001

ACTIVOS
[image: image1.png]ACTIVO CORRIENTE

DISPONIBLES 3997 858 00
Caja 336131300

Bancos

Cuenta de ahorros 63654500

INVERSIONES 32.100.000.00
Certificados 32.100.000.00

DEUDORES 97.536.483.00
Copropietarios y/o arrendatarios 78.692.775.00

Servicios Pablicos por Cobrar  1.048.360.00

Anticiposy avances

Ingresos por Cobrar

Cuentas por cobrar a trabajadores 300.000.00

Deuda administrador (C.D.S. V) 19.590.660.00

Diversos,

Provision cartera (2.095.312.00)

TOTAL ACTIVO CORRIENTE 133.634.341.00
ACTIVOS FIIOS

PROPIEDADES PLANTAY EQUIPO 12.700.335.38
Maquinaria y equipo 897321990

Equipo de Oficna 7.866.730.40

Equipo de computacion 1.930.000.00

Depreciacién acumulada (6.069.614.92)

TOTAL ACTIVO FWO 12.700.335.38
OTROS ACTIVOS

DIFERIDOS 25573.008.00
Gastos pagados por anticipado 2.573.008.00

TOTAL OTROS ACTIVOS 2.573.008.00
TOTAL ACTIVOS 148.907.634.38




PASIVO 
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OBLIGACIONES FINANCIERAS
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OBLIGACIONES LABORALES
Salarios por pagar

Cesantias consolidadas
Intereses sobre cesantias
Vacaciones consolidadas

PASIVOS ESTIMADOS y PROVISIONES

Para obligaciones laborales
Para mantenimiento /reparaciones
TOTAL PASIVO CORRIENTE
OTROS PASIVOS DIFERIDOS
Ingresos recibidos por anticipado
OTROS

Ingresos recibidos para terceros
TOTAL OTROS PASIVOS

TOTAL PASIVOS

571671059

571671059

2385303400
22984 603 00
7125000
79718100

759474500
2282608,00
531213700

37 164 489 59

37 164 489 59




PATRIMONIO 
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Para mejoras
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SUPERAVITO DEFICIT DE CAPITAL
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Superavit
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Matricula
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Nombre
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· Presupuesto:
El presupuesto se define como un cálculo anticipado de los gastos e ingresos para un período determinado, en el cual se incluyen las partidas necesarias. 

El presupuesto, como lo señalamos anteriormente,  no es un documento contable, pero será necesario su preparación, para evitar efectos negativos en el resultado del ejercicio anual de la copropiedad. El presupuesto, de acuerdo a lo señalado en la Ley 675 de 2001, deberá ser preparado previamente y presentado a las asamblea general de propietarios de la copropiedad para su aprobación o improbación. 

Es importante señalar que los ingresos que debe contener el presupuesto son los ingresos que se puedan calcular, teniendo en cuenta que son servicios que se facturarán (método de causación),  los ingresos que no se pueden facturar con certeza  no se incluirán en el presupuesto, por ser inciertos y obviamente afectan el resultado del ejercicio, estos ingresos se deben considerar en el flujo de caja, salvo lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 675 de 2.001, en cuanto a los ingresos  que la asamblea considere deben fortalecer el fondo de imprevistos, es por ello que los ingresos imprevistos se deberán, según nuestro parecer,  depositar en este fondo, por la naturaleza de ellos, tales como sanciones,  multas, intereses de mora, etc. 

La elaboración del presupuesto debe contemplar los gastos fijos de la copropiedad, tales como servicios públicos, obligaciones laborales, asesorías,  así como los recursos para la ejecución de los proyectos que se pretendan adelantar durante la vigencia señalada. Es importante resaltar que los ingresos de la copropiedad no solo provienen del recaudo de cuotas de administración (ordinarias y extraordinarias), sino de rendimientos financieros, aprovechamiento zonas comunes (salones comunales, parqueaderos, ventas diversas, etc.), los cuales deberán formar parte de los ingresos en el presupuesto de la copropiedad, al igual que todas las actividades que impliquen gastos para la copropiedad, tales  como celebraciones, gastos de asamblea, festejos, etc., ya que es la asamblea general de propietarios, mediante la aprobación o no de presupuesto,  la que determina la destinación de los recursos comunes en las actividades que deba adelantar la copropiedad. Lo anterior teniendo en cuenta lo señalado en el régimen de propiedad horizontal en cuanto a la explotación de los bienes comunes, al señalar que “las contraprestaciones económicas ...serán para el beneficio común de la copropiedad y se destinarán al pago de expensas  comunes.., o a los gastos de inversión, según lo decida la asamblea general.”

La elaboración de presupuesto es un asunto que se ha desarrollado en temas como Análisis Financiero, y sobre el cual se puede ahondar según el interés de cada copropiedad, pero que de  todas formas se puede resumir en los siguientes pasos:

a. Estimar los ingresos efectivos mensuales. Se deben incluir los egresos por todo concepto.

b. Estimar los egresos efectivos mensuales. Se deben incluir los gastos por todo concepto

c. Calcular la diferencia de ingresos y egresos mensuales. 

d. Se debe resumir los ingresos, egreso y la diferencia con el fin de mostrar la necesidad o el exceso acumulado, la cual es el resultado de la sumatoria de las diferencias entre ingresos y egresos mensuales. 

e. Ajustar las  acumulaciones de la diferencia entre el efectivo disponible  al principio de cada  periodo  y el que se desea obtener. 

· Libro de actas

El libro de actas, al igual que el presupuesto no es un documento de contabilidad, pero será necesario tener actualizado un libro de actas que permita constatar las decisiones de las asamblea general de propietarios en cuanto a la fijación de las cuotas de administración y autorizaciones de gastos no previstos en la Ley, ni en el reglamento. 

Aspectos tributarios de la propiedad horizontal
La propiedad horizontal en Colombia, se rige por lo determinado en la Ley 675 de 2001 y las normas que la reglamenten. La persona jurídica,  a que se refiere la mencionada norma, surge con la elaboración de la escritura pública, una vez registrada en al Oficina de Instrumentos Públicos.  La persona jurídica que surge de la propiedad horizontal es de naturaleza civil, sin ánimo de lucro, “tendrá calidad de  no contribuyente de los impuestos de industria y comercio, en relación con las actividades propias de su objeto  social, de conformidad con lo establecido en el artículo 195 del Decreto 1333 de 1986“, el cual señala lo siguiente: “El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.” (Decreto 1333 del 25 de abril de 1986) 

El régimen de propiedad horizontal señala diversos aspectos relacionados con la parte tributaria, así en el artículo 19 se menciona que los bienes comunes están exentos de  impuesto alguno. 

De acuerdo con lo señalado por el régimen de propiedad horizontal las únicas obligaciones tributarias de la copropiedad se derivan del hecho de ser agente retenedor, además del reporte del IVA al contratar la administración de la propiedad horizontal con una sociedad responsable del IVA, el cual se liquidará sobre  el valor de los honorarios de quien presta el servicio. 

La propiedad horizontal como persona jurídica es agente retenedor, por lo que es obligatorio la realización de los pagos  por conceptos sometidos a retención, así como presentar la declaración respectiva en lo términos señalados por el Gobierno Nacional, a través de la Dirección de Impuestos y Aduanas nacionales DIAN. 

Segunda parte
INTRODUCCIÓN

La violencia en el mundo actual se ha hecho mas manifiesta a través de hechos que busca el exterminio o desaparición del otro. En la década de los 90 en Boston U.S.A., la violencia juvenil parecía fuera de control, se habían presentado de manera reiterada tiroteos, muertes absurdas como consecuencia de esta violencia, según el Comisionado de Policía la clave para disminuir estos hechos fue la colaboración de la comunidad,  a través de un control y seguimiento de los jóvenes, así como con el trabajo con organismos locales y empresas de asesoramiento psicológico, quienes junto con otras personas comenzaron a enseñar como manejar los conflictos con palabras.  Los resultados han sido notorios en la implementación de programas de mediación escolar y comunitaria, en los cuales se ha evitado llegar a conflictos mayores, disminuyendo así los índices de violencia.

Las situaciones de conflicto han llevado a que muchas comunidades grandes o pequeñas, hayan caído en conductas cada vez mas violentas, que obviamente  no han permitido que se desarrollen de manera adecuada ciertos espacios. En la propiedad horizontal es frecuente encontrar conflictos que,  en  algunos casos, han culminado en agresiones físicas  graves, todo ello debido a que nunca se realizó un manejo de ello, que jamás se atendieron las señales de este tipo de conflicto, que obviamente los propietarios no manejan adecuadamente las situaciones previas, etc.   

La Ley 675 de 2001, señala en su artículo 58 las instancias a las cuales se puede acudir ante para la solución de conflictos, señalando    la creación de un Comité de Convivencia  y el acceso a los Mecanismos Alternos de Solución de Conflictos,  los cuales pretender establecer un espacio en el cual se puedan resolver los conflictos entre las diferentes personas y órganos de la copropiedad para evitar que se presenten situaciones mayores, es allí donde pretendemos hacer énfasis, ya que si bien es cierto se establecen por ley estos espacios, también es cierto que no se brindan espacios de estudio y capacitación sobre estos temas, los cuales serán muy importantes  en el ambiente de convivencia de cada copropiedad. 

La convivencia en la propiedad horizontal no es solo la aplicación de normas y procedimiento legales, definidos por actos vigentes, va mas allá, pues  involucra las personas con todas su implicaciones, su pasado, sus frustraciones, sus necesidades, etc., de manera que la vida en comunidad, en un inmueble,  o varios,  sometido al régimen de propiedad horizontal, implica el conocimiento de aspectos psicológicos y  sociológicos.

La convivencia en un predio sometido al régimen de propiedad horizontal, llámese conjunto, edificio, etc., implica diversos aspectos que permiten o no la convivencia pacifica. El hecho de que en Colombia se haya legislado sobre propiedad horizontal no es garantía suficiente para suponer que los colombianos hemos madurado en la regulación de este tipo de normas de convivencia, sino por el contrario al analizar lo que sucedía con esas normas nos damos cuenta que no fueron muy precisas, que existían dos regímenes, que aún a la fecha no se ha desarrollado en todos sus aspectos, de ahí que en este libro hayamos desarrollado muchos temas por analogía, ante la ausencia o falta de claridad en las normas y sus procedimientos. 

La vida en unidades privadas ubicadas en edificios o conjuntos, si bien lleva varios años en nuestro país,  es para la gran mayoría nueva, al revisar los antecedentes de los propietarios de éstas unidades, nos damos  cuenta que la gran mayoría de ellos provienen de familias que anteriormente ocupaban casas, en las cuales su núcleo familiar, eran dueños absolutos de ellas, el límite era el vecino de la casa,  pero manejaban unos espacios amplios y exclusivos, incluso la única obligación que se tenía era el pago de servicios públicos e impuestos, algunos anuales y bimensuales. Con este análisis podemos entender las razones por las cuales la participación y convivencia  en las propiedades horizontales no se ha desarrollado totalmente. 

La participación es otro elemento importante en la vida en comunidad, pero de igual manera no se ha desarrollado totalmente en las propiedades horizontales, no es sino recordar que las decisiones hasta hace unos años en nuestro país se tomaban de manera centralizada, solo después de la promulgación de la Constitución de 1991, se dio un desarrollo a los mecanismo de participación comunitaria. La Ley 675 de 2001, no señala como deber de los copropietarios la participación activa y responsable en la toma de decisiones de la propiedad horizontal, pero es fácil de suponer que es obligación de todo propietario. 

Los espacios de discusión y participación establecidos por el Régimen de propiedad Horizontal, como ya lo hemos dicho,  son una escuela para la participación ciudadana en asuntos de orden local, Distrital, municipal e incluso nacional, es allí donde realmente se esta forjando la participación comunitaria, ya que los propietarios ven de manera sencilla y directa las implicaciones de sus actuaciones, tanto por exceso como por omisión.  

La propiedad horizontal es un laboratorio psico-social que nos permite conocer espacios particulares en donde se presentan situaciones especiales que involucran a las personas en toda su dimensión; es por ello que nos encontramos con situaciones que involucran odios y amores. Es común encontrarse con situaciones conflictivas que no se sabe de donde aparecieron o que surgieron como resultado de la concepción particular que los propietarios tienen sobre los bienes.  Igualmente, es frecuente encontrarse con conflictos que se originan como consecuencia de las diferencias culturales que existen entre familias, entre grupos regionales, etc.

Las situaciones señaladas deben ser tenidas en cuenta en la vida en comunidad, quizás como un elemento de diagnóstico y prevención dentro e los conflictos propios de la vida en las propiedades horizontales. 

La convivencia
La convivencia entendida como el hecho de habitar espacios comunes con otras personas, es regulada, entre otras, por la Constitución Política, pero en el campo de las propiedades horizontales se rige por lo establecido en la Ley 675 de 2001, la cual obviamente es concordante con las normas constitucionales. 

La convivencia implica diferentes aspectos tales como el hecho de que se presupone en el término la existencia de espacios comunes y particulares, en el caso de las propiedades horizontales se establece, entre otros,  en el objeto de la Ley 675 de 2001, se refiere a que es una forma especial de dominio, en la cual concurren derechos sobre bienes privados y comunes, la cual busca garantizar la seguridad y convivencia  pacífica en este tipo de  inmuebles.  

La convivencia es una necesidad humana desde la misma aparición del hombre sobre la tierra, es por ello que de igual manera, durante toda la historia de la humanidad, se han presentado numerosas alternativas no jurídicas para establecer acuerdos entre las partes de manera que se acceda a la solución de sus diferencias, es así como aparecen las normas como una necesidad social, para permitir   las relaciones pacíficas, de manera que se garantice la convivencia. 

Es frecuente señalar que las leyes en muchas ocasiones no se ajustan a las necesidades, o que no existen normas para las situaciones nuevas que se presentan, es por ello que se hace necesario el establecimiento de pautas de convivencia, que luego de establecer una “justicia por consenso”, ajustada a los normas legales que rigen a todo ciudadano, pero que se ajusten de manera particular a las condiciones de cada grupo comunitario, que surjan de la participación de la comunidad, que sean justas, equitativas, que por ser participativas sean de obligatorio cumplimiento y que permitan una convivencia pacífica.

La convivencia, entendida como la necesidad de vivir pacíficamente y en armonía, exige el establecimiento de una “justicia por consenso”, como el resultado del desarrollo de la capacidad de los grupos humanos para establecer los parámetros que les permitan resolver sus propios conflictos.  Máxime si conocemos la particularidad de los diferentes grupos que residen en los inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal. 

La convivencia, obviamente, no es solo el establecimiento de pautas que permitan vivir pacíficamente en espacios compartidos, es, además, el desarrollo de normas básicas como el respeto por el otro y por la diferencia, es  entender que no todos los seres humanos somos iguales, que pensamos diferente,  que tenemos diferentes intereses, puntos de vista, actitudes, diferente historia personal, etc. . Cuando entendamos lo anterior podremos decir que estamos desarrollando la convivencia.

El pacto de convivencia implica el acuerdo,  entre las personas,  que garantice la convivencia. 

La convivencia nace de la necesidad, según Hobbes, de dar orden al caos  inicial en donde no hay derechos ni orden, la guerra entre todos, lo cual lleva a plantear una necesidad de buscar la conservación y bienestar, para lo cual las personas acuerdan limitar sus libertades,   reconocer una autoridad y , obviamente, unas normas. 

Las implicaciones de un contrato social, como se ha llamado a través dela historia, se hacen manifiestas en la creación del Estado como un ente regulador de las relaciones de convivencia, mediante la promulgación de normas que permitan delimitar las libertades y reconocer los derechos de los ciudadanos.   

La convivencia en la propiedad horizontal pretende que mediante la promulgación de ciertas normas reconocidas por los residentes, reglamento, manual de convivencia,  se logre  poner limites a las acciones de las personas, de manera que ello proteja los derechos de los demás ciudadanos que residen en la copropiedad, de manera que estas normas fijadas por consenso permitan el establecimiento de una convivencia pacifica en las relaciones que se dan en toda copropiedad, como consecuencia de la vida en comunidad dentro de un inmueble y la aparición consecuente de conductas humanas de todo tipo. 

El establecimiento de normas de convivencia en las copropiedades permitirá que las copropiedades sean sitios donde se reconozca al otro en toda su dimensión y con las limitaciones que implica el reconocimiento del otro de manera integral. 

La discrepancia es un elemento permanente en la vida en comunidad, de ahí que sea importante, en aras de la convivencia, el reconocimiento de la discrepancia como u  proceso social que puede ser atendido por la voluntad de las partes, de manera que se mantenga la armonía en la vida dentro de las copropiedades. El hecho de que se presenten discrepancias no debe entenderse como una situación inmodificable, sino como la oportunidad de no dejar caer las relaciones interpersonales en un estancamiento, que mueva a crecer, a cambiar y a enfrentar todos los desafíos que presenta la vida en las copropiedades.  

El grupo
El término de grupo es muy amplio va desde  la definición que lo ve como un conjunto de individuos cuyas relaciones mutuas los hacen interdependientes,  o como una cantidad de personas que se comunican entre sí, cara a cara y durante cierto tiempo, así como los que lo ven como una pluralidad de individuos que se hallan en contacto unos con otro, tienen en cuenta la existencia de los unos y otros y poseen conciencia  de  un lazo común de importancia,  también algunos lo ven como la  dos o mas personas que interactúan  entre sí en forma tal que cada una influye  y es influida por cada una de las demás. 

En términos sicológicos debemos entender al grupo como dos o más personas que se caracterizan por:

1. Comparten normas comunes, valores o creencias

2. Sus relaciones están mutuamente influidas, la conducta de uno tiene consecuencia en la conducta de los demás

3. Tienen una motivación común con respecto a un objetivo  o meta. 

4. Los elementos constitutivos del grupo son individuos, en nuestro caso personas.

5. Se relacionan entre sí.

6. Tienen una interacción cara a cara.

7. Deben participar en interacciones regulares, medibles en un  cierto período

8. Se definen y son definidos por otros como pertenecientes aun grupo.

9. Encuentran el grupo recompensante a nivel personal

10. Tienen una percepción colectiva de su unidad. 

El grupo es ante todo un espacio en donde se da una interacción entre personas  o individuos, que tienen una conciencia de  relación común. 

· Clases de grupo:

Se puede hablar de grupos organizados o no organizados, los primeros se refieren a grupos que se reúnen con el propósito de mantenerse unidos  por algún tiempo en procura de un objetivo o una meta común. Los no organizados, con un a meta común, sus miembros desempeñan funciones independientes unos de otros, sin coordinación entre sí. 

Otra clasificación de los grupos es primarios y secundarios, los primeros se refieren a grupos ligados por lazos emocionales, cálidos, íntimos y personales; poseen una solidaridad inconsciente basada en los sentimientos; generalmente son grupos pequeños, con contacto directo, espontáneos y orientados hacia fines mutuos. Un ejemplo de ello   son los grupos familiares. 

El concepto de grupos primarios de Charles H. Cooley,  citado por Lara y Ocampo, manifiesta que “llamamos grupos primarios a aquellos caracterizados por asociación y cooperación  íntimas cara a cara. Son primarios en varios sentidos, pero principalmente porque son fundamentales en la formación de la naturaleza social y de los ideales del individuo. El resultado de la asociación íntima es. Psicológicamente, la fusión de distintos individuos en un todo común  y el objetivo del grupo, constituye un “nosotros”. Los grupos primarios son primarios en el sentido de que ofrecen al individuo  su primera  y más completa experiencia de la unidad social”. 

El grupo secundario se caracteriza por presentar, de alguna manera, características opuestas y complementarias al grupo primario. Las relaciones entre los miembros son frías, impersonales y formales, en donde el grupo no es un fin, sino un medio para otros fines. Son mas numerosos y los contactos entre los miembros son mas intermitentes, por ejemplo asociaciones, corporaciones, etc. 

Otra clasificación puede obedecer al tamaño, pero realmente no es determinante, ya que se pueden encontrar grupos secundarios pequeños y grandes y por el contrario no todo grupo primario es siempre pequeño. 

· Formación de grupos:

  La conformación de grupos esta condicionada a diferentes aspectos de tipo psicológico, casual o acciones externas, que determinan las circunstancias para la creación de grupos, así:

f. Formación deliberada: una o varias personas de manera voluntaria pueden crear un grupo con el propósito de alcanzar una meta, como por ejemplo un trabajo, un proyecto, un ideal, etc.

g. Formación espontánea: a formación de estos grupos nace del interés de asociarse para obtener satisfacciones. La formación de este tipo de grupos se basa en selecciones de tipo interpersonal y voluntaria, su estructura es informal y tiene pocas metas  o tareas explicitas, pero puede desarrollar una estructura estable e incluso adquirir  un carácter legal, por ejemplo amigos, clubes, vecinos de barrio, etc.

h. Designación externa: la formación de este tipo de grupos parte de clasificaciones externas según los atributos como color, nacionalidad, idioma, etc., en ellos se puede presentar una acción social como consecuencia de su asociación  por ejemplo los negros en los EE.UU.

La condición social del ser humano hace que la pertenencia a grupos adquiera un carácter importante en nuestras vidas. El grupo hace parte de toda nuestra existencia, nacimos en un grupo, nuestra supervivencia depende de un grupo,  nos desarrollamos en grupos, nos socializamos en grupos, nuestra identidad personal se deriva de la forma en como somos percibidos  y tratados por los demás miembros de nuestros grupos. La interacción  con otras personas y e aprender a interactuar es lo que determina la condición humana. La salud mental de cualquier persona depende de su pertenencia a un grupo, entendida esta como la habilidad de reconocer  y manejar efectivamente nuestras relaciones con  los demás. “ Es a través de la socialización  en nuestra familia   y en los grupos que se desarrollan las competencias sociales necesarias para la salud psicológica.”(idem.)

· Cohesión de grupo:

La cohesión de grupo es un tema desarrollado por la dinámica de grupos, rama de la psicología social  que estudia los fenómenos o procesos  que se dan al interior del grupo, y se refiere a la atracción personal entre los miembros de un grupo, al deseo de los miembros de continuar en el grupo, a la satisfacción de los miembros de pertenecer al grupo, al nivel de aceptación, apoyo y confianza entre los miembros, o sea a la fuerza que mantiene unidos a los miembros de un  grupo. 

La cohesión es un elemento importante en la estabilidad del grupo, así como al logro de sus objetivos, a la participación de todos los miembros  y “al ajuste personal brindando sentimientos de seguridad.” La cohesión, se puede decir, es inversa al tamaño del grupo. 

Entre mayor sea la cohesión el grupo, mayor será la influencia que ejercerá sobre la conducta de sus integrantes, como por ejemplo el de crear un estado de conformidad u homogeneidad  a nivel de actitudes, valores y comportamientos, lo cual puede contribuir al desarrollo d metas propuestas  y a definir las relaciones de los miembros  con el medio social. 

La conformidad es vista como una respuesta del individuo ante la necesidad  de pertenencia y apoyo en las respuestas de otro para dar sus propias respuestas. 

· Toma de decisiones:

La toma de decisiones en grupo es un paso crucial en el proceso general de solución de problemas grupales. La toma de decisiones parte del análisis  de un problema o tema común,  posibles alternativas, ventajeas y desventajas de las diferentes alternativas, en muchos casos el desconocimiento  del método para la toma de cesiones lleva a que el grupo sea o no efectivo en esta tarea. 

La toma de decisiones debe tener por propósito, si se quiere ser efectivo, de llegar a ejecutar acciones entendidas por todos los miembros, que sean realistas  de manera que conduzcan al logro de un objetivo, para ello es necesario tener en cuenta las siguientes características:

1. Se deben utilizar los recursos del grupo

2. Se debe emplear bien el tiempo 

3. La decisión debe ser correcta y de utilidad

4. La decisión debe ser ejecutada  totalmente por todos los miembros del grupo

5. Se debe promover la habilidad de solucionar los problemas en grupo. 

La toma de decisiones es un proceso complejo, en el cual es necesario saber manejar los momentos difíciles que trae consigo el proceso, como son las controversias, los conflictos de intereses, la incertidumbre, etc. La indecisión es el resultado de la presencia de miedos, temores por la decisión,  conflictos entre los miembros del grupo y métodos rígidos que no permiten llegar a una solución. 

· Métodos utilizados en la toma de decisiones:

La toma de decisiones, por ser un proceso difícil para el grupo, ha exigido del desarrollo de métodos que permitan lograr que el grupo tome una decisión, los principales son:

· Acuerdo total de grupo o consenso:  es el método más efectivo y largo, en el que cada miembro del grupo esta de acuerdo con la decisión, entendida como una opinión colectiva a la cual llega un grupo, con posibilidades de comunicarse  de manera abierta, en un clima en donde cada uno tenga la oportunidad de expresar su opinión sobre la decisión.   En este método las diferencias de opinión se consideran como una manera de recoger información adicional, clarificar ideas y forzar el grupo a buscar las mejores alternativas. 

· Decisión por voto mayoritario: Se discute un tema el tiempo que se considere necesario  y  se decide con mínimo el 51% del voto de los miembros del grupo una decisión a favor. Este método es el que generalmente se ha empleado en la toma de las decisiones  de grupos considerados “democráticos”. Es importante establecer un clima y medios necesarios para que los miembros el grupo se sientan obligados a aceptar las decisiones tomadas por la mayoría.

· Decisión por minoría: Las decisiones por minoría se consideran aquellas en las cuales una pequeña parte del grupo toma ciertas decisiones importantes, gracias a que cuentan con el reconocimiento del grupo, mediante la designación para un comité, junta, consejo, etc. Las minorías pueden usar mecanismos de presión  o subagrupaciones, por ejemplo dos o mas personas pueden llegar a acuerdos rápidos, se oponen al grupo con ” quien se opone?”, y si ninguno dice, con  suficiente rapidez, prosiguen con un “entonces continuemos”. Las decisiones por minoría son una buena alternativa en los casos en los cuales es necesario la toma de decisiones, en contra del tiempo que tiene el grupo. 

· Decisión por un miembro experto: Este método permite que las decisiones del grupo se tomen con base en el conocimiento de un miembro experto, dejando la decisión a él según su conocimiento. La decisión es el resultado del análisis de la situación un miembro experto  que posteriormente informa al grupo por la decisión elegida. 

· Decisión por autoridad: El método surge de los grupos con estructura autocrática en la que el líder toma las decisiones.  La participación del grupo se da en originar ideas y sostener las discusiones, mientras que el líder escucha  las discusiones  hasta estar seguro de la decisión y luego la anuncia al grupo. En algunos casos,  dependiendo de las características del líder, se puede variar este método, cuando el líder no tiene en cuenta las discusiones, ni ideas del grupo, el informa únicamente la decisión que según él es la mas conveniente para el grupo.

La  conclusión que se puede dar en la toma de decisiones es que entre más participación tenga la toma de decisiones, esta será más efectiva y habrá más compromiso en el cumplimiento de la misma por parte de los miembros del grupo. 

La efectividad del grupo depende de la utilización de los recursos con que cuenta, además de la participación de la mayor cantidad de miembros del grupo en la toma de decisiones importantes y que les afectan de manera directa a cada uno de sus miembros. 

La participación activa de los miembros del grupo en las diferentes actividades y en la toma de decisiones, permite aprender nuevas destrezas, desarrollar nuevas actitudes,  y formar patrones de comportamiento eficientes. El aprendizaje se logra de manera más productiva en  grupos donde la gente puede interactuar  y luego reflejar sus experiencias mutuas.   

El conflicto  
El estudio de conflicto tiene su raíz en la sicología, quien lo ha visto como la  oposición de intereses,  como un “proceso interaccional complejo que se da entre  dos o más partes, donde predominan las interacciones antagónicas sobre las de atracción y colaboración; se presenta en un contexto espacio-temporal en cuanto tiene un  comienzo, un desarrollo  y un desenlace, feliz o desafortunado según la medida en que hayan escalado el malestar y las diferencias entre los involucrados.” (Hernández Córdoba A. y   Cañón Díaz W., 2002)

El estudio del conflicto implica el análisis de las necesidades, es por ello que será importante conocer la pirámide de necesidades que plantea K. Lewin así:
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El conflicto se ha abordado desde diferentes perspectivas, como una experiencias negativa, inevitables, a fomentar. El conflicto como experiencia negativa se maneja como algo negativo, que muchos evitan. Este enfoque pretende la resolución del conflicto con  la eliminación de las fuentes que lo originan, alfo bastante difícil por la concepción de cada persona. Como experiencia inevitable se entiende que surge por las diferencias que de manera obvia existen entre las personas, la solución del conflicto en esta perspectiva  se da afrontando el conflicto cuando surge, reconocerlo y establecer diferencias que permitan llegar a acuerdos. El conflicto como una experiencia a fomentar, parte de que el conflicto es inevitable pero que es necesario fomentarlo con el fin de que surjan nuevas ideas, fuerzas positivas que generen innovación y cambio.  En este enfoque se evalúa el conflicto como funcional, adecuado o productivo. 

El conflicto, independiente de todo, sigue una secuencia así:

1.  Primera Fase: el conflicto es latente, no se percibe por las partes, pero las         diferencias han potenciado el terreno para su aparición.

2. Segunda Fase: se percibe el conflicto potencial por una o mas de las partes, se toma conciencia de las diferencias, se recrea emocionalmente el conflicto mediante enojo, frustración, hostilidad, ansiedad o dolor.

3. Tercera Fase: Pasa de la conciencia cognitiva a la emocional, se hace evidente, se opta por resolverlo o por intensificarlo a través de agresividad hacia impedir que el otro logre sus objetivos, o establecer alianzas con terceros para acrecentar la lucha contra la otra parte.

4. Cuarta Fase: Se centra en los resultaos y consecuencias. Las decisiones tomadas en la segunda fase permitirán que los resultados sean funcionales, mejor comprensión, mejores decisiones, o si es inadecuado hay continuación de la hostilidad, reducción de la comunicación  y destrucción del espíritu de convivencia, generando una mayor violencia, nuevos conflictos, cada vez mas complejos y difíciles de resolver. 

Es importante establecer la diferencia entre conflicto y problema, el conflicto por un lado “es la presencia o el encuentro, en un mismo momento, de dos o mas sentimientos, motivos o intereses contrarios que se oponen”, mientras que el problemas es ”una situación  que al generar incomodidad o malestar a una persona  o a un grupo, requiere solución; sugiere por lo tanto algo difícil, duro o incomprensible.” (idem.)

Un problema puede generar un conflicto, teniendo en cuenta que la resolución del problema puede poner diferentes intereses en juego, mientras un conflicto no resuelto es un  problema  para las partes involucradas. Lo cierto es que ambos generan malestar.  

Los conflictos de intereses se conocen como aquellos en los cuales actividades incompatibles, deseadas por diferentes miembros del grupo, las cuales surgen cuando: 

a. Hay diferencias en necesidades, valores y metas;

b. Hay escasez de ciertos recursos tales como poder, influencia, dinero,


tiempo, espacio y posición; 

c. Hay competencia o rivalidad entre los miembros del grupo. 

Los conflictos de intereses por lo general presentan prevención, bloqueo, interferencia e inefectividad, por lo que son mas difíciles de manejar que las controversias y se resuelven por negociación. 

Las personas tienen diferentes formas de reacción ante un conflicto, las cuales se pueden resumir así:

· Superación: se reconoce la existencia del conflicto y hay voluntad de superarlo

· Ventaje:  se reconoce la existencia del conflicto  y se procura sacar provecho del mismo

· Negación: se evita reconocer la existencia del conflicto

· Evasión: Se reconoce  la existencia del conflicto, pero no hay deseos de enfrentarlo

· Acomodación: Se reconoce la existencia del conflicto, pero se opta pero se opta por no darle respuesta alguna. 

· Arrogancia:  Se reconoce la existencia del conflicto, pero se asume que la otra parte debe ceder

· Agresividad: Se combate el conflicto con una respuesta autoritaria, hostil, agresiva, violenta.

La respuesta ante un conflicto determina el proceso del conflicto y sus posibilidades  de gestión o transformación. En los casos en que se presente el reconocimiento será mas fácil  llegar a la negociación, por el contrario mientras se presente una actitud elusiva esta dará pie a que se presente  una agravamiento de las tensiones latentes y, con ello, una escalada del conflicto. La respuesta de acomodación permite suponer un aplazamiento de hostilidades, pero una resolución delas mismas. La arrogancia y la actitud agresiva, rechazan las posibilidades de llegar a un diálogo que permita el cese de hostilidades. 

· Formas de intervenir en el Conflicto
El manejo del conflicto depende de los alcances que presente, su cambio y evolución, de acuerdo a lo anterior Hernández Córdoba A. y Cañón Díaz W., citando a Lederach, resumen las diferencias entre gestión, resolución y transformación, así:

· Resolución de Conflictos: se parte de entender el proceso del conflicto, como empieza y como termina, busca una convergencia de los intereses de los actores del conflicto, entendiendo que se logra afrontar, y de alguna manera, erradicar el conflicto. Por lo general no es viable en todos los casos, ni tan fácil, pues en la búsqueda de soluciones es necesario superar la crisis acompañadas de emociones, las cuales no permiten llegar directamente a las decisiones definitivas. 

·  Gestión de Conflictos: reconoce que el conflicto no se puede resolver, en el sentido de librarse de él, se centra en limitar las consecuencias destructivas. Se refiere a una aproximación práctica y controlada, buscando mantener al conflicto en los limites aceptables, intentando realinear las divergencias.

· Transformación de conflictos: se centra en la naturaleza dialéctica del conflicto, reconociendo  que es un fenómeno de las relaciones humanas. Lo considera como un elemento necesario de la construcción y reconstrucción  de las realidades sociales, cuyos patrones destructivos pueden ser canalizados hacia expresiones constructivas. 

La transformación es un concepto relativo a la dinámica del conflicto, y presente en la construcción de las soluciones,  parte del conflicto como un fenómeno dinámico, entendido por las acciones constructivas o destructivas que puede tener. Lo entiende en el sentido que no va a desaparecer, pues la solución no depende de un tiempo determinado, ni puede ser controlado por las partes, por lo que se considera un proceso vivo e impredecible. 

La posibilidad de cambio  y de conciliación, según las diferentes visiones que se tenga del conflicto, depende en buena medida,  “de  la actitud y de las habilidades personales y grupales para asumir la responsabilidad y las decisiones con respecto al procesamiento de las diferencias en su vida   y para usar, en consecuencia, métodos  que favorezcan la transformación a través de las dificultades.” La resolución, la gestión y la  transformación del conflicto tiene por objetivo producir los cambios necesarios en las partes para que el conflicto salga, se reconozca, se limite y se ubique en un sitio en donde permita el cambio. 

· El Conflicto en Propiedad Horizontal:

En los conflictos atendidos por las Unidades de Mediación y Conciliación, según muestra las estadísticas registradas por la Secretaría de Gobierno de Bogotá, los sucedidos en propiedad horizontal ocupan el quinto lugar, precedidos de los conflictos por arriendos, contratos civiles, comerciales, intrafamiliares. 

Los conflictos presentados en las copropiedades tienen que ver con la utilización de zonas comunes, linderos, amenazas, agresiones físicas (sin lesión) y verbales. 

De acuerdo a lo que señala Sierra Torres J. y García Suárez C.I., las relaciones de intercambio económico, como las que se dan en propiedad horizontal,  configuran un amplio espectro de relaciones  y de encuentros sociales, en los que se presentan numerosas divergencias de intereses, de procedimientos, de fines, la mediación en estas comunidades tiene una relación mas estrecha con disputas motivadas  por opciones divergentes con respecto a los objetos, ganancias y procedimientos de las transacciones, como en el caso de la prestación de servicios, entrega de bienes adquiridos, la devolución de los bienes confiados y en especial en el pago de las obligaciones. 

Ury W.L, señala de manera acertada que la interdependencia creciente implica mas conflictos, en cualquier propiedad horizontal es común entender que las disputas entre quienes dependen entre sí son sumamente problemáticas, basta con recordar los  conflictos que se presentan en las Unidades  de Mediación y Conciliación, en las cuales las quejas de los propietarios de unidades privadas en inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, se presentan principalmente por los bienes comunes, utilización de bienes comunes, amenazas entre vecinos, agresiones físicas (sin lesión) y verbales. 

El conflicto se debe manejar adecuadamente en la propiedad horizontal, más aún si tenemos en cuenta que el conflicto hace parte de la realidad dinámica de los seres  humanos. “La unidad que se construye a costa de suprimir la diversidad o de esconder los conflictos, es unan actitud superficial  y peligrosa. Las congregaciones más dinámicas son las que permiten que el conflicto se manifieste abiertamente para manejarlo productivamente. “ (Lederach J.P. y  Chupp M., 1995)

El conflicto, permite que en su desarrollo o como dicen algunos “en la lucha”, se dañen las partes involucradas, así como otras partes que estaban o eran ajenas al conflicto. Los efectos tienen que ver desde aspectos concretos como el asumir el principio de cooperación en cuanto a las obligaciones de los demás. 

· El acuerdo 

La construcción del acuerdo en la copropiedad no es una tarea fácil, pero no por ello,  que se debe declinar.  

Las estrategias para lograr acuerdos grupales  debe partir de la identificación de los puntos concretos del conflicto, los cuales se deberán resolver. El trabajo para lograr un acuerdo debe partir de la necesidad de partir de posiciones inflexibles para la construcción  de un acuerdo, o como lo decíamos antes de una decisión por consenso, ello implica asumir una posición en la cual sea importante considerar los intereses y necesidades de las personas que conforman el grupo y  no tanto las posiciones.  El acuerdo se puede resolver a través de diferentes  estrategias, así:

1. Acuerdo en principio: se debe centrar  en un acuerdo de principio global, en donde ambas partes les interese y puedan aceptar. Se parte desde este acuerdo global  en principio, luego se detallan los puntos  concretos  que finalizan el acuerdo. El acuerdo en principio sirve de punto de referencia  y ayuda a orientar las negociaciones.  Este  se puede representar así: 
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2. Acuerdo de procedimiento:  es conveniente en los casos en los cuales las partes se mantienen en su posición y se muestran inflexibles, en donde ninguna de las partes quiere ceder en un punto concreto    y desafían el otro. En estos casos es conveniente  establecer un  proceso que convenga a ambas partes, de manera que se llegue a la solución, en este caso se establece primero un  acuerdo sobre el procedimiento a seguir con miras a resolver el problema, en cambio de negociar sobre el punto en sí. El procedimiento  se puede representar así:
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2. Acuerdo Fraccionado: parte de considerar el conflicto como una composición múltiple de problemas menores. La estrategia parte de la identificación de problemas menores que se han de resolver. Entonces, uno por uno trabaja para encontrar soluciones aceptables, el cual pretende al final un acuerdo global que resuelva el problema, se puede representar así:
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De cualquier manera, siempre es conveniente en el manejo de los conflictos escuchar para comprender el punto de vista del otro sobre su percepción de los hechos, en esta parte es importante  verificar la información que se esta recibiendo, entender los antecedentes de los hechos. Luego será importante expresar nuestro propio punto de vista, experiencias anteriores, intenciones y sentimientos. Finalmente será necesario replantear la situación en la búsqueda de la solución;   Entender la situación, teniendo en cuenta ambos puntos de vista, las culpas, las acusaciones, sentimientos y los demás elementos que existan  en el problema. 

La violencia
La vida en comunidad que se desarrolla en los inmuebles sometidos al régimen de propiedad  horizontal, es una representación de los hechos macros de violencia que se vienen presentando en nuestro país, obviamente señalar este aspecto genera controversia, algunos con posiciones radicales a favor y otros en contra, pero de una u otra forma será necesario reconocer la presencia de actos de violencia en la propiedad horizontal, como un elemento indispensable en la atención de esta problemática. 

La Constitución de Colombia, promulgada en 1991, señala que “Colombia es un estado  de derechos, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa  y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran  y en la prevalencia del interés general.”  El desarrollo delos elementos participativos se ha visto reflejada en la promulgación de distintos mecanismos de participación comunitaria, algunos mediante normas específicas, otros en desarrollo de procesos como la vida en los inmuebles sometidos  a propiedad horizontal. 

El nuevo régimen de propiedad horizontal permite continuar con la participación comunitaria, específicamente, en la toma de decisiones de interés para los residentes en los diferentes edificios y conjuntos. Es necesario observar las bondades de la norma con respecto a la posibilidad que brinda de aprender a participar, manejando los elementos positivos y negativos que conlleva esta enseñanza. Es frecuente que los propietarios de unidades privadas fijen posiciones radicales con respecto a las decisiones que se requieren tomar en las diferentes copropiedades, muchas de ellas sin fundamento legal. Posiciones que en ocasiones se expresan a manera de  imposición, con señales de violencia, manifiesta o implícita, que obviamente van a conllevar a generar  mas actos de violencia, como se mencionó anteriormente. 

Las posiciones violentas adoptadas por algunos propietarios, son de una u otra manera el resultado de la inexperiencia participativa que tenemos los colombianos, no se es participativo con solo incluirlo en las normas, esa participación se debe aprender, de ahí la necesidad de resaltar los elementos señalados constitucionalmente como el respecto a la dignidad humana, la solidaridad y el interés general. Entender los elementos señalados exige de pequeños procesos formativos encaminados a desarrollar actitudes tolerantes, de respeto, así como la misma mediación y la resolución de los conflictos por vías pacificas. 

El respecto por la dignidad humana se viola frecuentemente en la propiedad horizontal, es fácil hacer juicios sin fundamento, acusar o incluso insultar a los propietarios sin ningún recato, sin poner limites a nuestras acciones. Lo anterior es un contrasentido, ya que es común escuchar criticas de la situación actual del país como consecuencia de situaciones similares, o por razones como el clientelismo político, la arbitrariedad de funcionarios públicos, la violencia armada, la violencia en general, etc. 

La paz de nuestro país debe comenzar con nuestro vecinos, con nuestro entorno, con lo mediato, es allí donde se puede comenzar a construir esa paz que todos anhelamos y a la cual  no le hemos aportado desde nuestra comunidad. Es frecuente escuchar las razones por las cuales se debería llegar a lograr procesos de paz, muchos han señalado que la paz es rentable, y si hacemos un análisis de esta afirmación podemos señalar de manera rápida los dividendos que nos puede aportar esta en nuestras comunidades, señalemos inicialmente la reducción de costos que podría tener  para la copropiedad la reducción de acciones judiciales derivadas como consecuencia de actos que no estaban encaminados a lograr una convivencia, sino que procuraban afectar al otro. Otra situación que se podría presentar es la disminución en los tiempos de realización de las asambleas, ello además tiene una implicación directa en la participación, pues es frecuente escuchar la queja de los propietarios que generalmente no asisten, acerca de lo prolongadas que resultan las asambleas, y la violencia que se da en ellas. 

La participación, como ya lo señalamos, es necesario aprenderla, para que los beneficios que se han asociado a ella se comiencen a ver en las copropiedades, para que podamos comenzar a hablar eficacia, de la participación, no como resultado de una acción coercitiva, como ha sido necesario implementar en la copropiedades, a través de la imposición de sanciones, sino como el resultado de un proceso de toma de decisiones de una comunidad organizada, de una comunidad conciente de la importancia de la vida en las copropiedades. 

· El comportamiento violento 

Diversos estudios se han encargado de analizar la aparición del comportamiento  violento y han señalado la adolescencia como la edad en donde aparece éstos, aunque cabe señalar que esta se va desarrollando, hasta llegar a formas cada vez mas sofisticadas o simples, según sea la formación de cada individuo. 

Las teorías mas empleadas en estudios del comportamiento violento señalan que la agresión se aprende  a medida que se va creciendo, señalando que la aparición de estos actos esta asociados a procesos hormonales que se desarrollan en el ser humano. Los patrones de crianza, los modelos, etc., son factores que permiten la aparición de actos violentos, pero también se asocian otros factores como la empatía  y los comportamientos prosociales la disminuyen. 

La aparición de los actos violentos se puede asociar a situaciones de la infancia, tales como el no reconocimiento autoridad,  la independencia social, el rechazo a los modelos socialmente aceptados, situaciones de orden familiar como la violencia desarrollado en el seno del hogar de los padres, las pautas de violencia aprendidas, y en general el comportamiento agresivo aprendido en la infancia como  consecuencia de la necesidad de adaptarse al medio o como consecuencia de conductas antisociales aprendidas.

Los estudios han señalado factores asociados como “los hogares incompletos, las malas condiciones de la vivienda y los ingresos bajos.”  Además de lo señalado los estudios mencionan que las características mas asociadas ...fueron  las de la crianza....se encontró...mala supervisión, reglas laxas, desatención de los padres o sufrían de negligencia física o abandono..”, además del maltrato al menor (Nagin D., 2000). Se puede concluir que la frase de “la  violencia genera más violencia“ se ha confirmado en los diferentes estudios de violencia, si tenemos en cuenta que los comportamientos agresivos son generalmente aprendidos de los padres, sin llegar a afirmaciones concluyentes acerca del factor especifico responsable o causante de la agresión. 

El aprendizaje de los comportamientos violentos que se inicia en la infancia se desarrolla inicialmente con los elementos familiares, pero luego que se inician los procesos de socialización, se da un desarrollo de estos comportamientos, llegando cada vez a ser mas sofisticados y complejos,  ya no por razones tan simples como las que se dan en la infancia, sino por situaciones complejas que generalmente se asocian a estereotipos, modelos, antipatías, etc. 

Métodos alternos de solución de conflictos
El capítulo I del titulo II de la Ley 675 de 2.001, señala los procedimientos para la solución de conflictos, señalando que los conflictos que se llegasen a presentar como consecuencia de la aplicación de la Ley 675 de 2.01 o de la aplicación del reglamento de propiedad horizontal, se podrán solucionar mediante la atención que le pueda dar el COMITÉ DE CONVIVENCIA, además del empleo de los Métodos alternos de solución de conflictos, MASC, atendiendo lo dispuesto  legalmente. 

Los MASC surgen ante la necesidad de tener alternativas de solución de conflictos y en algunos casos de disciplinas no jurídicas, como la sicología. Pretenden dar solución a los conflictos o controversias dos partes, sin la necesidad de acudir a los procedimientos de la justicia ordinaria y amparados legalmente, desde el artículo 247 de la Constitución Política de Colombia, que señala la posibilidad legal de crear jueces de paz” encargados de resolver en equidad conflictos individuales  y comunitarios“. 

Los MASC mas conocidos con la mediación, la conciliación, la amigable composición, la transacción, el arbitramento, el experticio, Negociación, evaluación neutral de jueces, alquiler de jueces privados y mini juicio. 

El nuevo régimen de propiedad horizontal no presenta los Métodos alternos de solución de conflictos, por lo que será muy difícil para las copropiedades que desconocen esta temática abordar el tema, es por ello que este capítulo pretende hacer una breve presentación de los principales.  

1. La Mediación 

Se entiende como mediación la intervención en una disputa, negociación o conflicto, de un tercero aceptable  (reconocido por las partes),imparcial y neutral que carece de un poder autorizado de decisión para ayudar a las partes  en disputa a alcanzar voluntariamente un arreglo aceptable para ambos. 

Es necesario  que haya una negociación para poder hablar de mediación, en el caso  de las copropiedades, será necesario que el Comité de Convivencia, reconocido por las partes, conozca de manera precisa,  y por solicitud de una de las partes y aceptación de la otra, el conflicto sobre el cual va a intervenir. 

La mediación exige el conocimiento de los procesos de negociación por parte de  un tercero que, además, puede ayudar a las partes en conflicto a coordinar sus actividades y a ser mas eficaces en su disputa. 

El proceso de mediación implica una negociación, una intervención, la aceptabilidad de las partes de que un tercero con conocimientos los ayude en la resolución del conflicto. Ese tercero debe   conocer el procedimiento, además de  ser  imparcial y neutral. Los conflictos que se pueden atender mediante el proceso de mediación pueden ser latentes, emergentes y manifiestos.  

La meta del proceso de mediación es ayudar a las partes a examinar el futuro y sus intereses o necesidades, y a negociar al intercambio de promesas  y relaciones que serán mutuamente satisfactorias y se ajustaran a las normas de equidad.  El mediador carece de poder de decisión autorizado. 

1.1 El Mediador 

El mediador es un tercero en el conflicto que pretende ayudar a las partes a resolver el conflicto de la mejor forma para cada una, manteniendo la imparcialidad y  equidad; no es un juez, es un colaborador en la resolución del conflicto.

Las funciones que puede desarrollar el mediador son:

· Establecer los canales de comunicación que permitan la eficacia de la comunicación

· Legitima y ayuda a las partes a reconocer los derechos de los otros

· Facilita el desarrollo del proceso, incluso puede presidir la sesión de negociación.

· Enseña el procedimiento de la negociación

· Es multiplicador de los recursos legales y permite el desarrollo de estos en beneficio del proceso

· Explora los problemas  y ayuda a mirar el conflicto desde diferentes ópticas

· Es quien siempre debe mantener los pies sobre la realidad  y no dejar que las partes se enfrasquen en decisiones poco realistas

· Es quien asuma las decisiones impopulares en caso de ser necesarias.

· Es quien lidera el proceso con sugerencias y elementos sustanciales 

El mediador  busca ayudar en la solución del conflicto, por lo que las partes asumen el proceso de manera voluntaria.

1.2 Desarrollo del proceso 

La mediación es un proceso que busca lograr la solución voluntaria de un conflicto, para ello se pueden establecer lo siguientes pasos:

· Conocer el conflicto 

· Elegir el método  de resolución  y el escenario en donde se desarrollará el conflicto

· Recopilación de información  y análisis del conflicto

· Diseño del plan de intervención

· Conciliación

· Desarrollo de negociaciones productivas 

· Identifique los elementos importantes  y elabore una agenda 

· Identificación de los intereses de las partes

· Desarrollo de alternativas de arreglo

· Evaluación de las alternativas seleccionadas 

· Negociación final

· Diseño, desarrollo del plan de ejecución y supervisión. 

El mediador debe entender que el proceso involucra diferentes elementos tales como los intereses psicológicos, que se refieren a las necesidades emocionales  y a las relaciones del mediador, además de las actitudes, intereses, autoestima, etc., que hacen parte del conflicto a través de cada una de las partes.

2. La conciliación 

La conciliación es un proceso por medio del cual y con la intervención de una persona denominada conciliador, reconocido legalmente e imparcial, se pretende solucionar un conflicto entre las partes que se encuentran en conflicto. Esta alternativa se da sobre aspectos susceptibles de transacción “mediante un acuerdo dotado por la ley de los efectos de cosa juzgada y mérito ejecutivo.” (Valdés S. Roberto, pág. 30). Es una alternativa que tiene su origen en las ciencias sociales y luego es regulada jurídicamente, que se puede iniciar antes de un proceso jurídico o durante este, antes de que hubiere fallo en la confrontación. 

En esta alternativa para la solución de conflicto es necesaria la presencia de l conciliador,   quien debe ser una persona natural autorizada para actuar como tal. La conciliación en Colombia, era inicialmente solo permitida a jueces, en la década de los 90’s  se extiende a particulares  y funcionarios del Estado, quienes una vez reconocidos tienen la facultad de proponer fórmulas de solución,  que contenga  derechos constituidos  y reconocidos con el carácter de cosa juzgada.

“La constitución política, desde la reforma de 1991, permite que los particulares sean investidos transitoriamente de la función de administrar justicia  en la condición de conciliadores habilitados por las partes. Es así como habría surgido en Colombia la conciliación como sistema alterno para la solución de conflictos.” (Jaramillo M., Pág. 53).

2.1 El Conciliador 

Es el tercero mayor de edad, ciudadano en ejercicio, con conocimientos y reconocimiento para actuar como tal, imparcial  que ayudará a las partes a solucionar sus conflictos mediante la presentación de fórmulas tendientes  a ello.  

2.2  Desarrollo del proceso

El proceso de conciliación se inicia por voluntad de una o de ambas partes quienes acuden a los denominados Centros de conciliación; creados por las asociaciones, fundaciones, agremiaciones, corporaciones,   cámaras de comercio, así como a los consultorios Jurídicos de las universidades, previa autorización del Ministerio de Justicia; para resolver un conflicto de índole laboral , de familia, comercial y agrario.

Una vez instalada la audiencia, el tercero propone fórmulas de acuerdo para la solución del conflicto, las cuales,     una vez aceptadas por las partes, se registran en un acuerdo –ACTA DE CONCILIACIÓN-, el cual hace transito a cosa juzgada  y presta mérito ejecutivo. 

2.3 Características 

Las características mas importantes de la conciliación como método alterno para la solución de conflictos son:

· Privado: las partes pueden escoger el conciliador

· Obligatorio: en obligatoria en ciertos procesos judiciales. 

· Control de las partes: el conciliador no decide sobre las partes

· Decisión obligante: el acuerdo a que se llega es de obligatorio cumplimiento. Las partes se someten a compromisos legales de manera voluntaria.

· Regulado: es un procedimiento regulado por el Estado 

· Formal: debe cumplir requisitos legales para su desarrollo

3. La Amigable Composición

La amigable composición es un mecanismo alterno de solución de conflictos poco conocido. Este mecanismo se define como el procedimiento por medio del cual las partes en conflicto otorgan a unos amigables componedores “la facultad de precisar, con fuerza vinculante para ellas, el estado y la forma de cumplimiento de su relación jurídica sustancial en materias susceptibles de transacción. “ (Valdés S. R., Pág 31). 

3.1 Desarrollo del proceso

El proceso se inicia cuando las partes en conflicto otorgan a dos o varios amigables componedores, personas de confianza, la facultad de  que en su nombre, acuerden  o implementen la solución del conflicto, dentro  de unos parámetros contractuales.  

El compromiso de las partes se debe, inicialmente, establecer en un documento escrito, que debe contener los datos personales, el tema objeto de solución, el nombre de los amigables componedores y el término dentro del cual se puede cumplir tal delegación, según lo establecido legalmente. 

4. La transacción

Es la alternativa para la solución de conflictos por medio de la cual las partes en conflicto, sin la intervención de un tercero, pueden precaver un litigio o terminarlo, si ya se hubiere iniciado, mientras no halla sentencia de primera instancia. 

La transacción se puede iniciar por iniciativa de las partes, con la presencia de abogados, asesores y personal que se requiera para formalizar el procedimiento. 

4.1 Elementos

Los elementos esenciales de la transacción son:

· La existencia de una relación controvertida o dudosa

· La intención de las partes en solucionar el conflicto en forma extrajudicial

· Las reciprocas concesiones de las partes

· Es un convenio o contrato celebrado entre las partes en conflicto, ello implica el cumplimiento de obligaciones de tipo civil. 

        4.2 Características

La transacción tiene las siguientes características: 

· Bilateral: se da entre dos partes que pretenden la solución de un conflicto

· Consensual: se perfecciona con la expresión del consentimiento de las partes

· Oneroso:  las partes hacen concesiones, que les permiten  una utilidad de la concesión.

· Conmutativo: las partes se obligan a dar o hacer  de manera,  que se considera, equivalente.

· Principal: no depende de la existencia de otro contrato.

· Nominativo: tiene su entidad jurídica propia e individualizada.

· Intuitu personae: se refiere a que los contratos se dan en consideración a las personas que actúan en él. 

· Solución: soluciona por si mismo el conflicto ya que produce el efecto de cosa juzgada. 
5. El Arbitramento

Es el mecanismo mediante el cual se busca acatar la decisión de un tercero solicitado y consentido por las partes, para tratar de resolver conflictos actuales o futuros. El tercero, puede ser uno o un número impar,  tiene la facultad de tomar una decisión con el fin de lograr un acuerdo. 

El arbitramento es un proceso que durante mucho tiempo fue meramente privado, pero actualmente  esta presente en la intervención estatal, y está regulado por el Estado. 

La decisión de la controversia se manifiesta por medio de un laudo proferido en derecho, en conciencia o fundado en  principios técnicos, el cual tiene efecto de cosa juzgada y presta mérito ejecutivo, es lo más parecido al proceso judicial.  

5.1 Características

Las principales características del arbitramento son:

· Privado: es un contrato privado entre las partes para resolver el conflicto 

· Voluntario: no existe obligación para celebrar el acuerdo, las partes de manera voluntaria expresan su intención de someterse a la decisión de un tercero. 

· Decisión obligante: los compromisos son de obligatorio cumplimiento, ya que las partes así lo han convenido.

· Control del tercero: la decisión del conflicto esta en el tercero o árbitro.  

6. Otros mecanismos para la solución de conflictos

· Negociación

Es el mecanismo para la solución de conflictos que pretende la búsqueda de la solución de una controversia entre varias partes, sin que haya la intervención de un tercero, con un resultado mutuamente satisfactorio para las partes.  

· Experticio

Es un mecanismo por medio del cual se somete, por disposición legal o acuerdo, a la decisión de un tercero  experto,  la decisión de un conflicto que requiere conocimientos especiales. 

· Evaluación neutral  de casos

Es el mecanismo por medio del cual se somete a la evaluación neutral una situación de hecho o derecho con el propósito de que se tenga un pronunciamiento sobre el probable desenvolvimiento y resultado del asunto en caso de ejercer una acción judicial o acudir a otros sistemas alternos de solución de conflictos. El evaluador debe ser abogado.

· Alquiler de jueces privados

Es un mecanismo que consiste en que un ex juez o un abogado con experiencia y conocimientos, es contratado por las partes para la resolución de los conflictos, en Colombia aún no se ha contemplado.  Este mecanismo  permite que la resolución de conflicto sea clara,   rápida y basada en las normas que comúnmente se mantienen en la sociedad. 

Las partes se obligan al cumplimiento de las decisiones del juez. Es mas conocido como rent-a-judge. 

· Mini juicio

Se conoce también como minitrial , consiste en un mecanismo en el cual se da la presencia de los abogados de las partes en conflicto, un panel compuesto por un consejero neutral y por representantes de las partes  con poder de decisión, quien es quien resuelve en caso de que no se logre un acuerdo en la negociación de las partes.  

La participación comunitaria
La constitución de 1991, plantea un estado participativo, en respuesta a las corrientes que se estaban presentando en ese momento en cuanto a la participación comunitaria en las decisiones que tienen que ver con los grupos organizados, a la misma situación por la que esta atravesando el mundo, lo cual ha implicado una serie de cambios como respuesta obligada a los momentos actuales.  Estas transformaciones se han manifestado en diferentes aspectos como el social, cultural, políticos, así como la misma ideología y lo económico. 

El desarrollo del artículo 1o de la Constitución Política de Colombia ha implicado la promulgación de normas tendientes a garantizar la participación comunitaria en diferentes ámbitos, además de reconocer en las diferentes comunidades su libre desarrollo y autodeterminación. Las relaciones entre el estado y el ciudadano se han modificado, es importante que el estado atienda las necesidades de los ciudadanos, así como que “el ciudadano participe, no solo en la identificación de necesidades, sino en la elaboración de propuestas”, en la ejecución, y en el mismo control.   

En Sánchez G. Luis O., se señala que  “en Colombia la participación comunitaria se ha desarrollado bajo unas condiciones socioeconómicas específicas y muy particulares, muchas veces se incluye la expresión participación comunitaria en los discursos políticos y en las propuestas de desarrollo, pero es necesario hasta donde realmente se da una participación comunitaria. “ La participación comunitaria ha sido un área de trabajo en comunidades particulares, pero es solo ahora que se desarrollan, a través de la promulgación  espacios de participación comunitaria inherentes  a todos los ciudadanos; ya que tienen que ver  con su vida cotidiana, es el caso de la propiedad horizontal. 

La propiedad horizontal ha recibido  una delegación para desarrollar los asuntos que le atañen como consecuencia de la vida en copropiedades, en aspectos como su presupuesto, sus gastos, pero sobre todo en lo que tiene que ver con el establecimiento de consensos para el manejo de aspectos como las sanciones, las prohibiciones, etc., todo ello enmarcado dentro de aspectos legales. 

La participación comunitaria, entendida en toda su dimensión, tiene implicaciones importantes, ya que se entiende como los procesos por medio de los cuales las comunidades  se autodeterminan en sus aspectos particulares. 

· La participación 
La participación se debe entender como  “un acto de voluntad, de tomar la posición en relación con aquellos procesos  de los cuales se es protagonista. De igual manera se señala que ésta implica un sentimiento por parte de los ciudadanos de estar involucrados  en las decisiones que los afectan, no se concibe la espera pasiva de las decisiones.” (Sánchez L.O., 1999). 

Otra forma de entender la participación, es entenderla como una acción colectiva  de interacción social, en la cual un individuo pretende incidir  en el proceso vivido  por una actividad pública  en donde se contempla la gestación, discusión, formulación  de respuestas, etc., de manera que la realidad se pueda transformar para los intereses colectivos. “El artículo  segundo de la Constitución Política de Colombia considera como un deber ciudadano la participación de todas las decisiones que los afectan en la vida económica, política, administrativa y cultural dela Nación.” (Sánchez L.O., 1999). 

· Desarrollo de la Comunidad

El desarrollo de la comunidad se entiende, según las Naciones Unidas, en Sánchez L.O, 1999 , como un proceso destinado a crear las condiciones de progreso económico y social para toda la comunidad local, que exige la participación activa de ésta y una confianza amplia en su iniciativa. A su vez exige, para lograr el bienestar humanos, que se den de manera conjunta la oportunidad  y capacidad de cooperación, la iniciativa  y la asimilación y adaptación de un a nueva vida, inherente a todo grupo humano. 

El concepto de desarrollo  comunitario  permite suponer que los logros alcanzados gracias a la participación de las comunidades tendrán mayores probabilidades de mantenerse y mejorar, frente a la intervención externa. 

· La participación comunitaria en propiedad horizontal 

La propiedad horizontal es un espacio amplio para la participación comunitaria, es allí donde la comunidad  puede y debe actuar en la realización de actividades que propendan por el bien común. 

La regulación de este tipo de copropiedades permite que dentro del marco general de las normas legales vigentes, las comunidades allí localizadas se autodeterminen de alguna manera, es por ello que toma fuerza la participación comunitaria, como el ejemplo más palpable que puede tener un ciudadano en común respecto de la gestión de su comunidad, además desde allí puede entender el funcionamiento de otras esferas  distritales, departamentales e incluso nacionales. 

La participación es un deber de todo copropietario, ya que es ésta la que determina el manejo de los bienes comunes, así como permite el establecimiento de normas por consenso que serán aplicables a todos los residentes de la copropiedad. 

Es la comunidad la que determina el futuro de la copropiedad, es por ello que adquiere importancia el cumplimiento de las disposiciones legales aplicables a este tipo de bienes inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, así como el desarrollo de la misma comunidad, mediante acciones tendientes a lograr no solo una convivencia pacifica, la solidaridad social, sino el mismo desarrollo.

Es la comunidad, representada en la asamblea, el máximo órgano de dirección de la copropiedad, es allí donde se toman las decisiones a favor de ésta, donde se definen políticas, donde se aprueban planes, presupuestos, inversiones, programas, donde se nombra sus representantes, sus mismos jueces, si tenemos en cuenta la facultad que le da la ley 675 de 2.001 a los Consejos de Administración, para la imposición de sanciones. 

La asamblea,  es quien determina los mismos autocontroles, en el caso de los inmuebles sometidos a propiedad horizontal y cuyo uso es residencial, la ley le permite que establezca o no el control  representado a través del revisor fiscal. De acuerdo con lo señalado en el articulo 38 de la Ley 675 de 2.001, es la comunidad, reunida en asamblea, quien determina los aspectos importantes de la copropiedad. Es por ello que la participación se hace necesaria, ya que de esa participación depende que se la copropiedad pueda cumplir con sus propósitos y sus metas, de lo contrario se verá afectada en lo colectivo e individual, pues afectará los intereses de la comunidad y a su vez los intereses particulares. 

Nuestras comunidades  no han desarrollado completamente la participación comunitaria, por circunstancias históricas que se pueden resumir en  hechos como en la reciente implementación de la elección de todos nuestros gobernantes, así como la implementación de mecanismos de participación, señalados constitucionalmente   y desarrollados en diferentes normas. Circunstancias recientes que brindaron elementos a las comunidades para  el desarrollo de acciones concertadas en su beneficio. Sobra recordar que las decisiones  provenían de un nivel central, que determinaba todas las acciones  dirigidas a las comunidades, en donde el futuro de las diferentes comunidades se definía desde  los entes centrales. Lo anterior no quiere decir que hayamos alcanzado el nivel óptimo de participación, pero si que se están creando las herramientas y los espacios que permiten que se desarrolle una verdadera participación comunitaria. 

Epilogo
La reglamentación de la propiedad Horizontal en Colombia  tiene bastantes años, pero es necesario señalar que a la fecha aún no se han regulado diferentes aspectos importantes, es necesario de acuerdo con lo establecido en la constitución política que el estado ejerza sus funciones de acuerdo a lo señalado  en el capítulo 1 del título VII de la Constitución, en su artículo 189, al señalar “Corresponde al Presidente  de la República como Jefe del Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:

“11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes....

26. Ejercer la inspección y vigilancia sobre instituciones de utilidad común para que sus rentas se conserven y sean debidamente aplicadas  y para que en todo lo esencial se cumpla con la voluntad de los fundadores”

Lo anterior si tenemos en cuenta que el hecho de que la propiedad horizontal se asemeje a las  organizaciones sin ánimo de lucro, en la cual sus miembros son propietarios de unidades privadas que delegan en un grupo de personas el manejo de sus recursos, entre ellos los bienes  comunes, es necesario que exista, un ente de control que permita el cumplimiento de lo señalado en el numeral 26 anterior. Las normas vigentes para estas entidades es la Ley 675 de 2001, al derogar la Ley 182 de 1948, la Ley 16 de 1985, Ley 428 de 1998, Decreto 1365 de 1986 y el Decreto 1489 de 1989, pero además que mediante la Ley 22 de 1987 se faculto al Presidente de la República delegar en los gobernadores  de los departamentos y en el Alcalde mayor de Bogotá, la función de inspección y vigilancia que ejerce sobre las instituciones de utilidad común, posteriormente  mediante decreto 1318 de 1988 el presidente delegó esta función, sobre las instituciones de utilidad común domiciliadas en las respectivas jurisdicciones y que no estén sometidas al control de otra entidad.

En el caso de Bogotá se expidió el decreto 059 de 1991 “que regula, entre otros aspectos, la inspección y vigilancia de las instituciones de  utilidad común domiciliadas en Bogotá, determinando las actividades que pueden desarrollar en cumplimiento de esta función”, las delegaciones en materia de control de las propiedades no ha sido clara, se menciona cierta delegación a las Alcaldías Locales, y en algunos casos no se ha desarrollado, con lo cual se ha dado el detrimento de las rentas y bienes de la propiedad horizontal, como consecuencia de la falta de control que existe, en la mayoría de los casos, sobre estas instituciones.   

Respecto de las acciones que debe desarrollar el ente de control  que se establezca se debe tener en cuenta lo dispuesto en el Decreto Ley 1529 de 1990 y en el decreto Distrital de Bogotá No. 059 de 1991, respecto de realizar las siguientes funciones: practicar visitas de inspección, solicitar informaciones  y documentos que se consideren necesarios,  examinar actas, reglamentos, libros, cuentas y demás documentos, así como  solicitar proyectos de presupuesto, flujos de caja, balances de cada ejercicio y demás documentos contables, con arreglo a las normas vigentes sobre la materia, y las demás que se deriven de las mencionadas funciones  y finalidad de la copropiedad. 

La complejidad de la propiedad horizontal, no solo desde el aspecto legal, sino psico-social,  exige de la toma de decisiones acertadas en el manejo y administración de las copropiedades, es necesario no solo contar con personas capaces de asumir los retos que presenta, sino de personas con conocimientos, con capacidad de aportar a la construcción de comunidades, pues no se debe limitar únicamente a las exigencias legales, sino a los aspectos de convivencia y vida en comunidad que implica. 

Es necesario que las copropiedades establezcan sus inventarios de recursos que les permitan conocer que tienen y que les hace falta para ejecutar la tarea encomendada. No sobra señalar que la contratación exige de claridad y conocimientos precisos, necesarios para evitar situaciones que puedan comprometer a la copropiedad en situaciones de orden judicial que puedan culminar afectando los recursos dela copropiedad. Son necesario conocimientos  en diversos  aspectos, que como lo dijimos anteriormente, no se puede pretender estén todos en cabeza del administrador, sino que será necesario tener el apoyo de los copropietarios o la asesoría de personas que conozcan de los asuntos particulares que requiere la propiedad horizontal. 

La vida en propiedad horizontal es un tema a investigar, allí se vienen presentando diversos fenómenos, no solo en los aspectos legales, que quizás han sido en los que mas se ha hecho énfasis, sino en aspectos  como la convivencia, con sus implicaciones psico-sociales. Es allí donde convergen aspectos de la personalidad de cada uno de los moradores, donde se establecen relaciones personales de todo tipo, grupos diversos, etc., es por ello que es tan complejo y amplio el tema de estudio, que como lo señalamos en este libro no se debe limitar a exigir el cumplimiento de las obligaciones por vía judicial o mediante sanciones, sino que debe permitir la construcción de comunidades que se puedan autodeteminar.
Formatos propiedad horizontal
MODELO 

CONVOCATORIA ASAMBLEA GENERAL DE PROPIETARIOS 

Lugar y Fecha 

Señores:

Nombre del propietario

COPROPIETARIO (NOMBRE DEL EDIFICIO/ CONJUNTO)

Apartamento XXX

Ciudad 

Asunto: Convocatoria a Asamblea general ordinaria año 2.003

En mi calidad de administrador del (nombre del edificio/ Conjunto), me permito citarlo(a) a la primera convocatoria a la Asamblea General Ordinaria que se realizará  el día XXX a partir de las XX p.m. en el (sitio de la reunión), conforme a lo establecido en el reglamento de propiedad horizontal. 

El orden del día será el siguiente:

1. Verificación del quórum 

2. Lectura y aprobación del orden del día

3. Elección del presidente y secretario de la asamblea Ordinaria

4. Presentación y aprobación de la reforma del reglamento de Propiedad horizontal, según la Ley 675 de 2.001

5. Presentación de informes por parte del administrador, el consejo, el revisor (los que hubiere lugar)

6. Presentación y aprobación del balance de vigencia 2.002

7. Presentación y aprobación del proyecto de presupuesto para la vigencia 2.003

8. Nombramiento del administrador, el consejo y revisor fiscal (en los casos que se requiera).

9. Otros puntos a tratar (si los hubiere)

10. Proposiciones y varios

La presente convocatoria se hace en los términos de la Ley 675 de 2.001régimen a que esta sometido el Edificio/ conjunto. En esta asamblea se sesiona y decide si están representados mas del 50% de porcentaje de participación, en caso contrario se realizará una segunda convocatoria que sesionará con un numero plural de copropietarios. (Nota: la reforma del reglamento y demás situaciones señaladas en el artículo 46 de la Ley 675 de 2.001, exige que en la reunión donde se pretendan aprobar dichas situaciones este representado el 70% de coeficiente de copropiedad). Las decisiones tomadas obligarán a los ausentes, disidentes y a los órganos de administración del conjunto. 

Se adjunta el listado de deudores morosos,(Nota: es conveniente dejar claro si el valor establecido incluye intereses de mora o  solo el valor del capital, los intereses se calcula de acuerdo a lo señalado en la Ley 675 de 2.001 y  al reglamento de Propiedad Horizontal).

En caso de que usted no pueda asistir se puede hacer representar a través de un poder debidamente constituido. 

Cordialmente, 

NOMBRE DEL ADMINISTRADOR 

Administrador 

Edificio/ Conjunto 

MODELO

PODER PARA REPRESENTAR CON VOZ Y VOTO EN ASAMBLEA

Bogotá,    de               de 2.003

Señor 

Administrador 

Edificio/ Conjunto (Nombre) 

Bogotá. 

El suscrito..............................................identificado con C.C. No. .........................de ............

En mi calidad de propietario del apartamento.........., garaje.........del Conjunto, concedo poder general, amplio y suficiente al señor (a).................................................. identificado (a) con la C.C. No. ....................de ........................., para que me represente con derecho a voz y voto en las deliberaciones con motivo del orden del día propuesto en la convocatoria a asamblea general ordinaria ( o extraordinaria) a celebrarse el día........ de ........... de 2.003. 

En constancia firmo a los....días del mes de...... de 2.003

Propietario





Apoderado

__________________________________

____________________________

Firma






Firma

MODELO 

ACTA DE ASAMBLEA GENERAL ORDINARIA 

EDIFICIO/ CONJUNTO PROPIEDAD HORIZONTAL

NIT   830.000.000 – 0

ACTA DE ASAMBLEA GENERAL DE COPROPIETARIOS

ACTA No. (consecutivo) DE  ASAMBLEA GENERAL EXTRAORDINARIA

(Fecha de la asamblea)

En la ciudad de (LUGAR), siendo las (hora) a.m./ p.m. del día (fecha ), en cumplimiento del fin para el cual convocada la asamblea, mediante comunicación escrita entregada a los copropietarios, publicada en la portería y ascensor del edificio y confirmada telefónicamente a los propietarios que no pudieron recoger la convocatoria, se reunieron en el (lugar de la reunión) los propietarios y mandatarios de dicho edificio /Conjunto  como consta en la planilla de firmas que hace parte integral de la presente Acta, a fin de deliberar con el orden del día previsto en la convocatoria, así:

1. Llamado y verificación del quórum

2. Elección de presidente y secretario de la asamblea

3. Lectura y aprobación del reglamento de propiedad horizontal, ajustado a la Ley 675 de agosto de 2001.

DESARROLLO

1. LLAMADO A LISTA Y VERIFICACIÓN DEL QUÓRUM: Según planilla de asistencia, se contó con una asistencia del 80.15% para la presente reunión así: 
[image: image8.png]Apto Nombre Coeficiente

101 Nombre 280
201 Nombre 319
202 Nombre 620
203 Nombre 492
301 Nombre 436
302 Nombre 707
303 Nombre 492
403 Nombre 509

1
TOTAL (Suma coeficiente )




2. NOMBRAMIENTO DEL PRESIDENTE Y SECRETARIO DE LA ASAMBLEA: 

Para presidir la asamblea se propuso al  señor   (nombre), propietario del (unidad privada: apartamento/ casa No.), quien aceptó la designación;  como secretario actuó el  señor (nombre), Administrador del Edificio/ Conjunto.

Antes de que el presidente diera inicio al orden del día, uno de los asistentes propuso se diera lectura al acta de la asamblea extraordinaria efectuada el pasado  11 de julio;  el presidente puso a consideración la propuesta y la Asamblea de manera unánime se procedió a incluir en el orden del día la lectura del acta señalada.

3. LECTURA Y APROBACIÓN DEL REGLAMENTO DE PROPIEDAD HORIZONTAL, AJUSTADO A LA LEY 675 DE AGOSTO DE 2001.

El presidente de la asamblea solicitó a los asesores contratados por el Edificio/ Conjunto ( o quien efectúo la reforma)  para esta labor, dar lectura y explicación  artículo por artículo del proyecto de reglamento,  revisado por el Consejo de administración y el administrador,  a lo que los asesores el procedieron a dar lectura a cada uno de los artículos, los cuales fueron aprobados de manera unánime, con las modificaciones consignadas en el cuerpo del documento. 

Una vez leído y dadas las aclaraciones necesarias el presidente de la asamblea somete a votación la aprobación del reglamento, resultando aprobado por unanimidad la totalidad del reglamento de propiedad horizontal del Edificio/ Conjunto (nombre) presentado, cumpliendo con lo establecido en la Ley 675 del 3 de agosto de 2.001.  

No existiendo otros puntos por tratar, siendo  las (hora), del día ...mes...año...se da por terminada la reunión. En constancia se firma por el presidente y secretario. 

PRESIDENTE





SECRETARIO

(firma)







(Firma)

Nombre completo





Nombre completo

No. Cédula






No. Cédula 

MODELO

DERECHO DE PETICIÓN ANTE UNA ENTIDAD DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS

Lugar y fecha

Señores:

EMPRESA DE ............

Oficina de quejas y Reclamos 

Ciudad.

ASUNTO: 
Derecho de Petición



Reclamo de facturación del servicio de .....



(Identificación línea o número de inscripción, NIE, Cuenta Interna, etc)

Señores    Empresa de :

Yo, N.N., mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado como aparece al píe de mi firma., en mi calidad de usuario (o suscriptor)  del servicio público de telefonía fija, en ejercicio de lo establecido en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia y en uso del derecho  de petición de que trata el Código Contencioso Administrativo, concretado en el Estatuto Nacional de Usuarios de los Servicios Públicos, me dirijo a ustedes para formularles la siguiente petición:

PETICIONES:
1. Se revise las dos últimas facturaciones y ajuste la cuenta de la línea arriba señalada, ya que se han presentado incrementos exagerados, sin ninguna justificación, esta línea es utilizada desde el mes de octubre por una familia que reside en el inmueble ubicado en la Carrera 12 No. 115-XX apartamento 608, que generalmente .....

2. Se facture el servicio de telefono......
3. Se cambie el número telefónico ya que existen interferencias y se vienen cruzando las líneas desde hace varios días lo que ha dificultado la utilización de esta línea.

4. (Señalar las demás peticiones de manera precisa) 
FUNDAMENTOS DE LAS PETICIONES

Las peticiones señaladas anteriormente tienen como fundamento las siguientes razones:

PRUEBAS

Solicito que se tengan como pruebas de las peticiones formuladas los documentos siguientes:

1. Señalar las pruebas

      Igualmente solicitito se realice la visita técnica a la que alude el artículo 53 del decreto 1842/91, para verificar los hechos motivo de esta reclamación.

FACULTAD ESPECIAL 

Como quiera que la presente reclamación la formulo  en calidad de usuario de.... debe darse especial aplicación  a la facultad conferida  por el artículo 48 del decreto 1842 de 1991 en el  sentido de no exigir la cancelación hasta tanto no se practiquen las visitas y las pruebas de  carácter técnico  que se requieran  para verificar los motivos causantes de este reclamo, tal como los dispone perentoriamente la disposición en mención. 

NOTIFICACIONES

Recibo notificaciones en la siguiente dirección:

Dirección (Ciudad)

Atentamente,

Nombre 

Firma 

Identificación 

Con copia Personería Distrital o Municipal (encargados de vigilar el derecho de petición)



MODELO 

CONTRATO DE TRABAJO A TERMINO INDEFINIDO PARA VIGILANTES

Nombre del empleador (Nombre de la propiedad Horizontal )domicilio del empleador (Dirección de la propiedad Horizontal) nombre del trabajador (nombre completo del trabajador) dirección del trabajador (dirección de residencia) lugar (ciudad de residencia), fecha de nacimiento y nacionalidad (fecha exacta) oficio que desempeñará el trabajador (celador o vigilante) salario (monto básico establecido)  pagadero por (modo de pago quincenal o mensual) fecha de iniciación de labores (fecha exacta) lugar donde desempeñará las labores( sitio de trabajo, dirección y nombre de la propiedad horizontal), ciudad donde ha sido contratado el trabajador (Ciudad, Municipio y Departamento). 

Entre el empleador y el trabajador, de las condiciones ya dichas, identificados como aparece al pie de sus firmas, se ha celebrado el presente contrato individual de trabajo, regido además por las siguientes cláusulas: Primera. El empleador contrata los servicios personales del trabajador y éste se obliga: a) A poner al servicio del empleador toda su capacidad normal de trabajo, en forma exclusiva en el desempeño de las funciones propias del oficio mencionado y en las labores anexas y complementarias del mismo, de conformidad con las órdenes e instrucciones que le imparta el empleador o sus representantes, y b) A no prestar directa ni indirectamente servicios laborales a otros emplea- dores, ni a trabajar por cuenta propia en el mismo oficio, durante la vigencia de este contrato. Segunda. El empleador pagará al trabajador por la prestación de sus servicios el salario indicado, pagadero en las oportunidades también señaladas arriba. Dentro de este pago se encuentra incluida la remuneración de los descansos dominicales y festivos de que tratan los capítulos] y II de! título VII del Código Sustantivo del Trabajo. Se aclara y se conviene que en los casos en los que el trabajador devengue comisiones o cualquiera otra modalidad de salario variable, el 82,5% de dichos ingresos, constituye remuneración ordinaria, y el 17.5% restante está destinado a remunerar el descanso en los días dominicales y festivos de que tratan los capítulos I y II del título VIII del Código Sustantivo del Trabajo. Tercera. Todo trabajo suplementario o en horas extras y todo trabajo en día domingo o festivo en los que legalmente debe conceder. se descanso, se remunerará conforme a la ley, así como los correspondientes recargos nocturnos. Para el reconocimiento y pago del trabajo suplementario, dominical o festivo el empleador o sus representantes deben autorizarlo previamente por escrito. Cuando la necesidad de este trabajo se presente de manera imprevista o inaplazable, deberá ejecutarse y darse cuenta de él por escrito, a la mayor brevedad, al empleador o a sus representantes. El empleador, en consecuencia, no reconocerá ningún trabajo suplementario o en días de descanso legalmente obligatorio que no haya sido autorizado previamente o avisado in- mediatamente, como queda dicho. Cuarta. El trabajador se obliga a laborar la jornada ordinaria en los turnos y dentro de las horas señaladas por el empleador, pudiendo hacer éste ajustes o cambios de horario cuando lo estime conveniente. Por el acuerdo expreso o tácito de las partes, podrán repartirse las horas de la jornada ordinaria en la forma prevista en el artículo 164 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 23 de la Ley 50 de 1990, teniendo en cuenta que los tiempos de descanso entre las secciones de la jornada no se computan dentro de la misma, según el artículo 167 del ya mencionado Código Sustantivo de Trabajo. Quinta. Los primeros dos meses del presente contrato se consideran como período de prueba y, por con- siguiente, cualquiera de las partes podrá terminar el contrato unilateralmente, en cualquier momento durante dicho período. Vencido éste, la duración del contrato será indefinida, mientras subsistan las causas que le dieron origen y la materia del trabajo; no obstante el trabajador podrá dar por terminado este contrato mediante aviso escrito al empleador con antelación no inferior a treinta (30) días. En caso de no dar el trabajador el aviso, o darlo tardíamente, deberá al empleador una indemnización equivalente a treinta (30) días de salario o proporcional al tiempo faltante, deducible de sus prestaciones sociales; este descuento se depositará a órdenes del juez, todo de conformidad con el numeral 5o del artículo 6o de la Ley 50 de 1990, que modificó el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo. Sexta. Son justas causas para dar por terminado unilateralmente este contrato por cualquiera de las partes, las enumeradas en el artículo 7o del Decreto 2351 de 1965; y, además, por parte del empleador, las faltas que para el efecto se califiquen como graves en el espacio reservado para cláusulas adicionales en el presente contrato. Séptima. Los instrumentos especiales de trabajo que se suministran al trabajador, tales como armas, uniformes, relojes, teléfonos, etc.  deberán ser conservados por el trabajador y devueltos a la empresa a la terminación del contrato de trabajo. El trabajador sólo podrá tener en su lugar de trabajo, el arma de dotación que le suministre la empresa, debiendo hacer uso responsable de la misma. Habida cuenta del peligro que representa el porte de armas de fuego, el trabajador está obligado a evitar todo uso indebido de la misma, pues el vigilante, como cualquier ciudadano, está obligado a responder ante la ley por los abusos cometidos con armas de fuego. Octava. Las partes podrán convenir que el trabajo se preste en lugar distinto del inicialmente con- tratado, siempre que tales traslados no desmejoren las condiciones laborales o de remuneración del trabajador, o impliquen perjuicios para él. Los gastos que se originen con el traslado serán cubiertos por el empleador de conformidad con el numeral  8º del artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo. El trabajador se obliga a aceptar los cambios de oficio que decida el empleador dentro de poder subordinante, siempre que se respeten las condiciones laborales del trabajador y no se le causen perjuicios. Todo ello sin que se afecte el honor,  la dignidad y los derechos mínimos del trabajador, de conformidad con el artículo 23 del Código  Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 1º de la Ley 50 de 1990. Novena. Este contrato ha sido redactado estrictamente de acuerdo con la ley y la jurisprudencia y será interpretado buena fe y en consonancia con el Código Sustantivo  del Trabajo cuyo objeto, definido en su artículo 1º, es lograr la justicia en las relaciones entre empleadores y trabajadores dentro de un espíritu coordinación económica y equilibrio social. Décima. El presente contrato remplaza en su integridad y deja sin efecto alguno cualquiera otro contri verbal o escrito celebrado entre las partes con anterioridad. Las modificaciones que se acuerden al presente contrato se anotarán a continuación  de su texto. (CLAUSULAS ADICIONALES). Para constancia se firma en dos ejemplares del mismo tenor y valor, ante testigos,  en la ciudad y fecha que se indican a continuación :

CIUDAD y FECHA 

MODELO 

DICTAMEN REVISOR FISCAL

Señores 

NOMBRE DE LA COPROPIEDAD 

(Ciudad )

He auditado el balance general consolidado de la Propiedad horizontal al día 31 de diciembre del año (señalar el año auditado) y el correspondiente estado consolidado de resultados, de cambios de patrimonio de los copropietarios, de cambios de la situación financiera y de flujo de efectivo del año terminado en esa fecha. Los estados financieros consolidados del año (año auditado) que se presentan con fines comparativos fueron examinados por otro contador público quien emitió un informe sin salvedad ( con salvedad, abstención de opinión)  sobre los mismos el día ...del mes de .; del año ...Los estados financieros consolidados que se acompañan fueron preparados por la administración y es mi deber auditarlos y expresar una opinión sobre ellos. El trabajo se realizo de acuerdo con normas de auditoria generalmente aceptados. Estas normas requieren que planee y efectúe la auditoría para cerciorarme de que los estados financieros reflejan razonablemente la situación financiera y los resultados de las operaciones del ejercicio. La auditoría de estados financieros implica, entre otras cosas, hacer un examen con base en pruebas selectivas de la evidencia que respalda las cifras, las revelaciones en los estados financieros, y evaluar los principios de contabilidad utilizados, las estimaciones contables hechas por la administración, y la presentación de los estados financieros en conjunto. considero que el auditaje provee una base razonable para expresar mi opinión sobre los estados financieros. En mi opinión, con sujeción a los asuntos relevantes que hubiera podido conocer por haber recibido los informes de los otros contadores públicos sobre los estados financieros de la Copropiedad, dichos estados financieros consolidados, presentan razonablemente la situación financiera de (nombre de la copropiedad) al día ...del mes de , del año 2... y los resultados consolidados de sus operaciones, de cambios en el patrimonio de los copropietarios, de cambios en la situación financiera y de flujo de efectivo del año terminado en esa fecha, de conformidad con principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. 

Firma del Revisor Fiscal: _____________________________________________

    Matrícula 

Fecha: ___________________________

NORMAS APLICABLES 

PROPIEDAD HORIZONTAL 

LEY 43 DE 1990

(diciembre 13)

“Por la cual se adiciona la Ley 145 de 1960, reglamentaria de la profesión  de Contador Público y se dictan otras disposiciones".

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

CAPITULO PRIMERO

De la profesión de Contador Público.

Artículo 1o. Del Contador Público. Se entiende por Contador Público la persona natural que, mediante la inscripción que acredite su competencia profesional en los términos de la presente Ley, está facultada para dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, dictaminar sobre estados financieros, y realizar las demás actividades relacionadas con la ciencia contable en general. La relación de dependencia laboral inhabilita al Contador para dar fe pública sobre actos que interesen a su empleador. Esta inhabilidad no se aplica a los revisores fiscales, ni a los Contadores Públicos que presten sus servicios a sociedades que no estén obligadas, por la ley o por estatutos, a tener revisor fiscal. 

Artículo 2o. De las actividades relacionadas con la ciencia contable en general. Para los efectos de esta ley se entienden por actividades relacionadas con la ciencia contable en general todas aquellas que implican organización, revisión y control de contabilidades, certificaciones y dictámenes sobre estados financieros, certificaciones que se expidan con fundamentos en los libros de contabilidad, revisoría fiscal prestación de servicios de auditoría, así como todas aquellas actividades conexas con la naturaleza de la función profesional del Contador Público, tales como: la asesoría tributaria, la asesoría gerencial, en aspectos contables y similares. 

Parágrafo 1o. Los Contadores Públicos y las sociedades de Contadores Públicos quedan facultadas para contratar la prestación de servicios de las actividades relacionadas con la ciencia contable en general y tales servicios serán prestados por Contadores Públicos o bajo su responsabilidad. 

Parágrafo 2o. Los Contadores Públicos y las sociedades de Contadores Públicos no podrán, por si mismas o por intermedio de sus empleados, servir de intermediarias en la selección y contratación de personal que se dedique a las actividades relacionadas con la ciencia contable en general en las empresas que utilizan sus servicios de revisoría fiscal o de auditoría externa. 

Artículo 3o. De la inscripción del Contador Público. La inscripción como Contador Público se acreditará por medio de una tarjeta profesional que será expedida por la Junta Central de Contadores. 

Parágrafo 1o. A partir de la vigencia de la presente ley, para ser inscrito como Contador Público es necesario ser nacional colombiano en ejercicio de los derechos civiles, o extranjeros domiciliado en Colombia con no menos de tres (3) años de anterioridad a la respectiva solicitud de inscripción y que reúna los siguientes requisitos: 

a) Haber obtenido el título de Contador Público en una universidad colombiana autorizada por el gobierno para conferir tal título, de acuerdo con las normas reglamentarias de la enseñanza universitaria de la materia, además de acreditar experiencia en actividades relacionadas con la ciencia contable en general no inferior a un (1) año y adquirida en forma simultánea con los estudios universitarios o posteriores a ellos. 

b) O haber obtenido dicho título de Contador Público o de una denominación equivalente, expedida por instituciones extranjeras de países con los cuales Colombia tiene celebrados convenios sobre reciprocidad de títulos y refrendado por el organismo gubernamental autorizado para tal efecto. 

Parágrafo 2o. Dentro de los doce meses siguientes a la vigencia de esta ley, la Junta Central de Contadores deberá haber producido y entregado la tarjeta profesional a los Contadores Públicos que estén inscritos como tales, a la fecha de vigencia de la presente ley, quienes podrán continuar ejerciendo la profesión conforme a las normas anteriores, hasta tanto no le expida el nuevo documento. Las solicitudes de inscripción presentadas con anterioridad a la vigencia de esta ley deberán ser resueltas dentro de los tres meses siguientes a la vigencia de esta ley so pena de incurrir en causal de mala conducta por parte de quienes deben ejercer la función pública en cada caso. 

Parágrafo 3o. En todos los actos profesionales, la firma del Contador Público deberá ir acompañado del número de su tarjeta profesional. 

Artículo 4o. De las sociedades de Contadores Públicos. Se denominan "Sociedades de Contadores Públicos", a la persona jurídica que contempla como objeto principal desarrollar por intermedio de sus socios y de sus dependientes o en virtud de contratos con otros Contadores Públicos, prestación de los servicios propios de los mismos y de las actividades relacionadas con la ciencia contable en general señaladas en esta ley. En las sociedades de Contadores Públicos, el 80% o más de los socios deberán tener la calidad de Contadores Públicos y su representante legal será un Contador Público, cuando todos los socios tengan tal calidad. 

Artículo 5o. De la vigilancia estatal. Las sociedades de Contadores Públicos estarán sujetas a la vigilancia de la Junta Central de Contadores. 

Artículo 6o. De los principios de contabilidad generalmente aceptados. Se entiende por principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, el Conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente, sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas. 

Artículo 7o. De las normas de auditoría generalmente aceptadas. Las normas de auditoría generalmente aceptadas, se relacionan con las cualidades profesionales del Contador Público, con el empleo de su buen juicio en la ejecución de su examen y en su informe referente al mismo. Las normas de auditoría son las siguientes:  

1. Normas Personales.  

a) El examen debe ser ejecutado por personas que tengan entrenamiento adecuado y estén habilitadas legalmente para ejercer la Contaduría Pública en Colombia. 

b) El Contador Público debe tener independencia mental en todo lo relacionado con su trabajo, para garantizar la imparcialidad y objetividad de sus juicios. 

c) En la ejecución de su examen y en la preparación de sus informes, debe proceder con diligencia profesional.

2. Normas relativas a la ejecución del trabajo.

a) El trabajo debe ser técnicamente planeado y debe ejercerse una supervisión apropiada sobre los asistentes, si los hubiere. 

b) Debe hacerse un apropiado estudio y una evaluación del sistema de control interno existente, de manera que se pueda confiar en él como base para la determinación de la extensión y oportunidad de los procedimientos de auditoría. 

c) Debe obtenerse evidencia válida y suficiente por medio del análisis, inspección, observación, interrogación, confirmación y otros procedimientos de auditoría, con el propósito de allegar bases razonables para el otorgamiento de un dictamen sobre los Estado Financieros sujetos a revisión.

3. Normas relativas a la rendición de informes.  

a) Siempre que el nombre de un Contador Público sea asociado con estados financieros, deberá expresar de manera clara e inequívoca la naturaleza de su relación con tales estados. Si practicó un examen de ellos, el Contador Público deberá expresar claramente el carácter de su examen, su alcance y su dictamen profesional sobre lo razonable de la información contenida en dichos estados financieros. 

b) El informe debe contener indicación sobre si los estados financieros están presentados de acuerdo con principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. 

c) El informe debe contener indicación sobre si tales principios han sido aplicados de manera uniforme en el período corriente en relación con el período anterior. 

d) Cuando el Contador Público considere necesario expresar salvedades sobre algunas de las afirmaciones genéricas de su informe y dictamen, deberá expresarlas de manera clara e inequívoca, indicando a cuál de tales afirmaciones se refiere y los motivos e importancia de la salvedad en relación con los estados financieros tomados en conjunto. 

e) Cuando el Contador Público considere no estar en condiciones de expresar un dictamen sobre los estados financieros tomados en conjunto deberá manifestarlo explícita y claramente. 

Parágrafo . Cuando fuera necesario, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, complementará y actualizará las normas de auditoría de aceptación general, de acuerdo con las funciones señaladas para este organismo en la presente ley.  

CAPITULO SEGUNDO  

Del ejercicio de la profesión.  

Artículo 8o. De las normas que deben observar los Contadores Públicos. Los Contadores Públicos están obligados a: 

1. Observar las normas de ética profesional. 

2. Actuar con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas. 

3. Cumplir las normas legales vigentes, así como las disposiciones emanadas de los organismos de vigilancia y dirección de la profesión. 

4. Vigilar que el registro e información contable se fundamente en principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. 

Artículo 9o. De los papeles de trabajo. Mediante papeles de trabajo, el Contador Público dejará constancia de las labores realizadas para emitir su juicio profesional. Tales papeles, que son propiedad exclusiva del Contador Público, se preparan conforme a las normas de auditoría generalmente aceptadas. 

Parágrafo . Los papeles de trabajo podrán ser examinados por las entidades estatales y por los funcionarios de la Rama Jurisdiccional en los casos previstos en las leyes. Dichos papeles están sujetos a reserva y deberán conservarse por un tiempo no inferior a cinco (5) años, contados a partir de la fecha de su elaboración. 

Artículo 10. De la fe pública. La atestación o firma de un Contador Público en los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, lo mismo que a los estatutarios en casos de personas jurídicas. Tratándose de balances, se presumirá además que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que éstos se ajustan a las normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la correspondiente situación financiera en la fecha del balance. 

Parágrafo . Los Contadores Públicos, cuando otorguen fe pública en materia contable, se asimilarán a funcionarios públicos para efectos de las sanciones penales por los delitos que cometieren en el ejercicio de las actividades propias de su profesión, sin perjuicio de las responsabilidades de orden civil que hubiere lugar conforme a las leyes. 

Artículo 11. Es función privativa del Contador Público expresar dictamen profesional e independiente o emitir certificaciones sobre balances generales y otros estados financieros. Artículo 12. A partir de la vigencia de la presente ley, la elección o nombramiento de empleados o funcionarios públicos, para el desempeño de cargos que impliquen el ejercicio de actividades técnico-contables, deberá recaer en Contadores Públicos. La violación de lo dispuesto es este artículo conllevará la nulidad del nombramiento o elección y la responsabilidad del funcionario o entidad que produjo el acto.  

Artículo 13. Además de lo exigido por las leyes anteriores, se requiere tener la calidad de Contador Público en los siguientes casos:  

1. Por razones del cargo.  

a) Para desempeñar las funciones de revisor fiscal, auditor externo, auditor interno en toda clase de sociedades, para las cuales la ley o el contrato social así lo determinan. 

b) En todos los nombramientos que se hagan a partir de la vigencia de la presente ley para desempeñar el cargo de jefe de contabilidad, o su equivalente, auditor interno, en entidades privadas y el de visitadores en asuntos técnico-contables de la Superintendencia Bancaria, de Sociedades, Dancoop, subsidio familiar, lo mismo que la Comisión Nacional de Valores y de la Dirección General de Impuestos Nacionales o de las entidades que la sustituyan. 

c) Para actuar como perito en controversias de carácter técnico- contable, especialmente en diligencia sobre exhibición de libros, juicios de rendición de cuentas, avalúo de intangibles patrimoniales, y costo de empresas en marcha. 

d) Para desempeñar el cargo de decano en facultades de Contaduría Pública. 

e) Para dar asesoramiento técnico-contable ante las autoridades, por vía gubernativa, en todos los asuntos relacionados con aspectos tributarios, sin perjuicio de los derechos que la ley otorga a los abogados.  

2. Por la razón de la naturaleza del asunto.  

a) Para certificar y dictaminar sobre los balances generales y otros estados financieros y atestar documentos de carácter técnico-contable destinados a ofrecer información sobre actos de transformación y fusión de sociedades, en los concordatos preventivos, potestativos y obligatorios y en las quiebras. 

b) Para certificar y dictaminar sobre balances generales y otros estados financieros de personas jurídicas o entidades de creación legal, cuyos ingresos brutos durante el año inmediatamente anterior y/o cuyos activos brutos el 31 de diciembre de ese año sea o excedan al equivalente de 5.000 salarios mínimos. Así mismo para dictaminar sobre balances generales y otros estados financieros de personas naturales, jurídicas, de hecho o entidades de creación legal, solicitante de financiamiento superiores al equivalente de 3.000 salarios mínimos ante entidades crediticias de cualquier naturaleza y durante la vigencia de la obligación. 

c) Para certificar y dictaminar sobre los estados financieros de las empresas que realicen ofertas públicas de valores, las que tengan valores inscritos en bolsa y/o las que soliciten inscripción de sus acciones en bolsa. 

d) Para certificar y dictaminar sobre estados financieros e información adicional de carácter contable, incluida en los estudios de proyectos de inversión, superiores al equivalente a 10.000 salarios mínimos. 

e) Para certificar y dictaminar sobre los balances generales y otros estados financieros y atestar documentos contables que deban presentar los proponentes a intervenir en licitaciones públicas, abiertas por instituciones o entidades de creación legal, cuando el monto de la licitación sea superior al equivalente a dos mil salarios mínimos. 

f) Para todos los demás casos que señala la ley. 

Parágrafo 1o. Se entiende por activo bruto, el valor de los activos determinados de acuerdo con principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. 

Parágrafo 2o. Será obligatorio tener revisor fiscal en todas las sociedades comerciales, de cualquier naturaleza, cuyos activos brutos al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior sean o excedan el equivalente de cinco mil salarios mínimos y/o cuyos ingresos brutos durante el año inmediatamente anterior sean o excedan al equivalente a tres mil salarios mínimos.  

CAPITULO TERCERO

  TITULO PRIMERO  

De la vigilancia y dirección de la profesión.

 Artículo 14 . De los órganos de la profesión. Son órganos de la profesión los siguientes: 

1. La Junta Central de Contadores. 

2. El Consejo Técnico de la Contaduría Pública.  

TITULO SEGUNDO  

Junta Central de Contadores.  

Artículo 15. De la naturaleza. La Junta Central de Contadores, creada por medio de el Decreto legislativo número 2373 de 1956, será un unidad administrativa dependiente del Ministerio de Educación Nacional. Artículo 16. De la composición. La Junta Central de Contadores será el tribunal disciplinario de la profesión y estará integrada por ocho (8) miembros así: 

1. El Ministro de Educación Nacional o su delegado. 

2. El Presidente de la Comisión Nacional de Valores o su delegado. 

3. El Superintendente de Sociedades o su delegado. 

4. El Superintendente Bancario o su delegado.

5. Un representante de la Asociación Colombiana de Universidades o la entidad que le sustituya, con su suplente. 

6. Un representante de la Asociación Colombiana de Facultades de Contaduría Pública, Asfacop, o la entidad que la sustituya con su suplente. 

7. Dos representantes de los Contadores Públicos con sus suplentes. Parágrafo . Los delegados de los funcionarios antes mencionados deberán tener la calidad de Contadores Públicos, con la excepción del delegado del Ministro de Educación Nacional. 

Artículo 17. De las elecciones. Para la elección de los representantes de los Contadores Públicos se procederá así:  

1. Cada agremiación con personería jurídica designará un delegado y uno más por cada doscientos (200) afiliados activos, quienes deberán ser Contadores Públicos debidamente inscritos ante la Junta Central de Contadores. 

2. La elección de los miembros a que alude este aparte se hará en asamblea celebrada en el mes de noviembre, previamente convocada cada dos (2) años por la Junta Central de Contadores. Si no se reuniere el quórum necesario para deliberar, la Junta Central de Contadores convocará a una nueva sesión que deberá efectuarse dentro de los quince (15) días siguientes. En tal oportunidad la asamblea podrá decidir por mayoría, cualquiera que fuere el número de asistentes. 

3. Habrá quórum para deliberar cuando se encuentren representadas por lo menos la mitad más una de las agremiaciones, debidamente inscrita, para el efecto, ante la Junta Central de Contadores. 

4. Las decisiones se adoptarán por la mayoría absoluta de los presentes. 

5. Las elecciones se harán en presencia de un delegado de la Junta Central de Contadores, quien presidirá la asamblea y deberá absolver las consultas que se le formulen al respecto. 

Artículo 18. Del período. Los miembros de la Junta Central de Contadores a quienes se refieren los numerales 5o., 6o. y 7o. del artículo 16 tendrá un período de dos (2) años, contados desde el mes de enero siguiente a la fecha de su designación y no podrán ser reelegidos por más de un período. Artículo 19. De las inhabilidades. Respecto de los miembros de la Junta Central de Contadores obran las mismas causales de inhabilidad, impedimento y recusación señaladas para los funcionarios de la Rama Jurisdiccional del Poder Público. 

Artículo 20. De las funciones. Son funciones de la Junta Central de Contadores:  

1. Ejercer la inspección y vigilancia, para garantizar que la Contaduría Pública sólo sea ejercida por Contador Público debidamente inscritos y que quienes ejerzan la profesión de Contador Público, lo haga de conformidad con las normas legales, sancionando en los términos de la ley, a quienes violen tales disposiciones. 

2. Efectuar la inscripción de Contadores Públicos, suspenderla, o cancelarla cuando haya lugar a ello, así mismo llevar su registro. 

3. Expedir, a costa del interesado, la tarjeta profesional y su reglamentación, las certificaciones que legalmente esté facultada para expedir. 

4. Denunciar ante autoridades competentes a quien se identifique y firme como Contador Público sin estar inscrito como tal. 

5. En general hacer que se cumplan las normas sobre ética profesional. 

6. Establecer Juntas Seccionales y delegar en ellas las funciones señaladas en los numerales 4 y 5 de este artículo y las demás que juzgue conveniente para facilitar a los interesados que residan fuera de la capital de la República el cumplimiento de los respectivos requisitos. 

7. Darse su propio reglamento de funcionamiento interno. 

8. Las demás que le confieran las leyes. Parágrafo. El valor de las certificaciones serán fijados por la Junta.  

Artículo 21. De los empleados. La Junta Central de Contadores tendrá los empleados que fueren necesarios, de libre nombramiento y remoción de la misma, los sueldos y demás gastos de la Junta Central de Contadores, serán incluidos dentro del presupuesto del Ministerio de Educación. 

Artículo 22. De las decisiones. Las decisiones de la Junta Central de Contadores sujetas a los recursos establecidos en el Código Contencioso Administrativo, se adoptarán con el voto favorable de las 3/4 partes de sus miembros. Las demás decisiones se aprobarán por mayoría absoluta de sus miembros. 

Artículo 23. De las sanciones. La Junta Central de Contadores podrá imponer las siguientes sanciones: 

1. Amonestaciones en el caso de fallas leves. 

2. Multas sucesivas hasta de cinco salarios mínimos cada una. 

3. Suspensión de la inscripción. 

4. Cancelación de la inscripción. 

Artículo 24. De las multas. Se aplicará esta sanción cuando la falta no conlleve la comisión de delito o violación grave de la ética profesional. El monto de las multas que imponga la Junta Central de Contadores, será proporcional a la gravedad de las faltas cometidas. Dichas multas se decretarán en favor del Tesoro Nacional. 

Artículo 25. De la suspensión. Son causales de suspensión de la inscripción de un Contador Público hasta el término de un (1) año, las siguientes: 

1. La enajenación mental, la embriaguez habitual u otro vicio o incapacidad grave judicialmente declarado, que lo inhabilite temporalmente para el correcto ejercicio de la profesión. 

2. La violación manifiesta de las normas de ética profesional. 

3. Actuar con manifiesto quebrantamiento de las normas de auditoría generalmente aceptadas. 

4. Desconocer flagrantemente las normas jurídicas vigentes sobre la manera de ejercer la profesión. 

5. Desconocer flagrantemente los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia como fuente de registro e informaciones contables. 

6. Incurrir en violación de la reserva comercial de los libros, papeles e informaciones que hubiere conocido en el ejercicio de la profesión.

7. Reincidir por tercera vez en causales que den lugar a imposición de multas. 8. Las demás que establezcan las leyes. 

Artículo 26. De la cancelación. Son causales de cancelación de la inscripción de un Contador Público las siguientes: 

1. Haber sido condenado por delito contra la fe pública, contra la propiedad, la economía nacional o la administración de justicia, por razón del ejercicio de la profesión. 

2. Haber ejercido la profesión durante el tiempo de suspensión de la inscripción. 

3. Ser reincidente por tercera vez en sanciones de suspensión por razón del ejercicio de la Contaduría Pública. 

4. Haber obtenido la inscripción con base en documentos falsos, apócrifos o adulterados. 

Parágrafo 1o. Se podrá cancelar el permiso de funcionamiento de las Sociedades de Contadores Públicos en los siguientes casos: 

a) Cuando por grave negligencia o dolo de la firma, sus socios o los dependientes de la compañía, actuaren a nombre de la sociedad de Contadores Públicos y desarrollaren actividades contrarias a la ley o a la ética profesional. 

b) Cuando la sociedad de Contadores Públicos desarrolle su objeto sin cumplir los requisitos establecidos en esta misma ley. Para la aplicación de las sanciones previstas en este artículo, se seguirá el mismo procedimiento establecido en el artículo 28 de la presente ley. Y los pliegos de cargos y notificaciones a que haya lugar se cumplirán ante el representante legal de la sociedad infractora. 

Parágrafo 2o. La sanción de cancelación al Contador Público podrá ser levantada a los diez (10) años o antes, si la Justicia Penal rehabilitare al condenado. 

Artículo 27. A partir de la vigencia de la presente ley, únicamente la Junta Central de Contadores podrá imponer sanciones disciplinarias a los Contadores Públicos. 

Artículo 28. Del proceso. El proceso sancionador se tramitará así: 

a) Las investigaciones correspondientes se iniciarán de oficio o previa denuncia escrita por la parte interesada que deberá ratificarse bajo juramento. 

b) Dentro de los diez (10) días siguientes correrá el pliego de cargos, cumplidas las diligencias previas y allegadas las pruebas pertinentes a juicio de la Junta Central de Contadores, cuando se encontrare fundamento para abrir la investigación: 

c) Recibido el pliego, el querellado dispondrá de veinte (20) días para contestar los cargos y para solicitar las pruebas, las cuales se practicarán los treinta (30) días siguientes; y 

d) Cumplido lo anterior se proferirá la correspondiente resolución por la Junta Central de Contadores. Contra la providencia sólo procede el recurso de reposición, agotándose así la vía gubernativa salvo los casos de suspensión y cancelación, que serán apelables para ante el Ministro de Educación Nacional. 

Parágrafo . Tanto la notificación de pliego de cargos, como de la resolución de la Junta Central de Contadores, deberá hacerse personalmente dentro de los treinta (30) días siguientes. Cuando no fuere posible hallar al inculpado para notificarle personalmente el auto respectivo, la notificación se hará por edicto, que se fijará durante diez (10) días en la Secretaría de la Junta.  

TITULO TERCERO 

 Del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

Artículo 29. De la naturaleza. El Consejo Técnico de la Contaduría Pública es un organismo permanente, encargado de la orientación técnica-científica de la profesión y de la investigación de los principios de contabilidad y normas de auditoría de aceptación general en el país. 

Parágrafo 1o. Los gastos de funcionamiento que demanda el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, estarán a cargo de la Junta Central de Contadores. 

ARTICULO 30. De los miembros. El Consejo Técnico de la Contaduría Pública estará formado por ocho (8) miembros, así: 

1. Un representante del Ministro de Educación Nacional. 

2. Un representante del Superintendente de Sociedades. 

3. Un representante del Superintendente Bancario. 

4. Un representante del Presidenta de la Comisión Nacional de Valores. 

5. Dos representantes de los decanos de las facultades de Contaduría del país . 

6. Dos representantes de los Contadores Públicos. Para ser miembro del Consejo Técnico se requiere ser Contador Público, así como acreditar experiencia profesional no inferior a diez (10) años. 

Artículo 31. De las elecciones. Los representantes de los decanos de las Facultades de Contaduría del país serán elegidos libremente por la mayoría absoluta de éstos. Para la elección de los representante de los Contadores Públicos se procederá así: 

1. Cada agremiación con personería jurídica designará un delegado y uno más por cada doscientos afiliados activos, quienes deberán ser Contadores Públicos debidamente inscritos. 

2. Habrá quórum para deliberar cuando se encuentren representadas por lo menos la mitad más una de las agremiaciones. 

3. Las decisiones se adoptarán por la mayoría absoluta de los presentes. La elección de los miembros a que alude este artículo se hará en asambleas celebradas en el mes de noviembre, previamente convocada cada dos (2) años por la Junta Central de Contadores. Si no se reuniere el quórum necesario para deliberar, la Junta convocará una nueva sesión que deberá efectuarse dentro de los quince (15) días siguientes. En tal oportunidad las asambleas podrán decidir por mayoría, cualquiera que fuere el número de asistentes. 

Artículo 32. Del período. Los miembros del Consejo Técnico de la Contaduría Pública serán nombrados para un período igual al de la Junta Central de Contadores y podrán ser reelegidos. Artículo 33. De las funciones. Son funciones del Consejo Técnico de la Contaduría Pública. 

1. Adelantar investigaciones técnico-científicas, sobre temas relacionados con los principios de contabilidad y su aplicación, y las normas y procedimientos de auditoría. 

2. Estudiar los trabajos técnicos que le sean presentados con el objeto de decidir sobre su divulgación y presentación en eventos nacionales e internacionales de la profesión. 

3. Servir de órgano asesor y consultor del Estado y de los particulares en todos los aspectos técnicos relacionados con el desarrollo y el ejercicio de la profesión. 

4. Pronunciarse sobre la legislación relativa a la aplicación de los principios de contabilidad y el ejercicio de la profesión. 

5. Designar sus propios empleados. 

6. Darse su propio reglamento. 

7. Las demás que le atribuyan las leyes. 

Artículo 34. De la sede. La sede del Consejo Técnico de la Contaduría Pública será la ciudad de Bogotá.  

CAPITULO CUARTO 

 TITULO PRIMERO 

 Código de ética profesional.  

Artículo 35. Las siguientes declaraciones de principios constituyen el fundamento esencial para el desarrollo de las normas sobre ética de la Contaduría Pública: La Contaduría Pública es una profesión que tiene como fin satisfacer necesidades de la sociedad, mediante la medición, evaluación, ordenamiento, análisis e interpretación de la información financiera de las empresas o los individuos y la preparación de informes sobre la correspondiente situación financiera, sobre los cuales se basan las decisiones de los empresarios, inversionistas, acreedores, demás terceros interesados y el Estado acerca del futuro de dichos entes económicos. El Contador Público como depositario de la confianza pública, da fe pública cuando con su firma y número de tarjeta profesional suscribe un documento en que certifique sobre determinados hechos económicos. Esta certificación, hará parte integral de lo examinado. El Contador Público, sea en la actividad pública o privada es un factor de activa y directa intervención en la vida de los organismos públicos y privados. Su obligación es velar por los intereses económicos de la comunidad, entendiéndose por ésta no solamente a las personas naturales o jurídicas vinculadas directamente a la empresa sino a la sociedad en general, y naturalmente, el Estado. La conciencia moral, la aptitud profesional y la independencia mental constituye su esencia espiritual. El ejercicio de la Contaduría Pública implica una función social especialmente a través de la fe pública que se otorga en beneficio del orden y la seguridad en las relaciones económicas entre el Estado y los particulares, o de éstos entre sí. 

Artículo 36. La sociedad en general y las empresas en particular son unidades económicas sometidas a variadas influencias externas; el Contador Público en el desarrollo de su actividad profesional deberá utilizar en cada caso los métodos de análisis y evaluación más apropiados para la situación que se presenta, dentro de los lineamientos dados por la profesión y podrá, además, recurrir a especialistas de disciplinas diferentes a la Contaduría Pública y a la utilización de todos los elementos que las ciencias y la técnica pone a su disposición. 

Artículo 37. En consecuencia, el Contador Público debe considerar y estudiar al usuario de sus servicios como ente económico separado que es, relacionarlo con las circunstancias particulares de su actividad, sean éstas internas o externas, con el fin de aplicar, en cada caso, las técnicas y métodos más adecuados para el tipo de ente económico y la clase de trabajo que se le ha encomendado, observando en todos los casos, los siguientes principios básicos de ética profesional: 

1. Integridad. 

2. Objetividad. 

3. Independencia. 

4. Responsabilidad. 

5. Confidencialidad. 

6. Observaciones de las disposiciones normativas. 

7. Competencia y actualización profesional. 

8. Difusión y colaboración. 

9. Respeto entre colegas. 

10. Conducta ética. Los anteriores principios básicos deberán ser aplicados por el Contador Público tanto en el trabajo más sencillo como en el más complejo, sin ninguna excepción. De esta manera, contribuirá al desarrollo de la Contaduría Pública a través de la práctica cotidiana de su profesión. Los principios de ética anteriormente enunciados son aplicables a todo Contador Público por el sólo hecho de serlo, sin importar la índole de su actividad o la especialidad que cultive, tanto en el ejercicio independiente o cuando actúe como funcionario o empleado de instituciones públicas o privadas, en cuanto sea compatible con sus funciones. La explicación de los principios básicos de ética profesional, es la siguiente: 

37.1 Integridad. El Contador Público deberá mantener incólume su integridad moral, cualquiera que fuere el campo de su actuación en el ejercicio profesional. Conforme a esto, se espera de él rectitud, probidad, honestidad, dignidad y sinceridad, en cualquier circunstancia. Dentro de este mismo principio quedan comprendidos otros conceptos afines que, sin requerir una mención o reglamentación expresa, puedan tener relación con las normas de actuación profesional establecidas. Tales conceptos pudieran ser los de conciencia moral, lealtad en los distintos planos, veracidad como reflejo de un realidad incontrastable, justicia y equidad con apoyo en el derecho positivo. 

37.2 Objetividad. La objetividad representa ante todo imparcialidad y actuación sin prejuicios en todos los asuntos que correspondan al campo de acción profesional del Contador Público. Lo anterior es especialmente importante cuando se trata de certificar, dictaminar u opinar sobre los estados financieros de cualquier entidad. Esta cualidad va unida generalmente a los principios de integridad e independencia y suele comentarse conjuntamente con esto. 

37.3 Independencia. En el ejercicio profesional, el Contador Público deberá tener y demostrar absoluta independencia mental y de criterio con respecto a cualquier interés que pudiere considerarse incompatible con los principios de integridad y objetividad, con respecto a los cuales la independencia, por las características peculiares de la profesión contable, debe considerarse esencial y concomitante. 

37.4 Responsabilidad. Sin perjuicio de reconocer que la responsabilidad, como principio de la ética profesional, se encuentra implícitamente comprendida en todas y cada una de las normas de ética y reglas de conducta del Contador Público, es conveniente y justificada su mención expresa como principio para todos los niveles de la actividad contable. En efecto, de ella fluye la necesidad de la sanción, cuyo reconocimiento en normas de ética, promueve la confianza de los usuarios de los servicios del Contador Público, compromete indiscutiblemente la capacidad calificada, requerida por el bien común de la profesión. 

37.5 Confidencialidad. La relación del Contador Público con el usuario de sus servicios es el elemento primordial en la práctica profesional. Para que dicha relación tenga pleno éxito debe fundarse en un compromiso responsable, leal y auténtico, el cual impone la más estricta reserva profesional. 

37.6 Observancia de las disposiciones normativas. El Contador Público deberá realizar su trabajo cumpliendo eficazmente las disposiciones profesionales promulgadas por el Estado y por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública aplicando los procedimientos adecuados debidamente establecidos. Además, deberá observar las recomendaciones recibidas de sus clientes o de los funcionarios competentes del ente que requiere sus servicios, siempre que éstos sean compatibles con los principios de integridad, objetividad e independencia, así como con los demás principios y normas de ética y reglas formales de conducta y actuación aplicables en las circunstancias. 

37.7 Competencia y actualización profesional. El Contador Público sólo deberá contratar trabajos para lo cual él o sus asociados o colaboradores cuenten con las capacidades e idoneidad necesaria para que los servicios comprometidos se realicen en forma eficaz y satisfactoria. Igualmente, el Contador Público, mientras se mantenga en ejercicio activo, deberá considerarse permanentemente obligado a actualizar los conocimientos necesarios para su actuación profesional y especialmente aquellos requeridos por el bien común y los imperativos del progreso social y económico. 

37.8 Difusión y colaboración. El Contador Público tiene la obligación de contribuir, de acuerdo con sus posibilidades personales, al desarrollo, superación y dignificación de la profesión, tanto a nivel institucional como en cualquier otro campo, que, como los de la difusión o de la docencia, le sean asequibles. Cuando quiera que sea llamado a dirigir instituciones para la enseñanza de la Contaduría Pública o a regentar cátedras en las mismas, se someterá a las normas legales y reglamentarias sobre la materia, así como a los principios y normas de la profesión y a la ética profesional. Este principio de colaboración constituye el imperativo social profesional. 

37.9 Respeto entre colegas. El Contador Público debe tener siempre presente que la sinceridad, la buena fe y la lealtad para con sus colegas son condiciones básicas para el ejercicio libre y honesto de la profesión y para convivencia pacífica, amistosa y cordial de sus miembros. 

37.10 Conducta ética. El Contador Público deberá abstenerse de realizar cualquier acto que pueda afectar negativamente la buena reputación o repercutir en alguna forma en descrédito de la profesión, tomando en cuenta que, por la función social que implica el ejercicio de su profesión, está obligado a sujetar su conducta pública y privada a los más elevados preceptos de la moral universal. 

Artículo 38. El Contador Público es auxiliar de la justicia en los casos que señala la ley, como perito expresamente designado para ello. También en esta condición el Contador Público cumplirá su deber teniendo en cuenta las altas miras de su profesión, la importancia de la tarea que la sociedad le encomienda como experto y la búsqueda de la verdad en forma totalmente objetiva. Artículo 39. El Contador Público tiene derecho a recibir remuneración por su trabajo y por el que ejecutan las personas bajo su supervisión y responsabilidad. Dicha remuneración constituye su medio normal de subsistencia y de contraprestación para el personal a su servicio. 

Artículo 40. Los principios éticos que rigen la conducta profesional de los Contadores Públicos no se diferencian sustancialmente de los que regulan la de otros miembros de la sociedad. Se distingue sí por las implicaciones sociales anteriormente indicadas. 

Parágrafo. La presente Ley comprende el conjunto de normas permanentes sobre ética a que deben ceñirse los Contadores Públicos inscritos ante la Junta Central de Contadores en el ejercicio de las funciones propias de la Contaduría Pública establecidas por las leyes y sus reglamentos.  

TITULO SEGUNDO  

De las relaciones del Contador Público con los usuarios de sus servicios.  

Artículo 41. El Contador Público en el ejercicio de las funciones de Revisor Fiscal y/o auditor externo, no es responsable de los actos administrativos de las empresas o personas a las cuales presta sus servicios. 

Artículo 42. El Contador Público rehusará la prestación de sus servicios para actos que sean contrarios a la moral y a la ética o cuando existan condiciones que interfieran el libre y correcto ejercicio de su profesión. 

Artículo 43. El Contador Público se excusará de aceptar o ejecutar trabajos para los cuales él o sus asociados no se consideren idóneas. 

Artículo 44. El Contador Público podrá interrumpir la prestación de sus servicios en razón de los siguientes motivos: 

a) Que el usuario del servicio reciba la atención de otro profesionales que excluya la suya. 

b) Que el usuario del servicio incumpla con las obligaciones convenidas con el Contador Público. 

Artículo 45. El Contador Público no expondrá al usuario de sus servicios a riesgos injustificados. 

Artículo 46. Siendo la retribución económica de los servicios profesionales un derecho, el Contador Público fijará sus honorarios de conformidad con su capacidad científica y/o técnica y en relación con la importancia y circunstancias en cada uno de los casos que le corresponda cumplir, pero siempre previo acuerdo por escrito entre el Contador Público y el usuario. 

Artículo 47. Cuando un Contador Público hubiere actuado como funcionario del Estado y dentro de sus funciones oficiales hubiere propuesto, dictaminado o fallado en determinado asunto, no podrá recomendar o asesorar personalmente a favor o en contra de las partes interesadas en el mismo negocio. Esta prohibición se extiende por el término de seis (6) meses contados a partir de la fecha de su retiro del cargo. 

Artículo 48. El Contador Público no podrá prestar servicios profesionales como asesor, empleado contratista a personas naturales o jurídicas a quienes haya auditado o controlado en su carácter de funcionario público o de Revisor Fiscal. Esta prohibición se extiende por el término de un año contado a partir de la fecha de su retiro del cargo. 

Artículo 49. El Contador Público que ejerza cualquiera de las funciones descritas en el artículo anterior, rehusará recomendar a las personas con las cuales hubiere intervenido, y no influirá para procurar que el caso sea resuelto favorablemente o desfavorablemente. Igualmente no podrá aceptar dádivas, gratificaciones o comisiones que puedan comprometer la equidad o independencia de sus actuaciones. 

Artículo 50. Cuando un Contador Público sea requerido para actuar como auditor externo, Revisor Fiscal, interventor de cuentas o árbitro en controversia de orden contable, se abstendrá de aceptar tal designación si tiene, con alguna de las partes, parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, primero civil, segundo de afinidad o si median vínculos económicos, amistad íntima o enemistad grave, intereses comunes o cualquier otra circunstancia que pueda restarle independencia u objetividad a sus conceptos o actuaciones. 

Artículo 51. Cuando un Contador Público haya actuado como empleado de una sociedad rehusará aceptar cargos o funciones de auditor externo o Revisor Fiscal de la misma empresa o de su subsidiaria y/o filiales por lo menos durante seis (6) meses después de haber cesado en sus funciones.  

TITULO TERCERO  

De la publicidad.  

Artículo 52. La publicidad debe hacerse en forma mesurada y los anuncios profesionales contendrán el nombre o razón social, domicilio, teléfono, especialidad, títulos o licencias respectivas. 

Artículo 53. El Contador Público no auspiciará en ninguna forma la difusión, por medio de la prensa, la radio, la televisión o cualquier otro medio de información, de avisos o de artículos sobre hechos no comprobados o que se presenten en forma que induzcan a error, bien sea por el contenido o los títulos con que se presentan los mismos o que ellos tiendan a demeritar o desacreditar el trabajo de otros profesionales.  

TITULO CUARTO  

Relaciones del Contador Público con sus colegas.  

Artículo 54. EL Contador Público debe tener siempre presente que el comportamiento con sus colegas no sólo debe regirse por la estricta ética, sino que debe estar animado por un espíritu de fraternidad y colaboración profesional y tener presente que la sinceridad, la buena fe y la lealtad son condiciones básicas para el libre y honesto ejercicio de la profesión. 

Artículo 55. Cuando el Contador Público tenga conocimiento de actos que atenten contra la ética profesional, cometidos por colegas, está en la obligación de hacerlo saber a la Junta Central de Contadores, aportando en cada caso las pruebas suficientes. 

Artículo 56. Todo disentimiento técnico entre Contadores Públicos deberá ser dirimido por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública y de otro tipo por la Junta Central de Contadores. 

Artículo 57. Ningún Contador Público podrá dictaminar o conceptuar sobre actos ejecutados o certificados por otro Contador Público que perjudique su integridad moral o capacidad profesional, si antes haber solicitado por escrito las debidas explicaciones y aclaraciones de quienes haya actuado en principio. 

Artículo 58. El Contador Público deberá abstenerse de formular conceptos u opiniones que en forma pública, o privada tiendan a perjudicar a otros Contadores Públicos, en su integridad personal, moral o profesional. 

Artículo 59. En los concursos para la prestación de servicios profesionales de un Contador Público o de Sociedades de Contadores, es legítima la competencia, en la medida que la adjudicación se deba a la calidad de los servicios del oferente. No será legítima ni leal cuando la adjudicación obedezca a reducciones posteriores al valor cotizado originalmente o al ofrecimiento gratuito se servicios adicionales o los cotizados. 

Artículo 60. Ningún Contador Público podrá sustraer la clientela de sus colegas por medios desleales. 

Artículo 61. Todo Contador Público que actúe ante un cliente por cuenta y orden de otro Contador Público, deberá abstenerse de recibir cualquier clase de retribución sin autorización expresa del Contador Público por cuya cuenta interviene. 

Artículo 62. El Contador Público no podrá ofrecer trabajo a empleados o socios de otros Contadores Públicos. Sin embargo, podrá contratar libremente a aquellas personas que por iniciativa propia le soliciten empleo.  

TITULO QUINTO  

El secreto profesional o confidencialidad.  

Artículo 63. El Contador Público está obligado a guardar la reserva profesional en todo aquello que conozca en razón del ejercicio de su profesión, salvo en los casos en que dicha reserva sea levantada por disposiciones legales. 

Artículo 64. Las evidencias del trabajo de un Contador Público, son documentos privados sometidos a reservas que únicamente pueden ser conocidos por terceros, previa autorización del cliente y del mismo Contador Público, o en los casos previstos por la ley. 

Artículo 65. El Contador Público deberá tomar las medidas apropiadas para que tanto el personal a su servicio, como las personas de las que obtenga consejo o asistencia, respeten fielmente los principios de independencia y de confidencialidad. 

Artículo 66. El Contador Público que se desempeñe como catedrático podrá dar casos reales de determinados asuntos, pero sin identificar de quién se trata. 

Artículo 67. El Contador Público está obligado a mantener la reserva comercial de los libros, papeles o informaciones de personas a cuyo servicio hubiere trabajado o de los que hubiere tenido conocimiento por razón del ejercicio del cargo o funciones públicas, salvo en los casos contemplados por disposiciones legales. 

Parágrafo. Las revelaciones incluidas, los estados financieros y en los dictámenes de los Contadores Públicos sobre los mismos, no constituyen violación de la reserva comercial, bancaria o profesional.  

TITULO SEXTO

De las relaciones del Contador Público con la Sociedad y el Estado

.  Artículo 68. Constituye falta contra la ética sin perjuicio de las sanciones administrativas, civiles o penales a que haya lugar, la presentación de documentos alterados o el empleo de recursos irregulares para el registro de títulos o para la inscripción de Contadores Públicos. 

Artículo 69. El certificado, opinión o dictamen expedido por un Contador Público, deberá ser claro, preciso y ceñido estrictamente a la verdad. 

Artículo 70. Para garantizar la confianza pública en sus certificaciones, dictámenes u opiniones, los Contadores Públicos deberán cumplir estrictamente las disposiciones legales y profesionales y proceder en todo tiempo en forma veraz, digna, leal y de buena fe, evitando actos simulados, así como prestar su concurso a operaciones fraudulentas o de cualquier otro tipo que tiendan a ocultar la realidad financiera de sus clientes, en perjuicio de los intereses del Estado o del patrimonio de particulares, sean estas personas naturales o jurídicas. 

Artículo 71. El Contador Público no permitirá la utilización de su nombre para encubrir a personas que ilegalmente ejerzan la profesión  

CAPITULO QUINTO  

Artículo 72. De los derechos adquiridos. Se respetan las situaciones jurídicas concretas y los derechos adquiridos por los Contadores Públicos inscritos ante la Junta Central de Contadores y por las sociedades que hayan obtenido la conformidad o autorización para el ejercicio de las actividades propias de la Contaduría Pública antes de la vigencia de la presente Ley. Además gozará de todas las garantías otorgadas en esta Ley. 

Artículo 73. El Gobierno Nacional procederá a dictar las normas a que haya lugar, con el único fin de evitar el desequilibrio entre el número de profesionales de la Contaduría y la demanda de servicios de tales profesiones dentro de los parámetros establecidos en la presente Ley. Para tal efecto intervendrá por mandato de la ley en los términos del ordinal 11 del artículo 76 de la Constitución Nacional, en todos los aspectos de formación profesional de la Contaduría Pública. 

Artículo 74. Para propósito de esta Ley, cuando se haga referencia a salario mínimo, se entenderá que es el salario mínimo mensual. 

Artículo 75. De la vigencia. Esta Ley rige desde su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  Dada en Bogotá, D.E., a los ... días del mes de ...de mil novecientos noventa (1990).  

CESAR GAVIRIA TRUJILLO  

El Presidente del honorable Senado de la República, AURELIO IRAGORRI HORMAZA  

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, HERNAN BERDUGO BERDUGO  

El Secretario General del honorable Senado de la República, Crispín Villazón de Armas.  

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, Silverio Salcedo Mosquera.  República de Colombia - Gobierno Nacional.

Publíquese y ejecútese. Bogotá, D.E., a 13 de diciembre de 1990.  

CESAR GAVIRIA TRUJILLO  

El Ministro de Educación Nacional, Alfonso Valdivieso Sarmiento.  

El Ministro de Desarrollo Económico, Ernesto Samper Pizano. 

LEY 746 

de julio 19 DE 2002
"POR LA CUAL SE REGULA LA TENENCIA Y REGISTRO DE PERROS POTENCIALMENTE PELIGROSOS"
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1°. Objeto y ámbito de aplicación. La presente ley tiene por objeto regular la tenencia de ejemplares caninos en las zonas urbanas y rurales del territorio nacional, con el fin de proteger la integridad de las personas, la salubridad pública y el bienestar del propio ejemplar canino. 

Artículo 2°. Adicionase al Libro 3, Título 4, del Código Nacional de Policía un capítulo nuevo del siguiente tenor: 

"CAPITULO XIII NUEVO"

De las contravenciones especiales con respecto a la tenencia de ejemplares caninos 
Artículo 108-A. La tenencia de ejemplares caninos en las viviendas urbanas y rurales requiere que las circunstancias de su alojamiento en el aspecto higiénico y sanitario, de alimentos y custodia, sean las adecuadas, y que no se produzca ninguna situación de peligro o incomodidad para los vecinos u otras personas en general, o para el propio animal. Artículo 108-B. Se permitirá la presencia de ejemplares caninos en los ascensores de edificios públicos y privados que, como guías acompañen a su propietario o tenedor. Para los demás ejemplares, será deber de la copropiedad reglamentar su permisibilidad. En las zonas comunes de propiedades horizontales o conjuntos residenciales, los ejemplares caninos deberán ir sujetos por medio de traílla, y provistos de bozal si es el caso específico de perros potencialmente peligrosos según las definiciones dadas por la presente ley. 

Artículo 108-C. En las vías públicas, en los lugares abiertos al público, y en el transporte público en que sea permitida su estancia, todos los ejemplares caninos deberán ser sujetos por su correspondiente traílla. En el caso de los ejemplares objeto de los artículos 108-E y 108-F de la presente ley, deberán portar además su correspondiente bozal y permiso. En caso de incumplimiento de las anteriores medidas preventivas, el animal será decomisado por las autoridades de policía, y el propietario será sancionado del siguiente modo: multa de cinco (5) salarios mínimos legales diarios por no portar la traílla; multa de diez (10) salarios mínimos legales diarios por no portar el bozal en el caso de los ejemplares definidos en los artículos 108-E y 108-F y multa de quince (15) salarios mínimos legales diarios por no portar el respectivo permiso en el caso de los ejemplares definidos en los artículos 108-E y 108-F. En caso de concurrencia de las contravenciones, las multas se aplicarán independientemente. Los gastos por la permanencia del animal en las perreras que el respectivo municipio determine correrán por cuenta de su propietario, el cual podrá retirarlo provisto de los preceptivos bozal y traílla, en un plazo máximo de diez (10) días contados a partir de la fecha de decomiso. Si el propietario no lo retira en el plazo establecido, el ejemplar se declarará en estado de abandono y se podrá proceder a su sacrificio eutanásico. 

Artículo 108-D. Queda prohibido dejar las deposiciones fecales de los ejemplares caninos en las vías, parques o lugares públicos. Los propietarios o tenedores de los ejemplares caninos son responsables de recoger convenientemente los excrementos y depositarlos en bolsas de basura domiciliaria, o bien en aquellos lugares que para tal efecto destine la autoridad municipal. Parágrafo. Los propietarios o tenedores de ejemplares caninos que no recojan los excrementos en los lugares señalados en el inciso anterior, tendrán como sanción impuesta por la autoridad municipal competente, multa de cinco (5) salarios mínimos diarios legales vigentes o sanción de uno (1) a cinco (5) fines de semana de trabajo comunitario consistente en limpieza de los lugares que la respectiva alcaldía municipal defina. En caso de renuencia, se impondrá arresto inconmutable de tres (3) a cinco (5) días: la autoridad municipal procederá a trasladar el caso a la autoridad competente para conocer el caso y aplicar la sanción respectiva. 

Artículo 108-E. Dado su alto nivel de peligrosidad, se prohíbe la importación de ejemplares caninos de las razas Staffordshire terrier, American Staffordshire terrier, Pit Bull Terrier, American Pit Bull Terrier, o de caninos producto de cruces o híbridos de estas razas, así como el establecimiento de centros de crianza de esta clase de ejemplares caninos en el territorio nacional. 

Artículo 108-F. Ejemplares caninos potencialmente peligrosos. Se considerarán perros potencialmente peligrosos aquellos que presenten una o más de las siguientes características: a) Perros que han tenido episodios de agresiones a personas u otros perros; b) Perros que han sido adiestrados para el ataque y la defensa; c) Perros que pertenecen a una de las siguientes razas o a sus cruces o híbridos: American Staffordshire Terrier, Bullmastiff, Dóberman, Dogo Argentino, Dogo de Burdeos, Fila Brasileiro, Mastín Napolitano, Pit Bull Terrier, American Pit Bull Terrier, De presa canario, Rottweiler, Staffordshire Terrier, Tosa Japonés. El propietario de un perro potencialmente peligroso asume la posición de garante de los riesgos que se puedan ocasionar por la sola tenencia de estos animales y por los perjuicios y las molestias que ocasione a las personas, a las cosas, a las vías y espacios públicos y al medio natural en general. 

Artículo 108-G. Los menores de edad no pueden ser propietarios de los ejemplares caninos señalados en los artículos 108-E y 108-F del presente capítulo. 

Artículo 108-H. Los menores de edad no podrán ser tenedores de los ejemplares de que tratan los artículos 108-E y 108-F del presente capítulo en las vías públicas, lugares abiertos al público y en las zonas comunes de edificios o conjuntos residenciales. Igual restricción recae frente a personas que se encuentren en estado de embriaguez, bajo el influjo de sustancias psicoactivas, o presenten limitaciones físicas. En caso de incumplimiento, las autoridades de policía delegadas procederán al decomiso del ejemplar, y se impondrá como sanción a su propietario por parte de las autoridades municipales delegadas, multa de cinco (5) salarios mínimos diarios legales vigentes, y el incidente se anotará en el respectivo registro del animal. El animal se depositará en las perreras que los municipios determinen. Su propietario contará con un plazo máximo de diez (10) días contados a partir de la fecha de decomiso para retirarlo provisto del preceptivo bozal y traílla, una vez cancelada la multa impuesta. Los gastos que genere la estancia del animal en las perreras irán a cargo del propietario. Si el propietario no lo retira en el plazo establecido, se declarará al animal en estado de abandono y se podrá proceder a su sacrificio eutanásico. Parágrafo. En el caso de las personas que presenten limitaciones físicas, se exceptuarán los ejemplares caninos que sirvan como perros guías. 

Artículo 108-I. Registro de los ejemplares potencialmente peligrosos. Todos los ejemplares caninos que pertenezcan a la categoría establecida en los artículos 108-E y 108-F de este capítulo, deben ser registrados en el Censo de Perros Potencialmente Peligrosos que se establecerá en las alcaldías municipales, para obtener el respectivo permiso. En este registro debe constar necesariamente: a) Nombre del ejemplar canino; b) Identificación y lugar de ubicación de su propietario; c) Una descripción que contemple las características fenotípicas del ejemplar que hagan posible su identificación; d) El lugar habitual de residencia del animal, especificando si está destinado a convivir con los seres humanos o si será destinado a la guarda, protección u otra tarea específica. Para proceder al registro del animal, su propietario debe aportar póliza de responsabilidad civil extracontractual suscrita por su propietario, la que cubrirá la indemnización de los perjuicios patrimoniales que dichos ejemplares ocasionen a personas, cosas, o demás animales; así como el registro de vacunas del ejemplar, y certificado de sanidad vigente, expedido por la secretaría de salud del municipio. Será obligatorio renovar el registro anualmente, para lo cual se deberán acreditar los requisitos establecidos para la primera vez. En este registro se anotarán también las multas o sanciones que tengan lugar, y los incidentes de ataque en que se involucre el animal. Una vez registrado el ejemplar, la autoridad municipal delegada expedirá el respectivo permiso para poseer esta clase de perros. Este permiso podrá ser requerido en cualquier momento por las autoridades de policía respectivas. Parágrafo 1°. Quien posea animales pertenecientes a esta categoría contará con un plazo de seis (6) meses a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para proceder al registro del ejemplar en el Censo de Perros Potencialmente Peligrosos de su respectivo municipio. Parágrafo 2°. El propietario que se abstenga de adquirir la póliza de responsabilidad civil extracontractual, acarreará con todos los gastos para indemnizar integralmente al (los) afectado (s) por los perjuicios que ocasione el ejemplar, sin perjuicio de las sanciones que establezca la ley. 

Artículo 108-J. Las instalaciones que alberguen a los ejemplares objeto de los artículos 108-E y 108-F del presente capítulo, deben tener las siguientes características: las paredes y vallas deben ser suficientemente altas y consistentes y deben estar fijadas a fin de soportar el peso y la presión del animal; las puertas de las instalaciones deben ser tan resistentes y efectivas como el resto del contorno y deben diseñarse para evitar que los animales puedan desencajar o abrir ellos mismos los mecanismos de seguridad: el recinto debe estar convenientemente señalizado con la advertencia de que hay un perro peligroso en este sitio. En caso de incumplimiento con esta medida preventiva, el animal será decomisado por las autoridades de policía, y el propietario será sancionado por las autoridades municipales delegadas, con multa de hasta un (1) salario mínimo mensual. Los gastos que por la permanencia del animal en las perreras que el respectivo municipio determine correrán por cuenta de su propietario, el cual podrá retirarlo provisto del preceptivo bozal y traílla una vez demuestre que las instalaciones en que se mantendrá al animal cumplen con las normas de seguridad establecidas en el presente artículo. En todo caso la permanencia del ejemplar en las perreras no podrá exceder de quince (15) días contados a partir de la fecha de decomiso; si el propietario no lo retira en este plazo, se declarará al animal en estado de abandono, y se podrá proceder a su sacrificio eutanásico. 

Artículo 108-K. Toda compra, venta, traspaso, donación o cualquier cesión del derecho de propiedad sobre el ejemplar canino clasificado como potencialmente peligroso deberá anotarse en su registro del Censo de Perros Potencialmente Peligrosos, y en caso de cambio de municipalidad del ejemplar se deberá inscribir nuevamente en donde se ubique su nuevo lugar de residencia, aportando copia del registro anterior.

Artículo 108-L. Si un perro potencialmente peligroso ataca a otra mascota, su propietario será sancionado por la autoridad municipal competente con multa hasta de dos (2) salarios mínimos mensuales y estará obligado a pagar por todos los daños causados a la mascota. Si el perro es reincidente se procederá al decomiso y sacrificio eutanásico del animal por parte de las autoridades que las alcaldías municipales designen para tal fin. 

Artículo 108-M. Si un perro potencialmente peligroso ataca a una persona infligiéndole lesiones permanentes de cualquier tipo, se procederá al decomiso y sacrificio eutanásico del animal por parte de las autoridades que las alcaldías municipales designen para tal fin. 

Artículo 108-N. Las peleas de ejemplares caninos como espectáculo quedan prohibidas en todo el territorio nacional. Las personas que organicen, promuevan o difundan las peleas de ejemplares caninos como espectáculo tendrán como sanción impuesta por las autoridades municipales delegadas, multa de cinco (5) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad penal que contempla la Ley 84 de 1989 sobre actos de crueldad hacia animales. Los ejemplares caninos que sean utilizados en este tipo de actividad, serán decomisados por las autoridades de policía delegadas, y se les aplicará la eutanasia. 

Artículo 108-O. Se prohíben en todo el territorio nacional las asociaciones caninas orientadas al entrenamiento de ejemplares para su participación en peleas de perros como espectáculos, para la agresión a las personas, a las cosas u otros animales. Las personas que organicen, promuevan o difundan este tipo de asociaciones tendrán como sanción impuesta por las autoridades municipales delegadas, multa de cinco (5) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad penal que contempla la Ley 84 de 1989 sobre actos de crueldad hacia animales. 

Artículo 108-P. Las autoridades municipales promoverán el remate, la adjudicación o la adopción de los animales decomisados a terceras personas, siempre y cuando éstos no representen perjuicio para la comunidad. Una vez vencido el término para retirar el animal por su dueño, éste se prorrogará automáticamente por cinco (5) días más para dar cumplimiento a lo señalado en este artículo. En todo caso el nuevo propietario deberá pagar los gastos de permanencia del animal en las perreras y proceder al cumplimiento de los demás requisitos de ley para la tenencia de perros". Artículo 3°. Se autoriza a los municipios para definir las tarifas que se cobrarán a los propietarios por efectos del registro en el Censo de Perros Potencialmente Peligrosos, la expedición del permiso correspondiente, así como las condiciones por las cuales se suspenda o cancele el permiso para poseer ejemplares caninos potencialmente peligrosos. Artículo 4°. Los concejos distritales y municipales, mediante acuerdos regularán o prohibirán el ingreso de perros y gatos a las zonas de juego infantiles ubicadas en las plazas y parques del área de su jurisdicción. Artículo 5°. En los conjuntos cerrados, urbanizaciones, edificios con régimen de propiedad horizontal podrá prohibirse la permanencia de ejemplares caninos potencialmente peligrosos a solicitud de cualquiera de los copropietarios o residentes, por decisión mayoritaria de las asambleas o de las juntas directivas de la copropiedad. Artículo transitorio Primero. Los municipios contarán con un plazo de seis (6) meses a partir de la entrado en vigencia de la presente ley para constituir el Censo de Perros Potencialmente Peligrosos y determinar la forma en que los actuales tenedores de perros pertenecientes a esta categoría deberán cumplir con la obligación de inscripción en el censo, y el mecanismo de comunicación de las altas, bajas e incidentes a registrar, así como los mecanismos para sistematizar la información. Artículo transitorio Segundo. La póliza de responsabilidad civil extracontractual que se debe aportar para el registro de los ejemplares caninos potencialmente peligrosos se exigirá a partir del momento en que las aseguradoras las establezcan. Mientras se crea el cubrimiento a este riesgo, los propietarios o tenedores de los ejemplares caninos detallados en los artículos 108-E y 108-F, responderán por los daños y perjuicios que ocasione el animal, con su propio pecunio. 

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación. 

El Presidente del honorable Senado de la República, Carlos García Orjuela. 

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República, Luis Francisco Boada Gómez. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, Guillermo Gaviria Zapata. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, Angelino Lizcano Rivera. 

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL Publíquese y cúmplase Dada en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2002. 

ANDRES PASTRANA ARANGO 

El Ministro de Defensa Nacional, Gustavo Bell Lemus. 

El Ministro de Salud, Gabriel Ernesto Riveros Dueñas. 

MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

COMISION DE REGULACION DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BASICO

RESOLUCIÓN  CRA N° 233 DE 2002
(7 de octubre de 2002)
“Por la cual se establece una opción tarifaria para los multiusuarios del servicio de aseo, se señala la manera de efectuar el cobro del servicio ordinario de aseo para inmuebles desocupados y se define la forma de acreditar la desocupación de un inmueble”
LA COMISIÓN DE REGULACIÓN DE AGUA POTABLE Y 
SANEAMIENTO BÁSICO
En ejercicio de sus facultades legales, en especial de las conferidas en los Artículos 73.12, 87.2 y 90.3 de la Ley 142 de 1994, el Decreto 1524 de 1994, el Decreto 1905 de 2000 y el Decreto 1713 de 2002 y

CONSIDERANDO:
Que el Artículo 365 de la Constitución Política dispone que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional; 
Que el Artículo 370 ídem prevé que corresponde al Presidente de la República señalar, con sujeción a la ley, las políticas generales de administración y control de eficiencia de los servicios públicos domiciliarios y ejercer, por medio de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, el control, la inspección y vigilancia de las entidades que los presten;
Que el Artículo 68 de la Ley 142 de 1994 o Régimen de los Servicios Públicos Domiciliarios, establece que el Presidente de la República señalará las políticas generales de administración y control de eficiencia de los servicios públicos domiciliarios, que le encomienda el Artículo 370 de la Constitución Política, y de los demás a los que se refiere esta Ley, por medio de las comisiones de regulación de los servicios públicos, si decide delegarlas;
Que el Presidente de la República delegó la facultad contenida en el Artículo 68 mencionado, mediante Decreto 1524 de 1994; 
Que el Artículo 3º de la Ley 142 de 1994 señala, que constituyen i​nstrumentos para la intervención estatal en los servicios públicos todas las atribuciones y funciones asignadas a las entidades, autoridades y organismos de que trata esta ley, especialmente las relativas a, entre otras, la regulación de la prestación de los servicios públicos teniendo en cuenta las características de cada región; fijación de metas de eficiencia, cobertura y calidad, e​valuación de las mismas, y definición del régimen tarifario; 
Que el numeral 9.1 del Artículo 9 de la Ley 142 de 1994 establece como derecho de los  usuarios de los servicios públicos, entre otros, el de obtener de las empresas la medición de sus consumos reales mediante instrumentos tecnológicos apropiados, dentro de plazos y términos que para los efectos fije la comisión reguladora, con atención a la capacidad técnica y financiera de las empresas o a las categorías de los municipios establecida por la ley; 
Que el Artículo 146 ídem establece que la empresa y el suscriptor o usuario tienen derecho a que los consumos se midan, a que se empleen para ello los instrumentos de medida que la técnica haya hecho disponibles, y a que el consumo sea el elemento principal del precio que se cobre al suscriptor o usuario. El párrafo sexto de la misma norma determina que en lo que respecta al servicio de aseo se aplican los principios anteriores con las particularidades propias del mismo; 
Que, para el servicio de aseo, la medición de la cantidad de residuos sólidos generados se puede efectuar mediante el aforo de dichos residuos; 
Que el Artículo 87 ibídem contiene los criterios del régimen tarifario, entre los cuales el Artículo 87.2 establece el de neutralidad, según el cual cada usuario tiene derecho a tener el mismo tratamiento tarifario que cualquier otro si las características de los costos que ocasiona a las empresas de servicios públicos son iguales; 
Que según este mismo artículo, el ejercicio de este derecho no debe impedir que las empresas de servicios públicos ofrezcan opciones tarifarias y que el consumidor escoja la que convenga a sus necesidades; 
Que, según las previsiones legales, las tarifas de los servicios públicos deben basarse en los costos reales de su prestación;
Que el Artículo 80 de la Ley 675 de 2001 señala que las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios elaborarán las facturas en forma individual; 
Que la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, expidió la Resolución No. 15 de 1997, mediante la cual se establecen los criterios y metodologías para el cálculo de costos y tarifas máximas con arreglo a las cuales las entidades tarifarias locales deben determinar las tarifas de prestación del servicio ordinario de aseo;  hoy incorporada en la Resolución CRA 151 de 2001; 
Que la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, expidió la Resolución No. 19 de 1996, mediante la cual se establecen  los criterios y se adopta la metodología con arreglo a los cuales las entidades prestadoras del servicio público domiciliario de aseo con menos de ocho mil usuarios deben determinar las tarifas de prestación del servicio ordinario;  hoy incorporada en la Resolución 151 de 2001; 

Que el Gobierno Nacional, en uso de sus facultades reglamentarias, expidió el Decreto 1713 de 2002 “Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994, la Ley 632 de 2000 y la Ley 689 de 2001, en relación con la prestación del servicio público de aseo, y el Decreto Ley 2811 de 1974 y la Ley 99 de 1993 en relación con la Gestión Integral de Residuos Sólidos”; 

Que el Decreto 1713 de 2002, en su Artículo 1º, definió al multiusuario del servicio público de aseo en el siguiente sentido: “Son todos aquellos usuarios agrupados en unidades inmobiliarias, centros habitacionales, conjuntos residenciales, condominios o similares bajo el régimen de propiedad horizontal vigente o concentrados en centros comerciales o similares, que se caracterizan porque presentan en forma conjunta sus residuos sólidos a la persona prestadora del servicio en los términos del presente decreto o las normas que lo modifiquen, sustituyan o adicionen y que hayan solicitado el aforo de sus residuos para que esta medición sea la base de la facturación del servicio ordinario de aseo. La persona prestadora del servicio facturará a cada inmueble en forma individual, en un todo de acuerdo con la regulación que se expida para este fin (...)”;

Que en el mismo artículo, se determinó que la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico ‑CRA implementará la forma de cobro de esta opción tarifaria;

Que el Artículo 115 ídem estableció que la persona prestadora del servicio público de aseo tendrá la obligación de facturar el servicio de forma tal que se identifique para usuarios residenciales la frecuencia y valor del servicio, y para usuarios no residenciales la producción y el valor del servicio. Así mismo, está obligada a entregar oportunamente las facturas a los suscriptores o usuarios, de conformidad con las normas vigentes y los duplicados cuando haya lugar;

Que el mismo artículo prevé que el costo del servicio ordinario de aseo para el caso de usuarios agrupados en unidades inmobiliarias, centros habitacionales, conjuntos residenciales, condominios o similares bajo el régimen de propiedad horizontal vigente o concentrados en centros comerciales o similares, que se caracterizan porque presentan en forma conjunta sus residuos sólidos a la persona prestadora del servicio, será igual a la suma de un cargo fijo y un cargo por la parte proporcional de los residuos sólidos generados y presentados por la agrupación o concentración de usuarios a la persona prestadora del servicio ordinario de aseo, de acuerdo con el aforo realizado por ésta y según la metodología que defina la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico – CRA;

Que esta Comisión cuenta con un término de dos (2) meses, a partir de la entrada en vigencia de Decreto 1713 de 2002, para expedir la regulación mencionada; 

Que el parágrafo 2° del Artículo 115 señalado, dispone que el valor máximo a cobrar por concepto del servicio de aseo a inmuebles desocupados será un cargo fijo de acuerdo con la metodología que para este efecto expida la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico ‑ CRA. Para ser objeto de esta tarifa, será indispensable acreditar la desocupación del inmueble según los requisitos que establezca la CRA; 

Que en merito de lo expuesto, la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico,
RESUELVE:
ARTÍCULO 1o. - Ámbito de aplicación. Esta resolución se aplica a todos los prestadores del servicio público ordinario de aseo, en los términos del Artículo 15 de la Ley 142 de 1994, que atiendan a multiusuarios y presten sus servicios a inmuebles desocupados. 
ARTÍCULO 2o. - Definiciones. Adiciónese la siguiente definición al Título I de la Resolución CRA 151 de 2001: 
Multiusuarios del servicio público domiciliario de aseo. Son todos aquellos usuarios agrupados en unidades inmobiliarias, centros habitacionales, conjuntos residenciales, condominios o similares bajo el régimen de propiedad horizontal vigente o concentrados en centros comerciales o similares, que se caracterizan porque presentan en forma conjunta sus residuos sólidos a la persona prestadora del servicio en los términos del  Decreto 1713 de 2002 o las normas que lo modifiquen, sustituyan o adicionen y que hayan solicitado el aforo de sus residuos para que esta medición sea la base de la facturación del servicio ordinario de aseo. La persona prestadora del servicio facturará a cada inmueble en forma individual, en un todo de acuerdo con la regulación que se expida para este fin.
ARTÍCULO 3o. – Del cobro del servicio de aseo a multiusuarios, según la producción y aforo de sus residuos. Los usuarios agrupados del servicio ordinario de aseo podrán presentar solicitud al prestador de este servicio para que su facturación se realice de acuerdo con la producción real de residuos presentados, los cuales serán aforados por la persona prestadora. Para acceder a esta opción tarifaria, los multiusuarios deberán cumplir con los requisitos contenidos en el Artículo 4º de esta resolución. El prestador del servicio, una vez verificado el cumplimiento de dichos requisitos, deberá otorgar la opción tarifaria solicitada e informar el procedimiento a seguir para realizar el aforo de los residuos sólidos, contenido en el Artículo 12 de la presente resolución.
ARTÍCULO 4o. - Requisitos que el usuario agrupado debe cumplir para acceder a la opción tarifaria:
a. Presentar la solicitud a la persona prestadora del servicio ordinario de aseo, a la cual se deberá adjuntar el acta del acuerdo en la que conste la decisión de acogerse a la opción tarifaria, suscrita por la asamblea de copropietarios o la autorización firmada por el propietario de cada uno de los inmuebles que conforman el usuario agrupado, en los casos en que no exista copropiedad. Adicionalmente, en la solicitud debe indicarse la persona designada como responsable de firmar las actas de producción de residuos resultado del aforo.
b. Indicar el sitio de presentación de los residuos y disponer de las cajas de almacenamiento para el aforo de la producción de residuos sólidos.
c. Disponer de una unidad de almacenamiento de residuos sólidos que cumpla, como mínimo, con los requisitos establecidos en el Decreto 1713 de 2002 o la norma que lo derogue, modifique o adicione.
d. Presentar los residuos sólidos en un lugar común para la recolección y aforo.
e. Presentar la relación de usuarios que solicitan acceder a la opción tarifaria, con sus datos identificadores, de acuerdo con el catastro de usuarios. También se deberá informar la existencia de inmuebles desocupados. 
f. Indicar la forma como será asumida la producción de residuos por cada uno de los usuarios individuales que conforman el multiusuario, esto es, por coeficiente de propiedad horizontal, por coeficiente simple de acuerdo con el número de usuarios que conforman el usuario agrupado, o por la distribución porcentual que el usuario agrupado reporte. 
Parágrafo. - Las personas prestadoras del servicio público domiciliario de aseo no podrán exigir requisitos adicionales a los establecidos en el presente artículo para que el usuario agrupado pueda acceder a la opción tarifaria.

ARTÍCULO 5o. - Trámites y plazo. Adoptada la decisión a que hace referencia el Artículo 3º de la presente resolución por el usuario agrupado, la administración del usuario agrupado o la persona autorizada para el efecto deberá presentar formalmente la solicitud al prestador del servicio, adjuntando la información contenida en el Artículo 4º de esta resolución.  
Para el caso de inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, la decisión de solicitar la opción tarifaria contenida en la presente resolución deberá adoptarse conforme a lo establecido en el régimen de propiedad horizontal.

A partir de la fecha de radicación de la solicitud del usuario agrupado, el prestador del servicio de aseo cuenta con un plazo máximo de quince (15) días para conceder la opción tarifaria y de dos (2) meses adicionales para realizar el aforo e iniciar la aplicación de la opción tarifaria.

ARTÍCULO 6. - Facturación. El servicio ordinario de aseo deberá cobrarse mediante factura individual para cada uno de los usuarios que conforman el multiusuario. En la factura deberá establecerse un cargo fijo y un cargo por la parte proporcional de los residuos sólidos generados y presentados. La cantidad de residuos sólidos presentados por el usuario agrupado y aforados se distribuirá entre los usuarios individuales que lo conforman, de acuerdo con la alternativa que éste haya reportado en la solicitud, a saber: por los coeficientes de propiedad horizontal del multiusuario, por coeficiente simple de acuerdo con el número de usuarios individuales que lo conforman, o por distribución porcentual. 
Parágrafo. - En los casos de facturación conjunta del servicio de aseo con otro servicio público, la persona prestadora del servicio ordinario de aseo deberá informar a la empresa concedente del convenio de facturación conjunta, la decisión de otorgar la opción tarifaria que se establece en la presente resolución con el fin de que ésta proceda a facturar el servicio a cada usuario individual, de acuerdo con la generación de residuos sólidos y efectúe los ajustes que se requieran en su sistema de facturación, teniendo en cuenta los términos establecidos en el Artículo 5º de esta resolución.  
ARTÍCULO 7. – Tarifas máximas para multiusuarios. La tarifa máxima del servicio ordinario de aseo para cada usuario que pertenezca al multiusuario, tendrá un cargo fijo y un cargo variable por la parte proporcional de los residuos sólidos generados y presentados. El usuario podrá acceder a esta opción tarifaria una vez cumpla todos los requisitos establecidos en la presente Resolución.
ARTÍCULO 8. – Tarifas máximas para multiusuarios en capitales de departamento y municipios  con más de 8000 usuarios. Los valores mensuales máximos que se podrán cobrar por el servicio estándar de aseo a cada usuario individual del estrato o tipo de usuario i que pertenezca al multiusuario, al final del período de transición, calculados a precios de junio de 1997, serán los siguientes:
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Donde:
[image: image10.png]CF: Cargo fijo méximo para cada usuario que pertenezca al multiusuario del
estrato o tipo de usuario | del municipio (en pesos de junio de 1997)

CV: Cargo variable maximo para cada suario que conforme el multiusuario
del estrato o tipo de usuario | del municipio (S/usuario de junio de 1997)
CRT: Es el costo de recoleccion y transporte por tonelada y por municipio.
calculado a partir de parametros técnicos basicos y considerando una
persona prestadora de eficiencia media en el pais, de acuerdo con lo
estipulado en el Articulo 92 de Ia Ley 142 de 1994. Este costo incluye los
costos de administracion. operacion. mantenimiento, amortizacion del
equipo. costo de capital de trabajo. y costo de oportunidad de las inversiones
en equipo. con un nivel de recaudo del 95%.

CDT: Es el costo de tratamiento y disposicion final portonelada para el
municipio

$7.965' Es el costo directo e barrer un kilmetro, en pesos de junio de
1997

0.15' Es Ia concentracién de residuos sélidos en toneladas por kilometro de
cuneta

0.0563: Es el factor de transformacion de costos por kilémetro a costos por
Usuario, teniendo en cuenta Ia frecuencia de barrido mensual. la densidad
poblacional, los incrementos por impagados, el costo de capital de trabajo y
Ios servicios ocasionales de limpieza, tales como los escombros de arrojo
clandestino y Ia recoleccion de animales muertos

& Valor de densidad media de residuos solidos (ton/m?). Este valor debera
determinarse con el procedimiento de aforo y. s6lo si ello no es posible
podra adoptarse el valor de densidad media de residuos slidos de los
pequefios productores, contenido en la metodologia tarifaria vigente

Vi Es el volumen, en metros clbicos (m?) mensuales que corresponde a
cada usuario individual que pertenece al multiusuario, resultante de distribuir
Ia cantidad de residuos slidos aforada, de acuerdo con la alternativa de
distribucion establecida en la solicitud respectiva. En caso que se
encuentren inmuebles desocupados dentro del multiusuario. debe tenerse en
cuenta tal situacién para establecer el volumen que corresponda a cada
usuario individual (m*/usuario)

El volumen aforado debe distribuirse entre los usuarios individuales que
pertenezcan al multiusuario, excluyendo los inmuebles desocupados




ARTÍCULO 9. – Tarifas para multiusuarios en municipios con menos de 8.000 usuarios. Los valores mensuales que se cobrarán por el servicio ordinario de aseo a cada usuario individual del estrato o tipo de usuario i que pertenezca al multiusuario, al final del período de transición, serán los siguientes:

[image: image11.png]CARGO FIJO (CF)
CF:=COb / [# usuarios facturados * 12]
CARGO VARIABLE (CV)

CVi=[(COr+COa)* Vi* 8] / D




Donde:
[image: image12.png]CF: Cargo fijo para cada usuario independiente que pertenezca al
multiusuario del estrato o tipo de usuario i del municipio (S/usuario)
CV:* Cargo variable para cada usuario que pertenezca al multiusuario
del estrato o tipo de usuario | del municipio (S/usuario)

COs: Es el costo anual de operacion. mantenimiento y administracién
de Ia actividad de barrido y limpieza de vias y areas publicas. Este
costo incluye el valor anual de depreciacion de las inversiones en
bienes muebles e inmuebles con vida (il superior a un (1) afio

CO* Es el costo anual de operacion. mantenimiento y administracién
de Ia actividad de recoleccion, transporte y transferencia. Este costo
incluye el valor anual de depreciacion delas inversiones en bienes
muebles e inmuebles con vida Gl superior a un (1) afio

COs: Es el costo anual de operacion. mantenimiento y administracién
de Ia actividad de disposicion final. Este costo incluye el valor anual
de depreciacion de los equipos. terrenos, infraestructura y otros
propios de ésta actividad

& Valor de densidad media de residuos solidos (torm?). Este valor
deberd determinarse con el procedimiento de aforo y. s6lo i ello no
es posible. podra adoptarse el valor de densidad media de residuos
solidos de los pequefios productores, contenido en la metodologia
tarifaria vigente

Vi Es el volumen en metros clbicos (m?) mensuales que
corresponde a cada usuario individual que pertenece al multiusuario
resuitante de distribuir la cantidad de residuos solidos aforada, de
acuerdo con Ia alternativa de distribucion establecida en la solicitud
respectiva En caso que Se encuentren inmuebles desocupados
dentro del multiusuario, debe tenerse en cuenta tal situacion para
establecer el volumen que corresponda a cada usuario individual
(m2/usuario)

El volumen aforado debe distribuirse entre los usuarios individuales
que pertenezcan al multiusuario, excluyendo los  inmuebles
desocupados

D Total de toneladas dispuestas. en el afio base del estudio tarifario.
por concepto del componente domiciliario




ARTÍCULO 10. – Valor de la factura para multiusuarios. Para calcular la factura de cada usuario individual que pertenezca al multiusuario se utilizará la siguiente fórmula:
[image: image13.png]VFi= (CFi+CViy* (1+f))
Donde:
VF.: Valor de la factura para cada usuario individual que pertenezca al multiusuario
del estrato i 6 sector i

CF: Cargo fijo para cada usuario individual que pertenezca al multiusuario del
estrato o tipo de usuario i del municipio (S/usuario).

CV:: Cargo variable para cada usuario individual que pertenezca al multiusuario del
estrato o tipo de usuario i del municipio (S/usuario).

. Factor de subsidio o contribucion solidaria al estrato i




ARTÍCULO 11. - Presentación de los residuos sólidos. En el contrato de prestación del servicio ordinario de aseo quedarán claramente definidos los requisitos de presentación de los residuos sólidos por parte de los usuarios agrupados, de tal manera que se faciliten los aforos y la recolección. 
ARTÍCULO 12. – Aforo. Para la aplicación de la opción tarifaria de usuarios agrupados que se fija en la presente resolución, la empresa prestadora del servicio ordinario de aseo deberá realizar el aforo de los residuos sólidos generados. Los usuarios agrupados deberán presentar los residuos generados en recipientes o cajas de almacenamiento que permitan la determinación de su volumen y su pesaje.
El solicitante deberá pagar el costo del aforo ordinario y la persona autorizada por los usuarios agrupados, deberá firmar las actas de aforo de los residuos generados. 

El valor total del aforo será distribuido entre los usuarios individuales, de acuerdo con la alternativa de distribución establecida en la solicitud respectiva. Dicho valor podrá incluirse en las facturas del servicio de aseo, de cada uno de los usuarios que conforman el multiusuario, en el plazo para el otorgamiento e implementación de la opción tarifaria a que hace referencia el Artículo 5° de la presente resolución.

Dentro de los datos a incluir en el formato de aforo de residuos, deberá constar la relación de los inmuebles que constituyen el multiusuario, indicando claramente los que están desocupados, así como la forma como se distribuirá entre los usuarios individuales el volumen aforado. 
ARTÍCULO 13. – Realización de aforos de residuos sólidos a usuarios agrupados. La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico definirá, mediante resolución, la metodología para la realización de aforos a los multiusuarios, dentro del mes siguiente a la expedición de la presente resolución.
ARTÍCULO 14. – Tarifas para inmuebles desocupados. La tarifa mensual a cobrar a los inmuebles desocupados por concepto del servicio ordinario de aseo, corresponde al cargo fijo determinado en la presente resolución.
ARTÍCULO 15. – Tarifas máximas para inmuebles desocupados en capitales de departamento o municipios con más de 8.000 usuarios. La tarifa máxima mensual que se podrá cobrar por el servicio estándar de aseo a los inmuebles desocupados de cada estrato o tipo de usuario i, ubicados en capitales de departamento o municipios con más de 8.000 usuarios, corresponde a un cargo cargo fijo que, al final del período de transición y calculado a precios de junio de 1997, será el siguiente:

CARGO FIJO: 
[image: image14.png]CFi=[7965 +0.15* (CRT+CDT)J]"0 0563
Donde:

CF: Cargo fijo méximo por inmueble desocupado del estrato o tipo de usuario i del
municipio (§/usuario).

$7.965' Es el costo directo de barrer un kilémetro en pesos de junio de 1997

015 Es la concentracién de residuos sélidos en toneladas por kilémetro de cuneta
0.0563: Es el factor de transformacién de costos por kilometro a costos por usuario,
teniendo en cuenta la frecuencia de barrido mensual, la densidad poblacional, los
incrementos por_impagados. el costo de capital de trabajo y los servicios
ocasionales de limpieza, tales como los escombros de arrojo clandestino y la
recoleccin de animales muertos

CRT: Costo medio de recoleccion y transporte por tonelada y por municipio (Siton)

CDT: Es ¢l costo de tratamiento y disposicién final por tonelada, para el municipio.




ARTÍCULO 16. – Tarifas para inmuebles desocupados en municipios con menos de 8.000 usuarios. El valor mensual por concepto de cargo fijo que se cobrará a los inmuebles desocupados de cada estrato o tipo de usuario i del municipio, al final del período de transición, será el siguiente:

CARGO FIJO (CF):
[image: image15.png]CFi =COs/ [# usuarios facturados * 12]
Donde:

CFi - Cargo fijo por inmueble desocupado del estrato o tipo de usuario i del
municipio (§/usuario).

CO: - Es el costo anual de operacion, mantenimiento y administracion de la
actividad de barido y limpieza de vias y dreas publicas. Este costo incluye el valor
anual de depreciacion de Ias inversiones en bienes muebles & inmuebles con vida
til superior a un (1) afio




ARTÍCULO 17. – Valor de la factura para inmuebles desocupados. Para calcular la factura por inmueble desocupado se utilizará la siguiente fórmula:
[image: image16.png]VFi= CFi*(1+f)
Donde:

VF.: Valor dela factura por inmusble desocupado del estrato o tipo de usuario i del
municipio (/usuario).

CF: Cargo fijo porinmueble desocupado del estrato o tipo de usuario | del municipio
(Slusuario).

. Factor de subsidio o contribucion solidaria al estrato i




ARTÍCULO 18. – Requisitos para la aplicación de la tarifa para inmuebles desocupados. Para ser objeto de la aplicación de la tarifa definida en los Artículos 14, 15, 16 y 17 de la presente resolución, según sea el caso, será necesario acreditar ante la persona prestadora del servicio ordinario de aseo la desocupación del inmueble, para lo cual el solicitante deberá presentar al prestador uno (1) de los siguientes documentos:
(i) Factura del último período del servicio de acueducto, en la que se pueda establecer que no se presentó consumo de agua potable. 
(ii) Factura del último período del servicio de energía, en la que conste un consumo inferior o igual a cincuenta (50) kilowats/ hora -mes.
(iii) Acta de la inspección ocular al inmueble por parte de la persona prestadora del servicio de aseo, en la que conste la desocupación del predio.
(iv) Carta de aceptación de la persona prestadora del servicio de acueducto de la solicitud de suspensión del servicio por mutuo acuerdo. 
La persona prestadora del servicio de aseo, una vez acreditado por el usuario la desocupación del inmueble conforme a lo previsto anteriormente, deberá tomar todas las medidas necesarias para que el usuario cancele únicamente el valor correspondiente a la tarifa del inmueble desocupado, de conformidad con la fórmula de cálculo que se fija en la presente resolución. 
Parágrafo 1. La acreditación de la desocupación del inmueble tendrá una vigencia de tres (3) meses, al cabo de los cuales deberá presentarse nuevamente la documentación respectiva ante la persona prestadora del servicio de aseo. 
Parágrafo 2. La persona prestadora del servicio ordinario de aseo podrá dar aplicación, de oficio, a la tarifa definida en los Artículos 15 ó 16, según corresponda.
ARTÍCULO 19. – Verificación de la desocupación. La persona prestadora del servicio ordinario de aseo tiene la facultad de verificar en cualquier momento la desocupación del inmueble, sin perjuicio de las normas del Código de Policía en relación con la penetración a domicilio ajeno.
ARTÍCULO 20. – Cobro de la tarifa total del servicio de aseo. Si la persona  prestadora del servicio ordinario de aseo comprueba que el inmueble no estuvo desocupado, podrá facturar el servicio no cobrado de los periodos frente a los cuales la persona prestadora desvirtuó la acreditación efectuada por parte del usuario, incluyendo los intereses de mora sobre éste valor, acorde con lo establecido en el Artículo 150 de la Ley 142 de 1994.
ARTÍCULO 21. – Periodo de Transición. Durante el período de transición, las tarifas a cobrar a los multiusuarios y a los inmuebles desocupados deberán tener el mismo plazo del plan de ajuste tarifario vigente antes de la opción tarifaria para cada usuario, de acuerdo con el estrato y/o sector respectivo. Adicionalmente, el plan de ajuste deberá alcanzar la tarifa meta con la misma celeridad y recuperación del rezago contenidas en el plan de ajuste tarifario existente antes de la aplicación de la opción tarifaria. 
ARTICULO 22. – Ajustes por servicio no estándar para multiusuarios o inmuebles desocupados ubicados en capitales de departamento y municipios con más de ocho mil usuarios. Cuando el servicio ordinario de aseo que se preste a multiusuarios o inmuebles desocupados ubicados en capitales de departamento o municipios con más de 8.000 usuarios, no se realice de acuerdo con las características del servicio estándar, deberán aplicarse los siguientes descuentos:  XE "Ajustes por servicio no estándar" 
· Diferentes frecuencias en recolección y transporte XE "frecuencias en recolección y transporte"  de residuos sólidos XE "residuos sólidos" . Las frecuencias de recolección y transporte de residuos sólidos establecidas en el contrato de condiciones uniformes que sean inferiores a tres (3) veces por semana, conducirán a un descuento  (Df) en la tarifa máxima calculado así:

Para multiusuarios:
[image: image17.png]Df=CRT*033*(3-fr)*8*fi

Donde:

Df - Descuento por frecuencias menores a la esténdar, en recoleccion y transporte
de residuos solidos

fr - Frecuencia de recoleccion por semana, establecida en el contrato de
condiciones uniformes (veces/semana).

i - Factor de subsidio o contribucion solidaria del estrato i




· Descuentos por XE "Descuentos por"  recolección efectuada sin servicio puerta a puerta (Dp) XE "recolección efectuada sin servicio puerta a puerta" . La recolección de los residuos sólidos XE "residuos sólidos"  que se realice  a los usuarios sin prestarles el servicio puerta a puerta, conducirá a un descuento en la tarifa máxima, calculado así:



Para multiusuarios:
[image: image18.png]Dp=CRT*01%5*f
Donde:

Dp - Descuento por recoleccion efectuada sin servicio puerta a puerta

i - Factor de subsidio o contiibucién solidaria del estratoi




· Ajustes por frecuencias superiores en XE "Ajustes por frecuencias superiores en"  recolección y transporte de residuos sólidos XE "recolección y transporte de residuos sólidos" 

 XE "residuos sólidos" . Las frecuencias mayores a tres (3) veces por semana, sólo se podrán cobrar a aquellos usuarios agrupados (multiusuarios o inquilinatos) que lo soliciten expresamente a la persona prestadora del servicio XE "persona prestadora del servicio" , en cuyo caso la tarifa será establecida libremente por la entidad tarifaria local. 
· Ajustes por frecuencias adicionales XE "Ajustes por frecuencias adicionales"  de barrido (Ab) XE "frecuencias adicionales de barrido" .  Las frecuencias regulares y permanentes de barrido mayores a una vez por semana, conducirán a un incremento en la tarifa máxima por el servicio integral de aseo, calculado así: 


Para multiusuarios o inmuebles desocupados:

[image: image19.png]Ab ={[7965 +(0.15/ fb) * CRTJ"0.0563} * fi
Donde:
Ab Ajuste por frecuencias adicionales de barido
fb Frecuencia de barido por semana (veces/semans).

i - Factor de subsidio o contribucion solidaria del estrato i




PARÁGRAFO 1. - El recargo para los usuarios residenciales por concepto de frecuencias adicionales de barrido sólo se podrá realizar en aquellos municipios donde la frecuencia de barrido de las áreas residenciales, establecida a la fecha de expedición de esta resolución, sea mayor a una vez por semana, y únicamente se podrán cobrar hasta dos (2) frecuencias semanales.
PARÁGRAFO 2. - A los usuarios no residenciales se les cobrará máximo una frecuencia de doce (12) veces por semana. 
· Descuento por no barrido XE "Descuento por no barrido"  frente al domicilio o predio (Db) XE "barrido frente al domicilio o predio" . A los usuarios que no reciban el servicio de barrido en el frente de su domicilio o predio, se les realizará un descuento en la tarifa máxima del servicio, teniendo en cuenta su obligación de contribuir al beneficio general por el barrido y limpieza de vías y áreas públicas de uso común del municipio. El descuento se calculará así:


Para multiusuarios, o inmuebles desocupados:
[image: image20.png]Db = {[7965 +0.15* (CRT+CDT)0.0563} * 08" f
Db: Descuento por no barrido frente al domicilio o predio.

. Factor de subsidio o contribucion solidaria del estrato i




PARÁGRAFO 3. - En la factura XE "factura"  de cada usuario deberá aparecer el equivalente en pesos del descuento por no barrido frente al domicilio o predio del usuario y por recolección efectuada sin servicio puerta a puerta XE "recolección efectuada sin servicio puerta a puerta" .

ARTICULO 23. – Derogatorias. La presente resolución deroga la Sección 4.2.11 y el parágrafo del Artículo 4.2.8.2 de la Resolución CRA 151 de 2001.
ARTICULO 24. – Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dada en Bogotá, D.C., a los 7 días del mes de octubre de 2002.

AUGUSTO OSORNO GIL             
      LUIS AUGUSTO CABRERA LEAL
 Presidente                                                
  Director Ejecutivo 
JURISPRUDENCIAS

PROPIEDAD HORIZONTAL

Sentencia T-107/01

JUNTA ADMINISTRADORA DE CONJUNTO RESIDENCIAL-Cobros extraprocesales

ADMINISTRACION DE PROPIEDAD HORIZONTAL-Suspensión de servicios siempre y cuando no se afecten necesidades vitales

Ante la mora en el pago de las expensas obligatorias, la copropiedad puede suspender los servicios que presta directamente, siempre y cuando no afecte las necesidades vitales de existencia de sus habitantes, pues “ese espacio donde el hombre requiere de los demás para proteger necesidades vitales, no puede ser anulado por el grupo social ni puede tomar medidas que nieguen las posibilidades de existencia que el individuo no puede asegurarse por sí mismo”. Así las cosas, es claro para la Sala que los mecanismos extraprocesales para presionar el pago de obligaciones atrasadas de deudores morosos, por parte de las juntas administradoras de conjuntos residenciales sometidos al régimen de propiedad horizontal, son aceptables como legítimos en la medida que “...no afecten las necesidades vitales de existencia de sus habitantes”, y no sean “irrazonables o desproporcionados”
ADMINISTRACION DE PROPIEDAD HORIZONTAL-Suspensión servicio de citófono y portería

- Reiteración de Jurisprudencia -

Referencia: expediente T-399382

Acción de tutela interpuesta por Jaime Rojas Bedoya contra El Conjunto Residencial Santa Lucía De Chía.

Magistrado Ponente:

Dr. FABIO MORON DIAZ 

Bogotá, D.C., enero treinta y uno (31) de dos mil uno (2001).

La Sala Séptima de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados CRISTINA PARDO SCHLESINGER (e), ALVARO TAFUR GALVIS y FABIO MORON DIAZ, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, ha proferido la siguiente

SENTENCIA

en el proceso de revisión de los fallos proferidos por EL JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE CHIA, CUNDINAMARCA, el 4 de septiembre de 2000, que denegó la acción de tutela interpuesta por JAIME BEDOYA ROJAS contra EL CONJUNTO RESIDENCIAL SANTA LUCIA DE CHIA, representado por su administrador señor ARTURO ROJAS, y por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ZIPAQUIRA que confirmó esa decisión.

I. ANTECEDENTES

1. Hechos.

Manifiesta el actor, que junto con varios miembros de su familia reside en la casa No. 21 del conjunto residencial demandado, de la cual él es propietario, y que dada la grave crisis económica que afronta el país, la cual lo ha afectado directamente, desde hace varios meses le ha sido imposible cancelar las cuotas de administración que le corresponden, lo que motivó a la junta administradora del conjunto residencial a iniciar un proceso ejecutivo en su contra.

Señala, que no obstante que los administradores del conjunto dieron inicio al mencionado proceso ejecutivo, de manera arbitraria y paralela adoptaron medidas coactivas que atentan contra sus derechos fundamentales, como ordenar a los celadores que impidan el paso a su casa de las personas que lo visitan o acuden a prestarle algún servicio comercial, lo que según él vulnera sus derechos a la privacidad y a llevar una vida digna en condiciones de igualdad.

Reitera, que si el conjunto demandado ya recurrió al medio judicial que señala la ley para obtener el pago de lo que él le adeuda por administración, no se justifica que recurran a mecanismos de coacción como el anotado, mucho menos si se tiene en cuenta que el ingreso de visitantes a su casa nada tiene que ver con el servicio que a él le están cobrando.

2. Las Sentencias Objeto de Revisión.

2.1 Sentencia de primera instancia.

El Juzgado Tercero Promiscuo Municipal de Chía, Cundinamarca, a través de sentencia proferida el 15 de septiembre de 2000 negó la tutela de la referencia, previa la recopilación de algunas pruebas que sirvieron de base a su decisión, la cual el a-quo fundamentó en los argumentos que se resumen a continuación:

En primer lugar el a-quo manifiesta que en el caso concreto el actor está legitimado para interponer la acción dada su situación de subordinación frente al demandado.

Manifiesta luego, que la jurisprudencia constitucional ha avalado la facultad de los administradores de edificios y conjuntos sometidos al régimen de propiedad horizontal, de adelantar, dentro del marco que determine la ley, diligencias extraprocesales que tengan como objetivo el cobro y la recuperación de cartera, “...siempre y cuando los métodos empleados al efecto no sean lesivos de los valores y principios constitucionales.”

Agrega, que dicha jurisprudencia ha señalado de manera explícita que cuando se incumple con el pago de expensas obligatorias de la copropiedad, los administradores de la misma “...pueden suspender los servicios comunes, siempre que no se afecten las necesidades vitales de existencia de los propietarios y residentes ni sus derechos fundamentales.” 

Así las cosas, en concepto del juez constitucional de primera instancia, en el caso que se analiza si bien “...la entidad accionada cuenta con otros mecanismos judiciales de defensa para obtener el pago de las obligaciones concernientes a cuotas de administración (...) las medidas adoptadas por el administrador del conjunto no son desproporcionadas o irrazonables...”, pues dadas las dimensiones del conjunto residencial, el hecho de que no se le anuncien las visitas por citófono y no se le abra la puerta, en nada afecta el núcleo de sus derechos fundamentales ni pone en peligro su seguridad, mientras que por el contrario la junta administradora si tiene potestad para tomar decisiones dirigidas a regular la convivencia y a custodiar los bienes comunes de los copropietarios.

Descarta también el a-quo la vulneración del derecho a la igualdad del accionante, pues su situación es diferente a la de los demás copropietarios, los cuales dado que pagan oportunamente sus obligaciones a la administración del conjunto residencial, si están legitimados para reclamar la prestación de los servicios a cargo de aquélla, mientras que él en su condición de incumplido no.

2.2 Impugnación.
Con fecha 19 de septiembre de 2000 el actor de la tutela impugnó el fallo de primera instancia, insistiendo en que las medidas adoptadas por los administradores del conjunto residencial en el que él y su familia habitan, al cual le debe varias cuotas de administración, si vulneran su derecho fundamental a recibir visitas y lo más grave pueden constituirse en un riesgo para la integridad de dos señoras mayores de edad que residen en su casa y deben permanecer solas durante varias horas, expuestas, en caso de urgencia, a no recibir la ayuda que requieran por la imposibilidad de recibir visitantes en su domicilio.

2.3 Sentencia de Segunda instancia.

De la impugnación le correspondió conocer al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Zipaquirá, despacho que a través de sentencia fechada el 1º de noviembre de 2000 confirmó la decisión del a-quo, quien había denegado la tutela de la referencia.

Los argumentos que sustentaron la decisión del ad-quem en resumen son los siguientes:

Manifiesta el juez constitucional de segunda instancia, que atendiendo los últimos pronunciamientos de esta Corporación, la suspensión de los servicios que presta la copropiedad, como medida para obtener el pago de obligaciones atrasadas, es aceptable siempre y cuando “...ella no impida el ejercicio de las condiciones y necesidades mínimas del residente en mora...”, motivo por el cual comparte las apreciaciones y la decisión de la juzgadora de primera instancia.

En cuanto al riesgo que las medidas adoptadas por la administración puedan ocasionarle a dos señoras mayores de edad que habitan en casa del actor, el ad-quem aclara que lo que se suspendió fue el servicio de portería y no la entrada de los visitantes, lo que se traduce en la incomodidad que representa para quienes residen en ella de tener que estar pendientes de sus visitas, situación que en nada afecta sus derechos fundamentales, mucho menos si se tiene en cuenta el tamaño pequeño de la unidad residencial.

Concluye el ad-quem, que con base en la pruebas recaudadas por el juez constitucional de primera instancia, “...no existe vulneración del derecho a la igualdad, ni amenaza de violación del derecho a la intimidad...”, pues el actor y su familia siguen gozando de la seguridad de la casa, de la recepción de correspondencia, mensajes, retiro de basuras y disfrute de áreas comunes...”, razón por la cual procede a confirmar el fallo impugnado.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

1. Competencia

De conformidad con lo establecido en los artículos 86 y 241-9 de la Constitución Política, y en los artículos 31 a 36 del Decreto 2591 de 1991, la Sala Séptima de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional es competente para revisar la decisión judicial mencionada.

2. Lo que se debate. Reiteración de jurisprudencia.

En el caso que ocupa a la Sala el actor solicita protección para sus derechos a vivir en condiciones dignas, a la intimidad y a la igualdad, los cuales considera que han sido vulnerados por la administración del conjunto residencial en el que él y su familia habitan, al que le debe varias cuotas de administración, pues las medidas que ésta adoptó como mecanismo de presión para obtener el pago de la deuda, entre ellas suspender los servicios de portería y de citófono, en su criterio, a más de transgredir sus derechos, no son admisibles si se tiene en cuenta que la impugnada ya inició contra él un proceso ejecutivo. 

Teniendo en cuenta que las controversias entre deudores morosos de unidades o conjuntos residenciales sometidos al régimen de propiedad horizontal y las juntas administradoras de los mismos, por los mecanismos extraprocesales que éstas utilizan para presionar el pago de lo adeudado, los cuales los primeros alegan inconstitucionales porque según ellos afectan el núcleo esencial de varios de sus derechos fundamentales, ya han sido tema de varias sentencias producidas por esta Corte en sede de revisión, en el caso que ocupa a la Sala, que presenta presupuestos de hecho similares, ésta reiterará su jurisprudencia.

“Propiedad horizontal y uso de zonas comunes.

(...) La jurisprudencia reiterada de esta Corporación
, ha sostenido que las juntas administradoras de la propiedad horizontal están facultadas para realizar cobros extraprocesales a los copropietarios que no cumplen con el pago de las expensas ordinarias y extraordinarias que son necesarias para “la administración, conservación y reparación de los bienes comunes” (artículo 5º de la Ley 182 de 1948). Sin embargo, se reitera, que no todos los métodos de recuperación de cartera son constitucionalmente legítimos, pues los actos de la copropiedad encuentran su límite en la aplicación directa de la Carta (C.P. art. 4º)

(...) Pues bien, en anteriores pronunciamientos, esta misma Sala de Revisión
 ha señalado que, ante la mora en el pago de las expensas obligatorias, la copropiedad puede suspender los servicios que presta directamente, siempre y cuando no afecte las necesidades vitales de existencia de sus habitantes, pues “ese espacio donde el hombre requiere de los demás para proteger necesidades vitales, no puede ser anulado por el grupo social ni puede tomar medidas que nieguen las posibilidades de existencia que el individuo no puede asegurarse por sí mismo”
 (i). Igualmente, es claro que la administración de la propiedad horizontal no puede suspender los servicios públicos de quien incumple sus compromisos económicos con aquella, como quiera que “los servicios públicos son el medio por el cual el Estado realiza los fines esenciales de servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales (C.P. art. 2)”
 (ii). Finalmente, las medidas de cobro que adelanten las copropiedades no pueden transgredir el núcleo esencial de derechos fundamentales (iii). Así pues, se convierten en actos abusivos de las facultades de cobro de la administración, la utilización de medidas que limitan irrazonable y desproporcionadamente los derechos, a manera de ejemplo, de circulación de los residentes en las zonas comunales destinadas para ello, o que le nieguen, a sus titulares, el acceso a los inmuebles de uso privado
. (Corte Constitucional, Sentencia T-752 de 1999, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero) 
Así las cosas, es claro para la Sala que los mecanismos extraprocesales para presionar el pago de obligaciones atrasadas de deudores morosos, por parte de las juntas administradoras de conjuntos residenciales sometidos al régimen de propiedad horizontal, son aceptables como legítimos en la medida que “...no afecten las necesidades vitales de existencia de sus habitantes”, y no sean “irrazonables o desproporcionados”

En ese contexto, la decisión de la administración del conjunto residencial impugnado, de no prestar al actor el servicio de portería y citófono, los cuales se sostienen y pagan precisamente con el aporte de los habitantes del mismo, dadas las condiciones del accionante y el tamaño de la unidad residencial, apenas 46 casas, en nada afectan sus derechos fundamentales a la dignidad, a la intimidad y a la igualdad, pues como acertadamente lo señala el juez constitucional de segunda instancia, son esos servicios los que se suspendieron después de reiterados requerimientos de la accionada para llegar a un acuerdo de pago, lo que no implica que se haya tomado alguna medida que le impida la libre movilización a él o a su familia, o prohiba el ingreso de terceros autorizados por ellos.

De otra parte, el hecho de que la administración haya iniciado un proceso ejecutivo para recobrar las sumas adeudadas, no excluye la posibilidad de que la misma pueda recurrir a la suspensión de los servicios antes mencionados, pues su prestación estaría causando un nuevo cobro que no está incluido en lo que se reclama ante el respectivo juez, de ahí que la Sala confirmará los fallos de primera y segunda instancia en el proceso de la referencia, que denegaron la acción de tutela interpuesta por el actor.

III. DECISION
En mérito de lo expuesto, la Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución Política,

RESUELVE

Primero. CONFIRMAR el fallo proferido por EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ZIPAQUIRA, de fecha 1º de noviembre de 2000, que a su vez confirmó el fallo DEL JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE CHIA CUNDINAMARCA, de fecha 15 de septiembre de 2000, que negó la acción de tutela interpuesta por el señor JAIME BEDOYA ROJAS contra EL CONJUNTO RESIDENCIAL SANTA LUCIA DE CHIA, representado por su administrador señor ARTURO ROJAS.

Segundo. Por Secretaría General, líbrense las comunicaciones previstas en el artículo 36 del decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados.

 Notifíquese, comuníquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y cúmplase.

FABIO MORON DIAZ

Magistrado

CRISTINA PARDO SCHLESINGER

Magistrada (E)

ALVARO TAFUR GALVIS

Magistrado

IVAN ESCRUCERIA MAYOLO

Secretario General (E)

Sentencia SU.509/01

ACCION DE TUTELA CONTRA ADMINISTRACIÓN DE CONJUNTO RESIDENCIAL-Procedencia

Hay que reiterar que la jurisprudencia ha expresado que es factible interponer tutela contra particulares que administran conjuntos residenciales debido a que  los afectados por  decisiones de una Junta o Consejo de Administración, o por un Administrador, o Administradora de los conjuntos sometidos generalmente al régimen de propiedad horizontal, son decisiones que pueden colocar en situación de indefensión o necesariamente de subordinación a los copropietarios. 

ACCION DE TUTELA CONTRA ADMINISTRACION DE CONJUNTO RESIDENCIAL-Casos en que procede respecto de reglamentos de copropiedad

La regla general es que en materia de administración de las copropiedades hay que sujetarse a lo previsto en la ley 428 de 1998. Además, los copropietarios están sujetos a los Reglamentos de la copropiedad adoptados en la forma prevista por la ley sustancial. Sin embargo, estos Reglamentos pueden desconocer o amenazar los derechos constitucionales fundamentales, y en estas situaciones es procedente la tutela.

CONJUNTO RESIDENCIAL-Deudor moroso

Mediante la acción de tutela no se puede ni ordenar el pago de las cuotas de administración, ni decir cuál es el monto de las mismas, ni mucho menos permitir la exoneración de pago. 

CONJUNTO RESIDENCIAL-Conflictos económicos derivados de la aplicación del reglamento de propiedad horizontal

La tutela no es vía adecuada para solucionar conflictos económicos  derivados de la aplicación del reglamento de propiedad horizontal, pues para ello está la justicia civil ordinaria, a través del proceso verbal sumario.

CONJUNTO RESIDENCIAL-Publicación de listas de morosos

En relación con la publicación de lista de morosos, en las zonas comunes de la copropiedad, la Corte dijo que tal publicación no constituye, por sí misma, violación a los derechos al buen nombre y a la intimidad, por cuanto lo único que se da a conocer es un hecho cierto, la mora en el pago de cuotas de administración y este es un asunto que interesa a los demás habitantes de la copropiedad. 

CONJUNTO RESIDENCIAL-Suspensión de servicios por no pago de administración

En cuanto a la suspensión de servicios de administración que están previstos en los Reglamentos de copropiedad, no procede la tutela. Es el caso del uso de la piscina y de las zonas aledañas a la misma, de otro tipo de comodidades, del ingreso de los morosos a la asamblea general de propietarios, entre otros eventos. Estos derechos tienen su fundamento en la ley  porque no desconocen necesidades vitales de los residentes, luego no adquieren la categoría de constitucionales, ni mucho menos de derechos fundamentales constitucionales susceptibles de protegerse mediante tutela. 

CONJUNTO RESIDENCIAL-Suspensión del uso de citófono

Hasta ahora la jurisprudencia ha reconocido que un obstáculo a tal servicio, en determinados casos concretos, podría derivar en transgresión a los derechos fundamentales  a la vida, a la intimidad y al debido proceso. De manera que hay que examinar en cada caso concreto, ponderando los derechos que pudieren entrar en conflicto. En el presente fallo se analiza un punto de la anterior jurisprudencia: la mayor o menor distancia de las casas y apartamentos respecto de la portería. La  Corte  considera  la incidencia de la distancia de una manera diferente a la expuesta en decisiones anteriores de la Corporación. Esa circunstancia  no puede ser argumento para conceder o no la tutela, puesto que el uso del citófono no es solo para anunciar visitantes, sino que, en ocasiones incide en avisos o informaciones vitales; el citófono es un elemento comunicador  que permite dar informaciones urgentes que pueden ser necesarias para el goce de los derechos fundamentales, inclusive para preservar vida o seguridad física de niños, de ancianos, de discapacitados y de todos los residentes y puede ser transmisor de información urgente sobre otros derechos fundamentales, como por ejemplo sobre el trabajo. Por lo tanto, los mismos argumentos de la T-630/97 que sirvieron para conceder la tutela cuando la portería está lejos de la casa o apartamento al cual se le ha quitado el citófono, se predican para cualquier distancia. Se replantea entonces  la jurisprudencia por esta Sala Plena en este aspecto y se considera que el citófono es un elemento requerido para las necesidades vitales, luego la suspensión del servicio podría ser una amenaza para la pronta solución de riesgos imprevistos, sea cual fuere la distancia entre portería y habitación del copropietario, lo cual puede vulnerar derechos fundamentales de las personas.

CONJUNTO RESIDENCIAL-Suspensión del servicio de correspondencia

Hay que partir de la base de que la orden de impedir la recepción de correspondencia se constituye en un proceder caprichoso, pues transgrede el núcleo esencial  del derecho a la intimidad personal y familiar previsto en el artículo 15 de la C. P. Pero una restricción que no impida el acceso a la correspondencia sino que establezca una regla de comportamiento, así sea mortificante para el moroso, no da lugar a tutela. 

CONJUNTO RESIDENCIAL-Suspensión del servicio de gas

La Corte Constitucional indicó que no se puede suspender dicho servicio cuando llega de red matriz, pero que tratándose de una distribución interna sí se puede ordenar la suspensión del servicio de gas en caso de mora del propietario o inquilino porque “La situación difiere si la administración suspende servicios que presta una empresa ajena a su relación, por ejemplo los servicios públicos, pues no sólo abusa de sus facultades de cobro y contraviene arbitrariamente el principio de continuidad de los servicios públicos sino que desconoce una necesidad vital de las personas”.

ADMINISTRADOR DE PROPIEDAD HORIZONTAL-Debe resolver peticiones de los copropietarios
Se deben resolver las peticiones de los copropietarios conforme a lo previsto en los Reglamentos de copropiedad, siempre que no se afecten derechos fundamentales.

CONJUNTO RESIDENCIAL-Obstáculos para abrir la puerta de entrada a un condominio

En este sentido la Corte considera que hay que tener en cuenta las circunstancias de cada caso, como por ejemplo la edad de los usuarios, las condiciones físicas, si es o no discapacitados, ya que en estos casos pueden vulnerarse derechos fundamentales si se pone a las personas en situación de riesgo que amenace violar el derecho a la vida, a la integridad personal o a la libertad de locomoción. En estas circunstancias podría considerarse que se vulneran los derechos fundamentales antes indicados y por lo tanto es un hecho violatorio de tales derechos  la orden que los Administradores le dan al portero para que no abra  los garajes para así  obligar al inquilino moroso a bajarse del vehículo, abrir el mismo la puerta y entrar y luego cerrar dicha puerta. También ocurre esta situación cuando el comunero tiene que esperar a que llegue otro copropietario y entrar a continuación de éste. Es evidente que estos comportamientos no pueden considerarse como afectación a la dignidad del moroso, pero también es evidente que coloca a éste en real peligro de ser asaltado o agredido e inclusive secuestrado en el instante en que efectúa una labor que no es solamente mecánica sino parte integral de medidas preventivas de seguridad. Por tanto, este servicio no puede ser obstaculizado porque podría poner en riesgo la vida o la integridad personal o la seguridad de la persona.

Referencia: expedientes T- 315866, T- 315884, T- 362549, T- 363900, T-372830

 Acciones de tutela instauradas por Gonzalo Mejía Abello y otros

Procedencia: Juzgado 9° Civil Municipal de Bucaramanga y otros Juzgados y Tribunales

Temas:

Reglas jurisprudenciales cuando hay suspensión de algunos servicios de administración en conjuntos de vivienda. 

Magistrado Ponente:

Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA

Bogotá, D.C., diecisiete (17) de mayo de dos mil uno (2.001).

La Sala Plena de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados doctores Jaime Araujo Renteria, Alfredo Beltran Sierra, quien la preside, Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Cordoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Luis Eduardo Montealegre Lynett, Alvaro Tafur Galvis, y Clara Inés Vargas Hernández en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, ha proferido la siguiente

SENTENCIA

 Dentro del proceso de revisión de las sentencias proferidas en las siguientes tutelas acumuladas: 

En la T-315866 el fallo de primera instancia fue dictado por el Juzgado 9° Civil Municipal de Bucaramanga el 7 de febrero de 2000 y el de segunda instancia lo profirió el Juez 2° Civil del Circuito de dicha ciudad el 27 de marzo de 2000; 

En la T-315884, el fallo de primera instancia lo dictó el Juez 39 Civil del Circuito el 23 de febrero de 2000 y el de segunda instancia la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá el 3 de abril de 2000;

En la T- 362549, el fallo de instancia lo profirió el Juzgado 1° Promiscuo Municipal de Chia; 

En la T- 363900, decidió en primera instancia el Juez 7° Penal del Circuito de Manizales  el 18 de mayo de 2000 y en segunda instancia la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales el 13 de junio de 2000; y, 

En la T-372830, el fallo de primera instancia lo profirió el Juzgado 1° Civil Municipal de Girardot el 20 de junio de 2000 y el de segunda instancia es del juzgado 1° Civil del Circuito de Girardot del 25 de julio de 2000. 

Se determinó que estas tutelas fueran acumuladas y que fueran  decididas por la Sala Plena de la Corporación.

ANTECEDENTES

1.  T-315866

1.1. Hechos

1.1.1. Gonzalo Mejia Abello, instauró acción de tutela contra la Junta Administradora del Conjunto Residencial Macaregua, en  Bucaramanga, porque consideró se le han violado los derechos a la libre locomoción, a la comunicación y el derecho de petición. Solicita que se le cobren las cuotas de administración  teniendo en cuenta solo los meses en que el servicio se ha prestado, se ordene la instalación del servicio de citofonía, se permita el libre acceso a un parqueadero, se presten los servicios de administración en la forma adecuada y se responda por la Junta Administradora a un derecho de petición en el cual solicitaba la lista de morosos, la copia de la  resolución  que dispuso cortarle los servicios de administración (si existiere dicha resolución) y las razones para dicha suspensión. 

1.1.2. Dice ser propietario del apartamento 403, torre K, en la mencionada urbanización, en donde vive con su esposa y cuatro hijos, uno de ellos autista y con permanentes crisis nerviosas. Su apartamento está muy distante de la portería.

1.1.3. Como adeuda  cuotas de administración de nueve meses, ha sido ubicado en la lista de morosos, le suprimieron el servicio de parqueadero en el conjunto, por ello acude a otro parqueadero en un lote contiguo (parqueadero público que no es propiedad de la urbanización) pero también se le obstaculiza el acceso, se le suspendió el servicio de citofonía  lo cual lo afecta sobremanera, narra que tiene que llamar a gritos al portero y que cuando uno de sus hijos tuvo un problema de salud no pudo usar el citófono. El copropietario moroso indica que no ha pagado porque atraviesa una difícil situación económica y tiene embargado el sueldo por Juriscoop.

1.1.4. Actualmente se adelanta proceso ejecutivo en su contra, el juicio cursa en el Juzgado 4° Civil Municipal de Bucaramanga.

1.2. Respuesta de la accionada
El señor Gonzalo Mejía Abello debe cuotas desde septiembre de 1998, es decir que para la fecha de presentación de la acción de tutela la mora correspondía a 17 meses y la cuantía a $1.080.396,oo, y el deudor expresó en el juzgado que no iba a pagar, lo cual está afectando a todos los residentes, entre otras cosas, porque hay que pagar la empresa de vigilancia, el aseo. La administración lo invitó a hacer acuerdos de pago, pero el peticionario de la tutela no mostró interés para ello. Además, para seguridad de todos los residentes se prohíbe el ingreso de visitantes que no puedan ser conocidos. En cuanto al derecho de petición dice que el artículo 23 de la Constitución no cobija a particulares.

1.3. Pruebas 

- Declaración de la señora Maria Luisa Rivera Garcia, representante y administradora de la urbanización, quien resalta la mora en que ha incurrido Gonzalo Mejía Abello y los perjuicios que eso ha ocasionado; justifica las medidas en contra del copropietario así: lo de la citofonía fue una orden de la Junta Directiva en febrero de 1999 aplicable a varios deudores morosos, entre ellos el señor Mejía, aclara que el servicio se utiliza únicamente  para anunciar visitas e informar a cerca de la correspondencia y novedades que indique la administración; agrega que cuando hay visitantes a los ocupantes de los  apartamentos a los cuales se les ha suspendido el citófono, se autoriza por el visitado, via escrita, el ingreso del visitante. Dice la declarante que se le ofrecieron en repetidas oportunidades al señor Mejía facilidades para pagar lo debido, “incluso comenzando a pagar cuando él lo deseara”. Agrega que el señor Mejía y su familia ocasionan escándalos por lo cual se han visto obligados a llamar a la policía, y que no se le ha suspendido el servicio de parqueadero, “lo único que se le ha suspendido es el servicio de portería y vigilancia que consiste en que el celador no le abre el portón cuando llega él o cualquiera de sus visitantes en vehículos; pero el puede entrar las veces que quiera…” 

-Declaración del solicitante Gonzalo Mejía Abello, ante el juez de tutela, reiterando lo que expresó en su petición de amparo. Explica, en algunos apartes de su versión que “no se me ha pasado un escrito formal para arreglo” y que si en una oportunidad se le propuso verbalmente, el explicó su difícil situación económica.

-Resolución Nº 012 de 29 de abril de 1998, de la Inspección Municipal de Control Urbano de Bucaramanga, por medio de la cual se sancionó al Conjunto residencial Macaregua a pagar una multa y se le ordenó demoler una construcción porque encerraba un parqueadero del Centro Comercial Macaregua  y causaba perjuicios a vehículos y peatones.

· Resolución Nº 28 de 5 de junio de 1998 que revocó en parte la sanción y confirmó la orden antes aludida;

- Escritura pública 516 de 2 de marzo de 1978 sobre propiedad horizontal;

· Actas de la Junta Administradora;

- Solicitud de licencia de construcción.

2. T-315884

2.1. Hechos

2.1.1. La señora Alba Luz Betancourt Aguilar, residente en el conjunto residencial Gaupí I, apartamento 707 en Bogotá, instaura tutela contra la administradora de dicho conjunto porque debido al no pago oportuno de la administración, le suspendieron los siguientes servicios: citófono, recibo de correspondencia, recepción para ingreso de visitantes, servicio de portería para ingreso o salida del conjunto, bien sea por la puerta principal o por el garaje, alquiler del salón comunal, servicio del teléfono de la portería. Agrega que se le han impartido órdenes a los celadores para que se le prohíba “el acceso a mi propio apartamento y/o parqueadero de mi propiedad”. Solicita, mediante tutela que cese tal violación a sus derecho a la libre movilización, buen nombre y honra.

2.1.2. En declaración ante el juez de tutela agrega que en ocasiones ha tenido que ir a dormir donde la madre de ella, que para poder entrar o sacar el carro tiene que esperar a que entre o salga otro de los inquilinos porque a ella no le abren la puerta individualmente, y que está pendiente de algún arreglo para el pago de lo debido.

2.2. Respuesta de la accionada:

La peticionaria de la tutela debe a la administración del conjunto $12’440.595,oo, suma que está en cobro judicial pero no se la ha colocado en la lista de morosos; el comportamiento de ella, de una hermana que tiene otro apartamento y también está en mora y de familiares ha traído malestar a los copropietarios y hay agresividad contra los vigilantes hasta el punto de que el señor José Betancourt familiar de la solicitante agredió a Carlos Delfín Velasquez. Por determinación de la Junta Administradora  se le suspendió el servicio de citófono, se le recibe la correspondencia pero queda en el casillero para que ella lo retire, puede recibir visitantes pero no se anuncian por citófono, puede transitar libremente por todo el conjunto, inclusive guarda su vehículo en el garaje de su propiedad  pero debe esperar el ingreso o salida de otro de los residentes en portería.

2.3. Pruebas

· Cuenta de cobro a junio de 1999 del apartamento 707;

- Cuenta de cobro a junio de 1999 del apartamento 607;

· Certificados de libertad de los apartamentos 707 y 607;

- Acta Nº 4 del Consejo de Administración del conjunto;

· Comunicación a los copropietarios del apartamento 607;

- Nit del conjunto;

- Denuncio por lesiones personales a un vigilante e incapacidad del lesionado.

3. T-362549

3.1. Hechos

3.1.1. Lucía Mariana Jiménez Troncoso entabla tutela contra los responsables del Conjunto Residencial Villa Campestre ubicado en el Municipio de Chia, porque, según la solicitante, al no poder cancelar lo de administración debido a la pérdida de empleo, no se le han dado las nuevas llaves de la puerta de acceso al conjunto y una semana antes de instaurarse la tutela no se permitió ni siquiera el acceso a la casa que tienen dentro del conjunto.

3.2. Respuesta de la accionada

En declaración rendida ante el juez de tutela, la señora Gloria Cárdenas, encargada del conjunto residencial, reconoce que Lucía Jiménez Troncoso vive en el conjunto cerrado antes mencionado, en donde el único que tiene llave de acceso es el vigilante, por eso hay un timbre para llamar al vigilante si éste se encuentra haciendo ronda; que no es cierto que se les impida el acceso al conjunto y no se les ha suprimido ningún servicio, pese a estar en mora. 

La administradora agrega por escrito  que la señora Jiménez tiene un salón de belleza en su casa, dentro del conjunto, pese a que por reglamento ello no es posible y que los familiares de dicha señora hacen uso de las instalaciones del conjunto.

3.3. Pruebas

La declaración que rindió la administradora del conjunto, por citación que le hizo el juzgado.

La solicitante de la tutela no aportó prueba alguna. 

4. T-363900

4.1. Hechos

4.1.1. Juan Carlos Zuluaga Jaramillo y Mónica Gutierrez Bernal, directamente y en representación de sus hijos menores Felipe, Juán Martín y Emilio, instauran tutela contra la administradora del Conjunto cerrado El Tejar, en Manizales, porque se les anunció que si no cancelaban la suma de $1.237.169,oo de gastos de administración por  la casa Nº 8 habitada por aquellos, se les cancelarían todos los servicios y luego se decidió: prohibir el acceso de los peticionarios de la tutela al conjunto cerrado. En realidad, en la misma solicitud se aclara que sí entran pero se exige que  “sean ellos quienes se bajen de su automóvil, ingresen a la caseta donde permanece el celador del conjunto, operen el sistema electrónico de las puertas, vuelvan a subirse a su carro, ingresen con él al conjunto, vuelvan a bajarse y procedan a cerrar nuevamente las puertas”, consideran que esto afecta la dignidad. Dicen que se le prohibe a los porteros que abran la puerta cuando llegan visitas para la familia Zuluaga, y que le anunciaron a Mónica Gutiérrez que si salía con su vehículo después no podría volver a entrarlo. Además se suprimió el servicio de citófono, se suprimió el servicio público de gas, se prohibió el servicio de recolección de basura dentro del conjunto, se prohibió el servicio de mantenimiento de los prados adyacentes y se interceptó la correspondencia.

4.1.2. Solicitan que se normalicen los servicios vitales como el de portería, gas, recolección de basuras, citófono y se permita el libre acceso de clientes y visitantes.

4.1.3. Se dice que el señor Zuluaga es un prestante cafetero, pero que  por la situación económica del país ha entrado en iliquidez por lo cual ha incurrido en mora. 

4.2. Respuesta de la accionada

Dice que el servicio de citófono se ha restaurado al notificársele la iniciación de la acción de tutela; que la deuda ya asciende a $8’459.114,oo correspondiente a 17 meses y no hay qué embargarle al deudor porque el inmueble está afectado por patrimonio de familia; reconoce que hay la restricción en cuanto al acceso (que deben bajarse del vehículo y abrir la puerta y luego bajarse para cerrarla); sobre el servicio de gas, indica que está prestado directamente por la propiedad horizontal, “quien lo compra al por mayor y lo suministra de manera independiente, a través de redes internas de propiedad común, a los propietarios que lo pagan”; expresa que es cierto que se suspendieron los servicios de recolección interna de basuras, luego deben llevar personalmente la basura a la portería, y que se suspendió el servicio de jardín por ser un área privada cuyo mantenimiento corresponde a cada propietario; niega que se retenga la correspondencia, se conserva en la portería para que sea retirada por los inquilinos; reitera que no se ha restringido o prohibido el paso a la familia Zuluaga y a los visitantes y que están en funcionamiento los servicios públicos domiciliarios. 

4.3. Pruebas

-Certificado de tradición de la casa;

-Registro civil de matrimonio y de nacimiento de los tutelantes;

-Comunicación de fecha 1° de marzo de 1999, de la administradora al doctor Juán Carlos Zuluaga; expresamente dice: “Me permito recordarle que adeuda la suma de $1’237.169,oo por cuotas de administración, si para el 10 de marzo del presente año, no ha cancelado me veré en la obligación de cancelar todos los servicios que le suministra la copropiedad y enviar la cuenta a cobro jurídico”;

-Declaración de Lázaro Herrera, vigilante del condominio. Se refiere a que deben los Zuluaga abrir y cerrar personalmente la puerta de acceso al condominio y se le prohibió a él (al vigilante) hacerlo; reconoce que el oficio del vigilante es “la seguridad en el condominio”, afirma que le dieron la orden de que “no le abriéramos la puerta” (a la familia Zuluaga).

-En similar sentido al anterior, declara Rodrigo Rodríguez, también vigilante del condominio, señala expresamente la placa del carro al cual no se le abre directamente la puerta (358, de Zuluaga), “cuando viene la señora con los niños ellos se bajan y accionan el suiche para abrir la puerta”.

-También está la declaración del jardinero Alonso González quien dice que no ha hecho el mantenimiento de los jardines ni recogido la basura de la casa de los Zuluaga.

-Decisiones de la Asamblea general del conjunto y de las Juntas de consulta;

-Resolución del registro de la administradora del mencionado conjunto;

-Relación de cuotas adeudadas;

-Declaración de Mónica Rodríguez, ratificando lo dicho en la contestación a la tutela;

-Escritura 606 de 1996, reglamentándose la propiedad horizontal del conjunto;

-Certificados de libertad y constancia de Planeación Municipal sobre el inmueble sobre el cual está levantado el conjunto; 

5. T-372830

5.1. Hechos

5.1.1. Heladio Fernelix Mosquera Herrera presenta acción de tutela contra la Administradora y el Consejo de Administración de la Asociación Copropiedad Condominio Bosques del Norte en Girardot.

5.1.2. Se queja el peticionario de que se le han suspendido los “servicios públicos accesorios” de piscina, jardinería, vigilancia y portería (restringen el acceso al condominio, impidiéndole la entrada de un vehículo y poniéndole un candado, “a veces me toca bajarme del carro y abrir personalmente la puerta, logrando el acceso cuando éste no tiene candado, cuando tiene candado el portón me toca esperar a que el portero quite el candado”, aclara que tienen dos carros, uno de él y otro de la señora. 

5.1.3. Se queja de que haya juicio ejecutivo en su contra y se le hayan embargado bienes y adicionalmente se le restrinjan varios usos propios del condominio; por ejemplo indica: “la prohibición de acceso al inmueble afectó sicológica y afectivamente a mis hijos, atentó contra mi familia, mis hijos menores en razón de ello no pueden invitar a la casa a sus compañeros a hacer tareas o a visitarlos y como no tienen acceso a la piscina y sede social, esto ha afectado enormemente en el seno de la familia”.
5.2. Respuesta de la accionada

La administradora del condominio alega que las cuotas de sostenimiento son de carácter obligatorio, que el señor Mosquera propietario de la casa # 8 ha incumplido desde marzo de 1998 razón por la cual se ha iniciado un proceso ejecutivo en su contra y además se le han suspendido los servicios de piscina, portería y uso del área social de la piscina y además se le ha expresado que solamente tiene derecho al ingreso de un vehículo de su propiedad orden que “fue revocada inmediatamente por haberse producido esa misma noche (del 1 de junio) un abono de $1’000,000,oo a la deuda total de las cuentas de administración.

5.3. Pruebas

-Certificado de existencia del condominio mencionado;

-Acta de Asamblea General; 

-Copia de parte de escritura donde está el reglamento;

-Carta de 4 de mayo de 2000 del Consejo de Administración al señor Mosquera, que en lo pertinente dice: “..se ha determinado que solamente tendrá derecho al ingreso de un solo vehículo, para ser parqueado en su garaje privado. Los visitantes no serán anunciados por el vigilante de turno en la portería, labor que usted hará personalmente, además su invitado no podrá entrar el vehículo”;

-Copia de una diligencia de embargo y secuestro; y de la demanda ejecutiva;

-Comunicación del señor Mosquera al Consejo de Administración.

-Declaración del vigilante Orlando Herrera quien indica que se le dio la orden de no permitir el ingreso de mas de un vehículo para la casa la del señor Mosquera.

SENTENCIAS OBJETO DE REVISION

Es necesario hacer previamente una aclaración sobre el trámite de las tutelas acumuladas en la Corte Constitucional: en esta Corporación  se dieron las siguientes actuaciones: en la Sala de Selección de 25 de mayo de 2000, por equivocación, se determinó acumular los expedientes T-315866 y T-315884, que tienen que ver sobre temas de propiedad horizontal, a un grupo numeroso de casos relativo a reajuste salarial; se enmienda el error en Sala de 23 de agosto de 2000 y se mantuvieron acumulados los dos mencionados expedientes, pero se ordenó que no continuaran acumulados con los referentes a reajuste salarial. Al día siguiente se solicitó a Sala Plena; que el estudio de los casos se hiciera por dicha Sala Plena; en vista de que “existen varios pronunciamientos de las diferentes Salas de Revisión, entre los cuales podemos destacar las sentencias T-.630 de 1997, T-470 de 1999, T-789 de 1999, T-1016 de 1999, T-143 de 2000, las cuales podrían presentar algunas posiciones disímiles, que hacen pertinente una decisión unificada de la Corte Constitucional.” A su vez, la Sala de Selección de 20 de septiembre de 2000 escogió los casos contenidos en los expedientes T-362549 y T-363900 y determinó que se acumularan al T-315866. Y la Sala de Selección de 13 de octubre de 2000 seleccionó el T-372830 y también se ordenó que fuera acumulado al T-315866. Estas son las razones para que se decida  por Sala Plena las cinco tutelas antes indicadas y en un solo fallo se revisarán por lo tanto las sentencias proferidas en instancia que son las siguientes:

T-315866: el fallo de primera instancia fue dictado por el Juzgado 9° Civil Municipal de Bucaramanga el 7 de febrero de 2000. No concedió la tutela porque “no se le están vulnerando ni amenazando sus derechos fundamentales, ya que no se encuentra en una situación que conlleve un perjuicio irremediable y por otro lado cuenta con otros medios defensivos para la reclamación solicitada”.  

El fallo de segunda instancia lo profirió el Juez 2° Civil del Circuito de Bucaramanga el 27 de marzo de 2000, confirmando la decisión del a-quo porque, en sentir del ad-quem, lo reclamado hace parte de la reclamaciones sobre acuerdos privados  referentes al régimen de propiedad horizontal.

T-315884: el fallo de primera instancia lo dictó el Juez 39 Civil del Circuito de Bogotá, el 23 de febrero de 2000. No concedió la tutela porque la cultura del no pago en las cuotas de administración no tiene respaldo constitucional sino que por el contrario cohonesta la desigualdad. 

La sentencia de segunda instancia la profirió la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá el 3 de abril de 2000; confirmando la decisión del a-quo. Se justifica el proceder de la administradora del Conjunto Residencial, entre otras razones por las siguientes: “Desde luego que la comunidad, específicamente los residentes del Conjunto Residencial Guapí I, a efecto de asegurarle un mejor estar  a los residentes, requiere de recursos económicos, pues estos constituyen una de las prestaciones a cargo de aquellos, a cambio de las cuales han de recibir los beneficios que dicho Conjunto en servicios devuelve. Este postulado es en extremo elemental, empero, el incumplimiento por las partes involucradas transtorna el funcionamiento de la comunidad, al punto que genera los conflictos que da cuenta la presente acción de tutela”.
T- 362549: el fallo de instancia lo profirió el Juzgado 1° Promiscuo Municipal de Chía, el 17 de julio de 2000. Se negó la tutela porque no se encontró violación a derecho fundamental alguno.

T- 363900: decidió en primera instancia el Juez 7° Penal del Circuito de Manizales el 18 de mayo de 2000. No concedió la tutela. Para el a-quo “La Asamblea General y la Junta Consultiva se vieron en la imperiosa necesidad  de recurrir a estas medidas, por cuanto no es posible de otra forma que se pague el monto adeudado”. 

En segunda instancia el fallo lo profirió  la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales el 13 de junio de 2000, confirmando la decisión del a-quo. Parte de la base de que “Los accionantes pretenden que por conducto de la acción de tutela se les libere de la obligación que tienen de cancelar las cuotas que acarrean los servicios de administración que les han sido suspendidos, pues su restablecimiento es el que demandan por esta vía excepcional, sin que para el efecto deban sufragar suma alguna” y agrega que no hay prueba de vulneración a derecho fundamental alguno, salvo en el caso del citófono, pero el servicio ya fue restituido.

T-372830: el fallo de primera instancia lo dictó el Juzgado 1° Civil Municipal de Girardot el 20 de junio de 2000; concediéndose la tutela y ordenándose a la administradora y al Consejo de Administración que de manera inmediata cesaran los actos ejercidos contra el accionante. 

Y la sentencia  de segunda instancia la profirió el juzgado 1° Civil del Circuito de Girardot el 25 de julio de 2000. Revocó la decisión del a-quo, negó la tutela y lo hizo con estos argumentos: no está demostrado que el accionante tenga niños, “pero aún si ello fuera así es claro, y así lo entiende el Despacho, que impedirles a los mismos el derecho a gozar del servicio de piscina, no atenta contra la recreación de ellos y menos aún contra el mínimo vital”, y tampoco hay vulneración de cualquier otro derecho fundamental.

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

A. COMPETENCIA
Esta Corte es competente para revisar los fallos de tutela de conformidad con los artículos 86 y 241 de la Constitución Nacional y el decreto 2591 de 1991; así mismo por la selección de los respectivos expedientes, la acumulación decretada y la determinación de ser decididos en Sala Plena.

B. TEMAS JURIDICOS A TRATAR

1. Procedencia formal de la acción de tutela
En primer lugar hay que reiterar que la jurisprudencia ha expresado que es factible interponer tutela contra particulares que administran conjuntos residenciales debido a que  los afectados por   decisiones de una Junta o Consejo de Administración, o por un Administrador,  o Administradora de los conjuntos sometidos generalmente al régimen de propiedad horizontal, son decisiones que pueden colocar en situación de indefensión o necesariamente de subordinación a los copropietarios. “La subordinación tiene que ver con acatamiento, sometimiento a órdenes proferidas por quienes por razón de sus calidades, tienen la competencia para impartirlas” (T-333/95. Además, entre otras, T-074/94, T-411/95, T-070/97, T-630/97).

2. Casos en los cuales es procedente la tutela, respecto de reglamentos de copropiedad

La regla general es que en materia de administración de las copropiedades hay que sujetarse a lo previsto en la ley 428 de 1998 . Además, los copropietarios están sujetos a los Reglamentos de la copropiedad adoptados en la forma prevista por la ley sustancial. 

Sin embargo, estos Reglamentos pueden desconocer o amenazar los derechos constitucionales fundamentales, y en estas situaciones es procedente la tutela.

3. Reglas que se deducen de la jurisprudencia de la Corte
Esta Corte procede a resumir la jurisprudencia anterior y a formular las reglas que se han adoptado, adicionando dichas reglas para comprender algunas nuevas situaciones que se han planteado en las tutelas objeto del presente análisis.
3.1. Mediante la acción de tutela no se puede ni ordenar el pago de las cuotas de administración, ni decir cuál es el monto de las mismas, ni mucho menos permitir la exoneración de pago. La T-630/97 dijo al respecto:

"En efecto, es claro que el juez de tutela no puede exonerar el pago de expensas de administración ni puede favorecer el incumplimiento de los deberes u obligaciones derivadas de la vida en comunidad, pues como bien lo afirmó esta corporación: "Abusa de la acción de tutela quien, desquiciando el objeto de la misma, pretende amparar lo que no es un derecho suyo sino precisamente aquello que repugna al orden jurídico y que apareja responsabilidad y sanción: La renuencia a cumplir las obligaciones que contrae". 

La tutela tampoco es vía adecuada para solucionar conflictos económicos  derivados de la aplicación del reglamento de propiedad horizontal, pues para ello está la justicia civil ordinaria, a través del proceso verbal sumario (inciso 1° del artículo 435 del Código de Procedimiento Civil).

De lo anteriormente dicho no se puede concluir que no puede ser invocada la tutela cuando se violen derechos fundamentales constitucionales. Y si esto último ocurre no puede inferirse que la tutela viabiliza la cultura del no pago, ya que no existe el derecho a no pagar; lo que existe es una libertad de optar una determinada forma de vivir y si se hace en comunidad ello implica una serie de derechos y obligaciones para que no se afecte la vida comunitaria. Pero, se repite, el juez constitucional acude a la protección de las personas a quienes se les vulnera o amenaza vulnerárseles tales derechos fundamentales, específicamente cuando se suspenden servicios de administración. En relación a esta última circunstancia la T-454/99 expresa:

“Conforme a lo anterior, las asambleas de copropietarios pueden adelantar las medidas estrictamente necesarias para efectuar los cobros correspondientes, lo que incluye requerimientos pre- procesales de la obligación económica, claro está todo de acuerdo con la legislación vigente. Por consiguiente, la suspensión de los servicios que presta la copropiedad es perfectamente válida si aquella no impide el ejercicio de las condiciones y necesidades mínimas de existencia del residente en mora, puesto que "las juntas administradoras no pueden contrariar el principio de la dignidad humana, el cual es una condición para el ejercicio de la libertad y la seguridad, ni están facultadas para impedir la satisfacción mínima de las condiciones de existencia vital para los habitantes"
. 

Lo anterior se confirma cuando se analiza la facultad de suspensión de los servicios públicos, en caso de incumplimiento en el pago, de que goza toda entidad prestadora (artículo 140 de la Ley 142 de 1994). Así pues, cuando se contraviene las condiciones inicialmente pactadas en los contratos de servicios públicos, las empresas están facultadas para no continuar con la prestación del servicio. Idéntica circunstancia se presenta en el caso de suspensión de servicios de administración de la propiedad horizontal, pues la inobservancia del deber de contribuir con las expensas de administración permite que ella interrumpa la prestación de los servicios acordados.

3.2. En cuanto a la expulsión de la vivienda de una persona que la ocupa por haber  incurrido en mora, la Corte ha considerado  que esa sanción es inconstitucional y vulnera derechos fundamentales. La T-470/99 dice al respecto:

"En efecto, de conformidad con el artículo 51 de la Constitución, todos los colombianos tienen derecho a una vivienda digna, lo cual no solamente alude al compromiso estatal de procurársela en condiciones justas y adecuadas, sino al derecho de todo individuo a que la vivienda a la cual se acoge, en propiedad o en arriendo, sea respetada por terceros como un reducto de su intimidad y del libre desarrollo de sus actividades personales y familiares.

Pero, además, a nadie se puede despojar, sin que ello tenga el carácter de inhumano y denigrante trato, de su lugar de vivienda, pues la sola expresión de tal medida constituye una evidente vulneración del artículo 12 de la Constitución. La posibilidad de acogerse a un reducto íntimo hace parte de la integridad de la persona, que, justamente en razón de su dignidad, es objeto de la protección del sistema jurídico.

Además, la expulsión del sitio en que una persona habita vulnera su libertad (arts. 16 y 28 C.P.), pues implica que se le impida decidir cuál es su domicilio y se obstruya su voluntad de permanecer en él.

Por supuesto que, adicionalmente, es afectado el derecho a la intimidad personal y familiar, y la expulsión es una modalidad de violencia contra la familia, y contra su dignidad, que se ve perturbada por la decisión de un ente ajeno a ella (artículos 5, 15 y 42 C.P.).

Y el derecho de propiedad también resulta quebrantado, en el caso de quien siendo dueño de un inmueble es obligado a salir de él y se le prohibe ejercer derechos inherentes al dominio, como el uso y disfrute del mismo (art. 58 C.P.).

Aun en el caso del arrendatario, el castigo del que se trata significa grave e injustificado daño a los derechos derivados del contrato, adquiridos con arreglo a las leyes civiles (art. 58 C.P.).

Por otra parte, la Corte Constitucional considera que la Administración de un centro residencial, cuya función únicamente recae sobre las áreas comunes y de ninguna manera puede extenderse a las privadas, desborda el campo de sus atribuciones cuando obstaculiza o impide a los habitantes de las unidades de aquél ejercer los derechos individuales que les corresponden.

3.3.  En relación con la publicación de lista de morosos, en las zonas comunes de la copropiedad, la Corte dijo, en la sentencia T- 360 de 1995, que tal publicación no constituye, por sí misma, violación a los derechos al buen nombre y a la intimidad, por cuanto lo único que se da a conocer es un hecho cierto, la mora en el pago de cuotas de administración y este es un asunto que interesa a los demás habitantes de la copropiedad. En lo pertinente, dijo el citado fallo:

"Ahora bien, la publicación de la lista de deudores morosos en las carteleras del conjunto residencial en obedecimiento de directrices trazadas por la asamblea de copropietarios, no constituye por sí misma, vulneración del derecho constitucional fundamental a la intimidad ni al buen nombre. (...) Las circunstancias descritas en este caso no comportan una situación que pueda interesar tan solo al propietario, sino que involucran aspectos que comprometen a los demás miembros del conjunto residencial, y que, de algún modo, se relacionan con las previsiones del reglamento de la copropiedad. No se trata de informaciones estrictamente personales, familiares no destinadas al conocimiento público; por el contrario, la administración no hizo nada diferente a cumplir lo establecido por el reglamento de copropiedad del conjunto residencial, en el sentido de informar la situación de mora en que se encuentra el mencionado señor Gonzalez Luna, en relación con el atraso que presenta en el pago de las cuotas de administración, después de habérsele requerido para el pago de las cuotas adeudadas." (se subraya)

Claro que la Corte precisó, en la sentencia T-630 de 1997, que la información en las carteleras de morosos debe ser ponderada. 

"Deberá estudiarse: a) si la información contenida en las listas involucran aspectos que comprometen a todos los residentes de la unidad residencial; b) si no se describen aspectos estrictamente personales o familiares; c) si la información tiene relevancia económica para todos los miembros del conjunto; d) si la publicación se circunscribe a todos los habitantes del edificio y no a todo el público en general." 

3.4. En cuanto a la suspensión de servicios de administración que están previstos en los Reglamentos de copropiedad, no procede la tutela. Es el caso del uso de la piscina y de las zonas aledañas a la misma, de otro tipo de comodidades, del ingreso de los morosos a la asamblea general de propietarios, entre otros eventos. Estos derechos tienen su fundamento en la ley  porque no desconocen necesidades vitales de los residentes, luego no adquieren la categoría de constitucionales, ni mucho menos de derechos fundamentales constitucionales susceptibles de protegerse mediante tutela. (T-630/97).

3.5. Suspensión de servicios de citófono. Hasta ahora la jurisprudencia ha reconocido que un obstáculo a tal servicio, en determinados casos concretos, podría derivar en transgresión a los derechos fundamentales  a la vida, a la intimidad y al debido proceso. De manera que hay que examinar en cada caso concreto, ponderando los derechos que pudieren entrar en conflicto  como lo señala la T-630/97:

"15. En este orden de ideas, para saber si las medidas adoptadas (la suspensión del citófono y la correspondencia) constituyen un abuso del derecho o si encuentran justificación constitucional, deberá ponderarse los principios constitucionales en conflicto, a saber, de un lado, los valores constitucionales que el Estado pretende maximizar, como sería en este caso la protección de la copropiedad, la convivencia pacífica, la efectividad de los derechos individuales, la vigencia de un orden justo, la garantía por el respeto de los derechos ajenos y el no abuso de los derechos.  Y, de otro lado, los derechos a la vida, en caso de no comunicación de la llegada de ambulancias para enfermos (tutela T-144.724), el derecho a la no interceptación de correspondencia y demás formas de comunicación privada, en caso de negativa a recibir la correspondencia de un deudor moroso (tutela T-144.724), y el respeto por los derechos a la comunicación privada y a la intimidad familiar, en caso de la incomunicación y prohibición de ingreso de visitantes por ausencia de servicio de citófono."

La misma sentencia T-630/97 hace un estudio de contenido práctico para este caso de los citófonos. Dice: 

"17. Por lo tanto, si se analiza cada una de las medidas adoptadas se encuentra que: en ocasiones la suspensión del servicio de citófono toca con derechos inalienables de la persona, tales como la vida, el derecho a recibir acciones solidarias de vecinos y amigos y derechos de comunicación derivados de la vida en comunidad, los cuales forman parte del espacio y necesidad vital de los residentes de un conjunto residencial, en donde casi en todos los casos, necesitan del mismo para tener contacto con lo que sucede al interior de su apartamento, pues los apartamentos se encuentran tan alejados de la portería y de los lugares de acceso a la unidad residencial que la comunicación a través del citófono se torna en una necesidad vital, tal es el caso de la tutela T-144.724 en donde los 375 apartamentos se ubican de manera distante de la portería, lo que además impide la visibilidad directa a ese importante lugar de acceso al conjunto. Así mismo, en esos conjuntos donde el control de la seguridad es mas complicada, pues el número de personas que ingresan y salen de la edificación debe ser inspeccionada a través de autorización directa del residente. Por consiguiente, en esas unidades residenciales donde no es posible tener comunicación directa o medianamente sencilla con la portería, el servicio de citófono es vital para preservar los derechos a la vida, intimidad familiar y los derechos a la seguridad de todo el conglomerado. No sucede lo mismo en el conjunto residencial Los Obeliscos, tutela T-144.319, pues es un edificio conformado por 35 apartamentos que dada su disposición la comunicación interna y el control de visitantes es mucho más sencilla, caso en el cual no se involucra la comunicación interna como una necesidad vital del deudor moroso ni la seguridad del grupo residente. Por tal motivo, en relación con este servicio, deberá concederse la tutela en el expediente T-144.724 y se negará la tutela en el expediente T-144.319."

En el presente fallo se analiza un punto de la anterior jurisprudencia: la mayor o menor distancia de las casas y apartamentos respecto de la portería. La  Corte  considera  la incidencia de la distancia de una manera diferente a la expuesta en decisiones anteriores de la Corporación. Esa circunstancia  no puede ser argumento para conceder o no la tutela, puesto que el uso del citófono no es solo para anunciar visitantes, sino que, en ocasiones incide en avisos o informaciones vitales; el citófono es un elemento comunicador  que permite dar informaciones urgentes que pueden ser necesarias para el goce de los derechos fundamentales, inclusive para preservar vida o seguridad física  de niños, de ancianos, de discapacitados y de todos los residentes y puede ser transmisor de información urgente sobre otros derechos fundamentales, como por ejemplo sobre el trabajo. Por lo tanto,   los mismos argumentos de la T-630/97 que sirvieron para conceder la tutela cuando la portería está lejos de la casa o apartamento al cual se le ha quitado el citófono, se predican para cualquier distancia. Se replantea entonces  la jurisprudencia por esta Sala Plena en este aspecto y se considera que el citófono es un elemento requerido para las necesidades vitales, luego la suspensión del servicio podría ser una amenaza para la pronta solución de riesgos imprevistos, sea cual fuere la distancia entre portería y habitación del copropietario, lo cual puede vulnerar derechos fundamentales de las personas.

3.6. Suspensión relativa del servicio de correspondencia. Hay que partir de la base de que la orden de impedir la recepción de correspondencia se constituye en un proceder caprichoso, pues transgrede el núcleo esencial  del derecho a la intimidad personal y familiar previsto en el artículo 15 de la C. P. Pero una restricción que no impida el acceso a la correspondencia sino que establezca una regla de comportamiento, así sea mortificante para el moroso, no da lugar a tutela. En la T-630/97 se dijo:

“Así mismo, la Sala considera que la orden que impide la recepción de correspondencia y toda forma de comunicación privada de los residentes de conjuntos residenciales es arbitraria, pues transgrede de manera desproporcionada el derecho fundamental contenido en el artículo 15 de la Constitución. No ocurre lo mismo con el servicio de selección de la correspondencia, lo cual no transgrede el núcleo esencial del derecho ni afecta una necesidad vital de la persona."
3.7. Suspensión de servicio de gas. La Corte Constitucional en la T-454/99 indicó que no se puede suspender dicho servicio cuando llega de red matriz, pero que tratándose de una distribución interna sí se puede ordenar la suspensión del servicio de gas en caso de mora del propietario o inquilino porque “La situación difiere si la administración suspende servicios que presta una empresa ajena a su relación, por ejemplo los servicios públicos, pues no sólo abusa de sus facultades de cobro y contraviene arbitrariamente el principio de continuidad de los servicios públicos sino que desconoce una necesidad vital de las personas”.

3.8. En cuanto al derecho de petición hay que tener en cuenta lo previsto en la sentencia T- 001/98. La Corte  dijo: 

“En principio, el derecho de petición tiene como sujeto pasivo a la autoridad pública no a los sujetos privados. La posibilidad de extenderlos a éstos, depende necesariamente de la forma como el legislador regule su ejercicio, tomando como marco referencial tanto el propio artículo 23, como el inciso final del art. 86 de la Constitución. Por lo tanto, corresponde a éste determinar las condiciones, el ámbito y extensión de su ejercicio”.

Y la T-143/2000 precisó:

"No ha desarrollado el legislador el ejercicio del derecho de petición ante los administradores de la propiedad horizontal. Por consiguiente, en principio, no resultaría viable aquél, salvo que dicho ejercicio sea necesario para la protección de un derecho fundamental que se encuentre afectado o en peligro, o para evitar un perjuicio irremediable. 

En tales circunstancias, la negativa de los referidos administradores a atender el derecho de petición podría dar lugar a una tutela definitiva o transitoria, según las circunstancias del caso."

Pero, se deben resolver las peticiones de los copropietarios conforme a lo previsto en los Reglamentos de copropiedad, siempre que no se afecten derechos fundamentales.
3.9. Obstáculos para abrir la puertas de entrada a un condominio. En este sentido la Corte considera que hay que tener en cuenta las circunstancias de cada caso, como por ejemplo la edad de los usuarios, las condiciones físicas, si es o no discapacitados, ya que en estos casos pueden vulnerarse derechos fundamentales si se pone a las personas en situación de riesgo que amenace violar el derecho a la vida, a la integridad personal o a la libertad de locomoción. En estas circunstancias podría considerarse que se vulneran los derechos fundamentales antes indicados y por lo tanto es un hecho violatorio de tales derechos  la orden que los Administradores le dan al portero para que no abra  los garajes para así  obligar al inquilino moroso a bajarse del vehículo, abrir el mismo la puerta y entrar y luego  cerrar dicha puerta. También ocurre esta situación cuando el comunero tiene que esperar a que llegue otro copropietario y entrar a continuación de éste. Es evidente que estos comportamientos no pueden considerarse como afectación a la dignidad del moroso, pero también es evidente que coloca a éste en real peligro de ser asaltado o agredido e inclusive secuestrado en el instante en que efectúa una labor que no es solamente mecánica sino parte integral de medidas preventivas de seguridad. Por tanto, este servicio no puede ser obstaculizado porque podría poner en riesgo la vida o la integridad personal o la seguridad de la persona, como antes se expresó.

C. CASOS CONCRETOS

a) Gonzalo Mejia Abello. Esta persona  instauró acción de tutela contra la Junta Administradora del Conjunto Residencial  Macaregua, en  Bucaramanga. 

El accionante solicita  que se le cobren las cuotas de administración  teniendo en cuenta solo los meses en que el servicio se ha prestado. Este es un aspecto de contenido legal que no puede ser definido mediante tutela, según ya se explicó. Como tampoco es materia de tutela juzgar sobre los escándalos que se dice protagoniza el señor Mejía. 

Pide también  la reinstalación del servicio de citofonía. Por las consideraciones que ha hecho la Corte, esta petición está llamada a prosperar. 

Igualmente solicita se permita el libre acceso a un parqueadero que queda fuera del conjunto. Esta petición escapa a la acción de tutela. Pero, si el señor Mejía llega en su carro, no hay explicación para que le nieguen el acceso a su propio parqueadero. 

Mediante tutela solicita también que  se responda por la Junta Administradora a un derecho de petición en el cual solicitaba la lista de morosos, la copia de la  resolución  que dispuso cortarle los servicios de administración (si existiere dicha resolución) y las razones para dicha suspensión. En cuanto a esta petición o comunicación, se debe atender lo previsto en los respectivos reglamentos de copropiedad.

b) La señora Alba Luz Betancourt Aguilar instauró tutela basada en que se le suspendió el servicio de citófono, no le entregan la correspondencia, se le impide el acceso al apartamento y al parqueadero y no le alquilan el salón comunal.  

En cuanto a la  suspensión  del servicio de  citófono, ya se indicó en esta sentencia que tal suspensión afecta derechos fundamentales. Por consiguiente,  se debe reinstalar el citófono y prospera parcialmente la tutela por este aspecto.

En lo tocante al recibo de la correspondencia, consta que sí se le entrega pero no directamente sino que tiene que ir al casillero a retirarla. Este proceder no afecta en absoluto derecho fundamental alguno.

En cuanto a la recepción para ingreso de visitantes, servicio de portería para ingreso o salida del conjunto, bien sea por la puerta principal o por el garaje, lo que realmente está demostrado en el expediente es que en ocasiones  tiene que esperar a que llegue otro copropietario para entrar (especilamente al garaje). Ya se dijo, que ante esta situación debe respetársele el ingreso  dentro del contexto expresado en la parte argumentativa del presente fallo. Y, sobre la presunta orden impartida  a los celadores para que se le prohiba “el acceso a mi propio apartamento y/o parqueadero de mi propiedad”, esto no está demostrado,  luego mediante tutela no puede ordenarse algo sin respaldo probatorio adecuado.

En lo que tiene que ver con que no le alquilen el salón comunal, como ya se indicó no constituye violación a un derecho fundamental por cuanto es un problema de orden contractual y con rango simplemente legal. 

Sobre la agresividad del familiar de la peticionaria, es aspecto que escapa a la tutela y no es ni siquiera indicio que puede afectar la protección a derechos fundamentales.

c) Lucía Jiménez Troncoso instauró tutela para que se le permita el acceso a la casa que tiene dentro del conjunto Villa Campestre en Chia. 

Está demostrado que vive en el conjunto cerrado, pero el único que tiene llave de acceso es el vigilante; por esto hay un timbre para llamar al vigilante si éste se encuentra haciendo ronda. También está demostrado que la señora tiene un salón de belleza y que  no es cierto que se le impida el acceso al conjunto y no se le ha suprimido ningún servicio, pese a estar en mora. Por lo tanto se CONFIRMA el fallo de instancia que no concedió la tutela.

d) Caso de la familia de Juán Carlos  Zuluaga Jaramillo. Se presentó tutela porque cuando llegan al conjunto tienen que bajarse del carro, ir a la caseta donde está el celador, operar el sistema electrónico para abrir la puerta y luego de entrar regresar a la caseta para electrónicamente cerrar el portón ya que este oficio no lo hace el celador porque expresamente la Administración le dió orden de que no lo hiciera cuando los Zuluaga entran o salen.También se quejan de la supresión del servicio de citófono y de gas y de tener que llevar la basura hasta la portería. 

En relación  al servicio de citófono, se le restauró al notificársele la iniciación de la acción de tutela, luego por sustracción de materia no hay lugar a ordenar su reinstalación. 

En cuanto a la restricción  al acceso (que deben bajarse del vehículo y abrir la puerta y luego bajarse para cerrarla) ya se explicó que prospera en cuanto a la transgresión de los derechos fundamentales anteriormente relacionados, pero no en cuanto al derecho a la dignidad. Esta  restricción a la familia Zuluaga está corroborada por los  vigilantes del condominio. Ellos informan que deben los Zuluaga abrir y cerrar personalmente la puerta de acceso al condominio y que  se les prohibió a los vigilantes hacerlo; reconocen que el oficio del vigilante es “la seguridad en el condominio”.  Y afirman que les dieron la orden de que “no le abriéramos la puerta” (a la familia Zuluaga).

Sobre el servicio de gas, está demostrado que se  compra al por mayor y se  suministra de manera independiente, a través de redes internas de propiedad común, a los propietarios que lo pagan. Por tanto, en esta circunstancia no prospera la tutela.

En lo que tiene que ver con la recolección interna de basuras que debe hacerla la misma familia Zuluaga (por ser morosos) para luego llevar la basura a la portería, no se afecta con este trabajo  ningún derecho.

Respecto a la atención del jardín,  (no se trata de espacios comunes) siendo  un área privada el mantenimiento corresponde a cada propietario.

No está probado  que se retenga la correspondencia, ya que se conserva en la portería para que sea retirada por los inquilinos. Este es un proceder que la Corte ha estimado no afecta derecho fundamental alguno.

e)  En el caso de la familia Mosquera, en el condominio en Girardot, se pide mediante tutela que se les permita el acceso sin obstáculos, para los dos carros que poseen, que se permita que los hijos y sus amigos hagan uso de la piscina y zonas aledañas.

Se repite lo ya dicho en los casos anteriores, en el sentido  que no se pueden poner obstáculos ni demoras a la entrada al conjunto residencial, a la familia Mosquera. Otra cosa diferente es que se impida a los hijos del doctor Mosquera y sus amigos  tener acceso a la piscina y zonas aledañas. Este reclamo no implica orden de tutela por no desconocerse ningún derecho fundamental. En cuanto a que los Mosquera, pese a ser morosos, pidan que se deje entrar los dos carros que tienen, es un asunto que la propia Administración ya solucionó.

DECISION

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución

RESUELVE:

PRIMERO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juez Segundo Civil del Circuito de Bucaramanga, en la tutela de Gonzalo Mejía Abello y en su lugar CONCEDER PARCIALMENTE la tutela por violación a los derechos fundamentales indicados en la parte motiva y ORDENAR que en el término de 48 horas se le permita al solicitante y su familia el libre acceso al conjunto, sin obstáculos ni demoras al llegar al garaje; y que se restituya el servicio de citófono.

SEGUNDO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, en la tutela de alba Luz Betancourt y en su lugar CONCEDER PARCIALMENTE 
la tutela por violación a los derechos fundamentales indicados en la parte motiva y ORDENAR que en el término de 48 horas se le permita la solicitante y su familia el libre acceso al conjunto, sin obstáculos ni demoras al llegar al garaje; y se restituya el servicio de citófono.

TERCERO. CONFIRMAR el fallo del Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Chia que no concedió la tutela instaurada por Lucia Jiménez Troncoso.

CUARTO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia de la Sala Penal del Tribunal de Manízales, en la tutela de Juán Carlos Zuluaga y su familia y en su lugar CONCEDER PARCIALMENTE la tutela por violación a los derechos fundamentales indicados en la parte motiva y ORDENAR que en el término de 48 horas se le permita al solicitante y su familia el libre acceso al conjunto, sin obstáculos ni demoras al llegar al garaje.
QUINTO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia del Juez Primero Civil del Circuito de Girardot en la tutela de Heladio Mosquera Herrera y en su lugar CONCEDER PARCIALMENTE la tutela por violación a los derechos fundamentales indicados en la parte motiva y ORDENAR que en el término de 48 horas se le permita al solicitante y su familia el libre acceso al conjunto, sin obstáculos ni demoras al llegar al garaje. 

SEXTO. LÍBRESE por Secretaría las comunicaciones de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados.
Cópiese, notifíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y cúmplase. 

ALFREDO BELTRAN SIERRA

Presidente

JAIME ARAUJO RENTERIA

Magistrado

MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA

Magistrado

JAIME CORDOBA TRIVIÑO

Magistrado

RODRIGO ESCOBAR SIERRA

Magistrado

MARCO GERARDO MONROY CABRA

Magistrado

EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT

Magistrado

ALVARO TAFUR GALVIS

Magistrado

CLARA INES VARGAS HERNANDEZ

Magistrada

MARTHA VICTORIA SÁCHICA DE MONCALEANO

Secretaria General
 Aclaración de voto a la Sentencia SU.509/01

CONJUNTO RESIDENCIAL-Medidas adoptadas por la administración respecto a sujetos especialmente protegidos (Aclaración de voto)

Referencia: expedientes T-315866, T-315884, T-362549, T-363900, T-372830

Acciones de tutela instauradas por Gonzalo Mejía Abello y otros

Magistrado Ponente:

Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA

Con el debido respeto deseo aclarar algunos elementos en los cuales fundé mi voto favorable a esta importante sentencia de la Corte Constitucional, cuyos considerandos comparto casi integralmente.

Su importancia reside principalmente en que (i) fija unos criterios relativos al ejercicio del poder privado respecto de personas que se pueden encontrar en situación de indefensión y (ii) en que impide que se acuda al cobro de deudas por mano propia.

Lo anterior es fundamental para evitar arbitrariedades. Sin embargo, su alcance no llega hasta el punto de justificar que las personas no paguen lo que deben. Obviamente, en general, un derecho constitucional fundamental no es excusa para eludir el cumplimiento de obligaciones contractuales válidamente adquiridas. De tal manera que un hombre adulto, sano y con ingresos suficientes que decide destinar los recursos para cancelar su cuota de administración a un fin de recreación en lugar de cumplir con su obligación, no puede invocar lo resuelto en la presente tutela para justificar su incumplimiento y mucho menos puede invocar un derecho fundamental a que el vigilante le abra la puerta de entrada al conjunto de vivienda o al edificio donde reside.

Otro es el caso de las personas consideradas sujetos especialmente protegidos por la Constitución, vg.r. una mujer embarazada, una persona de la tercera edad, un adulto enfermo, una madre cabeza de familia y, por supuesto, un niño, por citar los ejemplos más pertinentes en este caso. En razón a su condición de sujetos especialmente protegidos es que se justifica la decisión adoptada por la Corte. Pienso que ello merecía un claro énfasis en la sentencia, lo cual se hubiera logrado fácilmente si en las conclusiones a cada uno de los problemas puntuales abordados por la Corte se hubiera agregado que el ámbito de las reglas establecidas se limita a los sujetos especialmente protegidos por la Constitución anteriormente mencionados y se hubiera marcado una diferencia contundente entre éstos y las demás personas.

Fecha ut supra,

MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA

Magistrado 
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